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“Violación del Debido Proceso de la Jurisdicción Coactiva Ejecutado en el Ministerio 
de Relaciones Laborales de la Ciudad de Quito” 
 
 
El desarrollo de esta investigación parte del estudio de la jurisdicción coactiva  que se encuentra 
establecida en el Código de Procedimiento Civil, en el cual no existe para el afectado la facultad de 
defenderse dentro del mismo procedimiento Administrativo, teniendo que recurrir al trámite de 
excepciones ante un juez de lo Contencioso administrativo, lo que atenta al principio constitucional 
de simplicidad. El interés del problema planteado radica en estudiar la finalidad del DEBIDO 
PROCESO, con lo que se garantiza el equilibrio armónico de las partes entre sí. Uno de los 
problemas en materia civil, es cuando el derecho a la defensa, se torna inaplicable en la jurisdicción 
coactiva la misma que es ejecutado en el Ministerio de Relaciones Laborales de La Ciudad de 
Quito. El Juzgado de Coactivas del Ministerio de Relaciones Laborales de la ciudad de Quito, 
ejerce sus funciones a través del Reglamento Interno, expedido mediante Acuerdo Ministerial N.- 
0071 del 25 de junio del 2010. Pero el Art. 968 del C.P.C “no se admitirán las excepciones del 
deudor, sus herederos o fiadores contra el proceso coactivo, sino después de consignada la cantidad 
a que asciende la deuda, sus intereses y costas”. Pues en el campo civil rige el “PRINCIPIO 
SOLVE ET REPETE”, es decir, o pagas o se remata contradiciendo a la constitución la cual 
garantiza la correcta aplicación  del debido proceso. 
 
Palabras Claves:  
1. VIOLACION 
2.  DEBIDO PROCESO 
3.  JURISDICCION  
4. COACTIVA 
5. DEFENSA 










Rape of the Owed Trial of the Jurisdiction Coercive Executed on the Ministry than 
Relations Working of the Town than I remove 
 
The current research addresses coactive jurisdiction as established in the code of civil procedure, 
before which the defender is deprived from defense as provided by the administrative judge 
appeal, which affects the simplicity principle. The Contentious Administrative judge appeal, which 
affects the simplicity principle. The proposed trouble is interesting because it is intended to study 
the purpose of DUE PROCESS, in order to warrant a harmonic balance between the parties. One of 
the troubles in the civil field is when the defense right, becomes inapplicable in the coactive 
jurisdiction, executed by the Ministry of Labor Relations of Quito city, exercise functions through 
Internal Regulation, issued through Ministerial Agreement N.- 0071 of June 25,2010, but Art. 968 
of the C.C.P. read “no exceptions are admitted from the debtor, his/her heir or creditors against 
the coactive process, but after settling the debt, interests and expenses”. In the civil field there is 
the principle “SOLVE ET REPETE”; hence, you pay or attachment shall be made, which opposes 








6. MINISTRY OF LABOR RELATIONS OF QUITO CITY 
I certify that I am fluent in both English and Spanish languages and that I have prepared the 














El trabajo realizado aborda un problema importante dentro de la realidad jurídica. la 
jurisdicción coactiva, se rige en contraposición a la Constitución, el interés radica en estudiar y 
demostrar que la finalidad del DEBIDO PROCESO, está constituida por la forma de asegurar la 
objetividad en la confrontación de las pretensiones judiciales en otras palabras, es el derecho a un 
proceso justo, donde no haya negación o quebrantamiento del debido proceso garantizado en 
nuestra Constitución.  
 
Para el desarrollo del presente trabajo se analizara en el capítulo I “la Jurisdicción Coactiva 
en la Legislación Ecuatoriana” que contiene: definición de la jurisdicción coactiva, reseña histórica, 
generalidades, características de la jurisdicción coactiva conceptualización básica del derecho civil, 
sujetos de derecho, fuentes de las obligaciones en el derecho civil y  la supletoriedad del Código de 
Procedimiento Civil. En el capítulo II se hablara sobre “El Debido Proceso en la Jurisdicción 
Coactiva” que contiene como punto: institución del debido proceso, vinculación e importancia, 
elementos del debido proceso, objetivo del debido proceso dentro de la administración pública, 
violación del debido proceso en la jurisdicción coactiva, vulneración del principio de simplicidad, 
vulneración del principio a la defensa. Mientras que en el capítulo tres se explica “el Procedimiento 
Coactivo en el Juzgado de Coactivas del Ministerio de Relaciones Laborales” que contiene: 
procedimiento coactivo, titulo de crédito, resoluciones administrativas, auto de pago, citación del 
auto de pago, medidas cautelares, embargo, remate y la terminación y archivo del juicio coactivo y 
tenemos en el capítulo IV un marco jurídico que contiene la constitución de la república y su 
influencia en el derecho civil, enjuiciamiento civil, excepciones en la jurisdicción coactiva, 
requisitos para presentar excepciones, legislación comparada sobre la jurisdicción coactiva de 
manera que después se expondrá los resultados de la investigación de campo con la aplicación de 
encuestas y entrevistas, se hará la discusión con los objetivos, la hipótesis con las opiniones que 
sustenten la problemática al final se terminara señalando las conclusiones, recomendaciones y  se 












1.1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA: 
 
En nuestro país, se entiende por jurisdicción coactiva o procedimiento coactivo, a la potestad 
de diferentes organismos del Estado para cobrar acreencias directamente, sin necesidad de acudir a 
la vía judicial, aunque las excepciones de los demandados y las tercerías son de competencia de la 
función judicial. 
 
Sin embargo, los conceptos "Jurisdicción Coactiva" y "Procedimiento Coactivo" no son 
sinónimos, porque cada uno tiene connotaciones precisas que se explican por el principio de 
división de poderes del derecho constitucional, existen legislaciones mixtas como la ecuatoriana, 
que desarrollan una parte del trámite de cobranza en el ámbito administrativo de la Función 
Ejecutiva y otra parte en la Función Judicial (tercerías, excepciones). 
 
Aparece el proceso coactivo en el Ecuador, con la vigencia del Código de Procedimiento 
Civil, el mismo que define actualmente a la "Coactiva" como un procedimiento para el cobro de 
deudas que tiene como acreedor al Estado como tal y otras instituciones que forman parte de la 
administración pública, y de los organismos de régimen seccional autónomo que tienen la 
posibilidad de recaudar deudas sin recurrir a la Función Judicial, sino mediante el ejercicio de la 
autotutela de la Administración Pública. En nuestra actual Constitución se estableció el DEBIDO 
PROCESO, para brindar protección a los ciudadanos contra el abuso del poder público. 
 
Al respecto (Cabanellas Guillermo, diccionario jurídico elemental, 2003),  manifiesta que el 
significado de “Coactiva” es la fuerza para apremiar u obligar, eficaz para forzar o intimidar, de la 
definición antes citada podemos decir que es la facultad que concede la ley al Estado para 
coaccionar el cobro de lo que se debe. 
 
Mediante Decreto Ejecutivo No. 10-2009 de 13 de agosto del 2009, fusiona la Secretaría 
Nacional Técnica de Desarrollo de Recursos Humanos y Remuneraciones del Sector Público 
(EXSENRES) y el Ministerio de Trabajo y Empleo creándose el Ministerio de Relaciones 
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Laborales. El Decreto Ejecutivo No. 10-2009, determina que serán competencias del 
Viceministerio de Servicio Público las establecidas en la ex SENRES; del Viceministerio del 
Trabajo las establecidas para el Ministerio del Trabajo. 
 
Diremos que el procedimiento coactivo, es un proceso de ejecución derivado de la autotulela 
de la administración pública, en razón de ello el funcionario que actúa de juez no puede incidir en 
el acto administrativo que generó el título de crédito para el cobro, es decir no puede cambiar el 
fondo del acto administrativo que generó la sanción, me permito hacer referencia el análisis del Dr. 
Benalcázar Juan Carlos, sobre la jurisdicción coactiva “la coactiva es un procedimiento 
administrativo y quienes lo llevan a efecto son los funcionarios de la Administración”.  
 
Es de mucho interés esta investigación porque en la actualidad existen diversos 
administrados que consideran han sido vulnerados sus derechos al momento de iniciar un juicio 
coactivo y por tal motivo se ha violentado el derecho al DEBIDO PROCESO establecido en el 
Artículo 76 de la Constitución Política de la República que señala: “en todo proceso que se 
determine derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurara el derecho al debido 
proceso…”, es decir que se pretende proteger la integridad de las personas y de sus bienes. 
 
En el sentido de esclarecer si dicha atribución representa el ejercicio de una función 
Jurisdiccional que implique verdaderos funcionarios administrativos con calidad de juzgador 
investidos de todos los poderes propios del Poder Público o por lo contrario la jurisdicción coactiva 
constituye simplemente una mera facultad exorbitante del Estado, que pretende garantizar un 
procedimiento administrativos encaminado a producir y hacer efectivo un título ejecutivo. 
 
Es así como nos adentramos en el problema específico de esta investigación, el cual nos 
lleva al interrogante de si esta jurisdicción, es en toda el sentido de la palabra jurisdiccional. 
Entendida esto como la Función de administrar justicia, emanado de la soberanía del mismo, con 
todos los poderes jurisdiccionales que esta conlleva, y con todas y cada una de las características 
atendidas a un proceso judicial o si por el contrario constituye una de las facultades exorbitantes del 
Estado, con el cual se pretende ejercer un cobro administrativo, cuya justificación se encuentra en 
la prevalencia del interés general. 
 
Es importante determinar la existencia del debido proceso, en las diferentes etapas de cobro 
coactivo, en el sentido de demostrar la aplicabilidad que tiene dicho principio constitucional sea 





1.2.  FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
¿Qué actos procesales violentan el Debido Proceso, dentro de los juicios coactivos en el 
Ministerio de Relaciones Laborales en la ciudad de Quito? 
 
1.3.  PREGUNTAS DIRECTRICES. 
 
 ¿Cuáles son las falencias que posee el proceso coactivo, en el Ministerio de Relaciones 
Laborales de la ciudad de Quito? 
 
 ¿Se vulnera los derechos humanos, consagrado en la Ley Orgánica para la Defensa de los 
Derechos Laborales? 
 
 ¿Existe una adecuada capacitación hacia las instituciones de la Administración Pública, para 
evitar la violación a las normas de la Ley Orgánica para la Defensa de los Derechos Laborales? 
 
 ¿Cuáles son las normas del Debido Proceso, que se deben aplicar para precautelar los derechos 
de los ciudadanos? 
 
 ¿Cuáles son las consecuencias jurídicas de la inobservancia del debido proceso, frente a nuestra 
legislación ecuatoriana? 
 
1.4.  OBJETIVOS 
 
1.4.1.  GENERAL: 
 
 Evitar la violación del Debido Proceso, en los juicios coactivos que ejecuta el Ministerio de 
Relaciones Laborales de la ciudad de Quito; realizando un análisis jurídico en el cual se 
observe la norma procesal civil y constitucional. 
 
1.4.2.  ESPECÍFICOS: 
 
 Determinar las consecuencias de la inobservancia del debido proceso, dentro de  los trámites 




 Establecer que elementos de la jurisdicción ordinaria, son utilizados en la jurisdicción coactiva. 
 
 Recopilar las posiciones doctrinarias de diferentes autores, respecto a este tema de 
investigación. 
 
 Determinar qué elementos se deben aplicar en el proceso coactivo, para garantizar el debido 
proceso en el juicio coactivo y derogar lo contrapuesto. 
 
1.5.   JUSTIFICACIÓN. 
 
Se conoce a los Jueces especiales como aquellos que ejercen la jurisdicción coactiva, es por 
demás claro que quienes ejercen la denominada jurisdicción son funcionarios de la propia 
Administración Pública, que en un momento determinado actúan como acreedores, por lo que 
carecen de la correspondiente imparcialidad, debido a que una persona no puede ser juez y parte. 
 
El Art.75 establece el acceso gratuito a la justicia y a los principios de inmediación y 
celeridad, pero como podemos hablar de justicia si para presentar la demanda ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, es necesario que esa persona tenga el capital de la multa establecida 
más el interés misma que debe ser consignada caso contrario no se le da el trámite correspondiente 
mandándole al archivo, quedando totalmente desprotegido, se puede observar que en el 
procedimiento coactivo, se encuentran involucradas personas que forman parte de la sociedad, lo 
que ocasiona la violación del derecho a la defensa establecido en la Constitución. 
 
Mientras que en lo jurídico los ciudadanos no pueden acceder a los órganos jurisdiccionales 
a defender sus derechos e intereses, frente a la aplicación de una disposición legal como lo que 
señala el Art. 968 de Código de Procedimiento Civil, que no le permite acceder a las excepciones, 
para garantizar un proceso justo, sino cuando ya ha sufrido perjuicio con el mandamiento de 
ejecución de un acto contrapuesto a las garantías básicas del debido proceso, así como de ciertos 
principios como el derecho a la defensa. El trabajo se sustenta en el Código de Procedimiento Civil, 
para tratar un tema que se contrapone a la constitución. De igual manera dentro de la 
administración al momento de oficiar las medidas cautelares como son retención de fondos y 
prohibición de enajenar vehículos estaríamos violentando el principio de proporcionalidad tal como 
se lo establece en el numeral 6 del Art.- 76 “ya que en el caso de los bancos les congelan todo lo 
que tengan en la cuenta, sin tomar en consideración el monto impuesto con lo que estaríamos 





Es de vital importancia a nivel nacional e internacional, ya que se espera que a través de ésta 
investigación no se sacrifique la justicia en nombre de supuestos intereses de eficacia jurídica, 
factores que inciden en la indebida aplicación de las garantías básicas del debido proceso, en 
materia penal la vulneración a los derechos humanos, que se vienen generalizando en nuestro 














2.1.   ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN: 
 
La Jurisdicción Coactiva, es un medio propio de la Administración Pública, ya que solo las 
personas jurídicas de derecho público contempladas por la ley pueden recaudar los valores que se 
adeudan a la institución por imposición de multas y sanciones, como es el caso del Ministerio de 
Relaciones Laborales. 
 
Esta potestad coloca a la Administración Pública, en una especial posición frente a la función 
judicial, porque a diferencia de lo que ocurre con los particulares, no tiene que acudir al juez para 
dotar de fuerza ejecutoriada sus actos y resoluciones; para hacerlos exigibles e imponerlos al 
ciudadano; para exigir su cumplimiento incluso con el uso de la coacción o ejecución compulsiva; 
o para revocarlos por sí misma siempre que no se haya creado una situación jurídica particular o 
reconocido un derecho. 
 
Las decisiones de la Administración Pública se ejecutorían por sí mismas, se presumen 
legítimas, se obligan sin necesidad de auxilio judicial, y se puede hacer cumplir de oficio. 
 
Al hablar de un juicio coactivo, hablamos que este lleva a cabo un procedimiento establecido 
en la ley, principalmente en la Constitución
1
, la inobservancia de esta garantía constitucional, 
acarrea consigo la vulneración de derechos, o en su efecto la incorrecta aplicación de la norma 
jurídica, que como consecuencia acarrearía la nulidad procesal, afectando directamente al Estado.  
 
El concepto de jurisdicción implica la potestad de determinar el derecho, vale decir, asumir 
las normas jurídicas del ordenamiento positivo, para aplicarlas a un caso concreto materia de una 
actuación procesal instaurada y desarrollada conforme a la Constitución y a la Ley. 
 
                                                          
1
 Constitución Política de la Republica, 2008 
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Materialmente, tanto la actividad jurisdiccional del poder judicial como la potestad 
administrativa resolutiva y ejecutoria, implican la noción de jurisdicción; en este sentido, 
exclusivamente, no hay gran diferencia entre ellas dos. En la actividad resolutiva de la 
Administración (resolución de reclamos o recursos de los administrados), bien puede decirse que 
existe una gran similitud con la facultad de juzgar, pues se determinan las normas jurídicas y se las 
aplica al caso en concreto; y en la actividad ejecutoria (Autotutela ejecutiva) también puede decirse 
lo mismo respecto de la potestad de hacer ejecutar lo juzgado, en tanto se ejecutan las decisiones y 
resoluciones administrativas, dadas las presunciones de legitimidad y ejecutoriedad de los actos 
administrativos.  
 
2.2.   FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA: 
 
La ¨Jurisdicción Coactiva¨ tiene por objeto hacer efectivo el pago de lo que se deba al Estado 
y a las demás instituciones del sector público que en dicha norma se señala. La  "jurisdicción", en 
términos del Art. 994, se ejerce privativamente por los respectivos empleados recaudadores de las 
instituciones indicadas en el artículo anterior; es decir, por funcionarios administrativos. 
 
No obstante, el Art. 3 de la Ley Orgánica de la Función Judicial 
2
 caracteriza como jueces 
especiales a los que "ejercen jurisdicción coactiva", de manera que puede denotarse una 
contradicción entre el Código de Procedimiento Civil y la mencionada Ley. Sin embargo, si se 
atiende a todas las reflexiones que anteceden y a las disposiciones del Código de Procedimiento 
Civil, en especial la que determina la naturaleza de la coactiva y de quienes la ejercen, puede 
deducirse que a pesar de lo dicho en el Art. 3 de la Ley Orgánica de la Función Judicial, ello no 
constituye razón suficiente para que se opere un cambio en la naturaleza de la coactiva ni del 
funcionario que la ejerce, pues aun cuando a éstos se les califique de "jueces especiales", su labor 
no implica de ninguna manera el ejercicio auténtico de la jurisdicción, sino una competencia 
otorgada para la recaudación de haberes públicos. El Art. 1 del Código de Procedimiento Civil, 
define a la jurisdicción como el "poder de administrar justicia", y agrega que "consiste en la 
potestad pública de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en una materia determinada, potestad que 
corresponde a los magistrados y jueces. 
 
Por otra parte, el hecho que sea el Código de Procedimiento Civil, el que contemple entre sus 
normas a la coactiva y a su regulación, no tiene la virtualidad de operar una alteración en la 
naturaleza de dicho procedimiento administrativo, porque no se regla un juicio propiamente dicho y 
                                                          
2
 Ley Orgánica de la Función  Judicial, 2014 
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definido en el Art. 61 del citado Código como: " contienda legal sometida a la resolución de los 
jueces".  
 
Sin embargo, podría alegarse que la coactiva tiene un procedimiento en el cual existe la 
posibilidad de formular excepciones, pero debe reflexionarse que todo ello no es sino un trasunto 
del derecho al debido proceso, que rige tanto al procedimiento administrativo como al proceso. 
Hasta antes del 24 de noviembre del 2011, en que entró en vigencia la “Ley de Fomento Ambiental 
y Optimización de los Ingresos del Estado”, en los procesos coactivos, los cuales tienen por objeto 
el cobro rápido de lo que se le adeuda al Estado y a sus instituciones, que se inician con la orden de 
cobro de la autoridad competente, para lo cual basta que la deuda sea líquida, determinada y de 
plazo vencido, cuando lo hubiere, luego de que el recaudador le ordenará al deudor o fiador que 
pague o que dimita bienes dentro de tres días de notificada la resolución, y de apercibírselo que de 
no hacerlo se embargarían bienes equivalentes a la deuda, intereses y costas, si el demandado se 
excepcionara alegando la falsedad del título emitido o la prescripción del mismo, este no tenía que 
consignar valor alguno para evitar el remate de sus bienes, pero a partir de la indicada fecha, “para 
que el trámite de las excepciones suspenda la ejecución coactiva, será necesaria la consignación de 
la cantidad a que asciende la deuda, sus intereses y costas. 
 
(Reglamento al Ejercicio De La Jurisdicción Coactiva, Art. 29): 
 
“señala que el juez conocerá de las excepciones planteadas por el coactivado, únicamente 
cuando el coactivado hubiere consignado la cantidad a que asciende la deuda, su interés y 
costas. Para la resolución de las excepciones  que se plantean en contra de los procedimientos 





No se admitirán las excepciones  del deudor, sus herederos o fiadores, contra el 
procedimiento coactivo, sino después de consignada  la cantidad a que asciende  la deuda, la 
consignación se hará de acuerdo a lo que establezca el Art. 196 de la Ley Orgánica de la 
Administración Financiera y Control. Cabe aclarar que consignación no significa pago. 
 
Para que el trámite de las excepciones suspenda la ejecución coactiva, será necesaria la 
consignación de la cantidad a que asciende la deuda, sus intereses y costas. 
 
Es necesario recalcar que el debido proceso es el derecho que posibilita que los 
procedimientos sean justos y equitativos; que estén dirigidos a la protección de los derechos 
                                                          
3
 Código de Procedimiento Civil, 2007. 
 10 
 
humanos, pues su vulneración implica la desaprobación de la justicia por parte de los que aplican la 
ley los mismos que deben velar por ella.  
 
Son reales factores de cambio frente a las instituciones públicas, que han manejado 
tradicionalmente los procedimientos e impidiendo el acceso adecuado a la administración Pública 
en especial a la jurisdicción coactiva. 
    
Para explicar el concepto de coactiva, es preciso citar a (Zuraty Sánchez Manuel, 
Jurisdicción Coactiva, Teoría Práctica
4
), quien de manera general establece que: “Se entiende por 
Jurisdicción Coactiva o Procedimiento Coactivo, a la potestad de diferentes organismos del Estado 
para cobrar acreencias directamente, sin necesidad de recurrir al Poder Judicial.” 
 
Podemos decir que en Ecuador la legislación coactiva prevé un sistema mixto en el cual, por 
una parte, está el ámbito administrativo y su forma de cobranza que nace de la Función Ejecutiva; 
y, por otra, las impugnaciones y tercerías que son parte de la Función Judicial, pero no por ello se 
debe dejar de lado aquellos preceptos que establecen un debido proceso, para todas las actuaciones 
que impliquen la ejecución de una obligación con el Estado. 
 
El orden jerárquico de aplicación de las normas será el siguiente: la Constitución, Tratados 
Internacionales, las leyes Orgánicas; las leyes ordinarias, las normas regionales, las ordenanzas 
distritales, los decretos y reglamentos, las ordenanzas, los acuerdos y las resoluciones  y los demás 
actos y decisiones de los poderes públicos. 
 
Habiendo ya hecho un estudio sobre la jurisdicción de los jueces  de coactivas, nos toca 
exclusivamente  referirnos a su competencia  la misma que radica de acuerdo al Código de 
Procedimiento Civil Art. 942, les corresponde a los respectivos  empleadores recaudadores de la 
Instituciones del Estado  que se encuentra identificados  en el Art. 225 de la Constitución que son; 
1) los organismos y dependencias de las Funciones Ejecutivas, Legislativa, Judicial, Trasparencia y 
Control Social;  2) las entidades que integran el régimen autónomo descentralizado; 3) la entidades 
creadas por la constitución o la ley  para el ejercicio de la potestad estatal para la prestación de 
servicios públicos o para desarrollar actividades  económicas asumidas por el Estado; 4) las 
personas jurídicas creadas por actos normativos  de los gobiernos autónomos descentralizados para 
la prestación de servicio público. 
 
                                                          
4
 Sánchez Zuratty Manuel, 2009, Jurisdicción Coactiva: Teoría- Práctica Jurisprudencia, 
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En caso de falta o impedimento del funcionario, será subrogado por el que le sigue en 
jerarquía vale destacar, que en el área civil, la delegación funciona, siempre que exista las 
disposiciones de la ley orgánica de cada institución y a los estatutos y  reglamentos de la misma  y 
siempre que no haya contradicción con las leyes en cuyo caso prevalecerán. 
 
(Constitución de la República del Ecuador, Art. 173
5
).  “Actos Administrativos de cualquier 
autoridad del estado podrán ser impugnados ante los correspondiente órganos de la función 
Judicial” la misma que es contradecía por el (Código de Trabajo,  Art. 629), dice “Cuando las 
multas se han impuestas por la Máxima Autoridad, el infractor no podrá interponer recurso alguno 
lo que es algo inconstitucional ya que la Carta Magna, está por encima de todas las leyes.  
 
“La prohibición de salir del país impuesta por un funcionario llamado juez de coactivas,  es 
una medida de exclusiva potestad de los  jueces competentes  (potestad judicial).  
 
Pero la cuestión  es mucho más grave, ya que no solo se trata de evidenciar que la medida es 
atentatoria a las garantías constitucionales,  sino que en virtud de la unidad jurisdiccional 
consagrada en la actual Constitución, los llamados “jueces de coactiva”idejaron de ser tales, es 
decir, ya no pueden administrar justicia por mandato constitucional. 
 
Los conocidos “jueces de coactiva” son empleados o funcionarios públicos que no 
pertenecen a la Función Judicial, sino que son  parte de la Función Ejecutiva, por lo que  no pueden 
desempeñar las funciones de administración de justicia ordinaria. 
 
El Art. 424 de la Constitución, consagra su supremacía sobre cualquier norma del 
ordenamiento jurídico, por lo que a partir del 20 de octubre del 2008, en que entró en vigencia 
hasta esa fecha los llamados “jueces de coactiva”,   carecen de  sustento constitucional y  legal para 
seguir actuando, pues no pertenecen a la función judicial. 
 
Lo curioso de todo es que ya en la Constitución Política de 1998, disposición transitoria 
vigésima sexta, se ordenaba que todos los magistrados y jueces que dependían de la Función 
Ejecutiva,  debían  pasar a la Función Judicial, incluidos los jueces militares, de policía y de 
menores, advirtiéndose que “si otros funcionarios públicos tuvieren entre sus facultades la de 
administrar justicia en determinada materia, la perderán y se la trasladará a los órganos 
correspondientes de la Función Judicial”. 
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LA JURISDICCIÓN COACTIVA EN LA LEGISLACIÓN ECUATORIANA 
 
1.1  Definición de la Jurisdicción Coactiva 
 
Es importante comenzar explicando las nociones generales tanto de la jurisdicción como del 
término coactivo para luego poder definir lo que significa la Jurisdicción Coactiva:  
 
La palabra jurisdicción  deriva de la locución latina  IURIS DICTIO. Que se traduce por 
decir o demostrar el derecho, presupone que esta ya ha sido dada. Pero tal actividad la realizan esos 
agentes en un territorio o lugar determinado, por lo que la expresión jurisdicción, designa al poder 
de decisión de esos órganos, el ámbito o espacio en que el mismo se ejerce.  También se identifica 
con el límite o medidas atribuidos a determinados funcionarios para ejercitar aquel poder 
(competencia) pero como lo observa (Couture Eduardo, Fundamentos del  Derecho Procesal Civil, 
3 edición, Buenos Aires 1958), “En su sentido preciso y técnico da función pública de hacer 
Justicia”6. Se define la jurisdicción como la potestad pública de conocer y fallar los asuntos 
conforme a la ley, o sea la facultad atribuida al poder judicial para administrar justicia. 
 
Los vocablos de la jurisdicción son: 
 
Notio.- Saber, es la facultad de conocer en todos los asuntos atribuidos a los órganos judiciales y 
que presupone, desde luego, la de citar a la otra parte para que comparezca a defenderse y la de 
realizar las notificaciones propias a esos fines. 
 
Indicium.- Es la decisión o fallo que pone fin al litigio o causa. 
 
Imperium.- Potestad de usar la fuerza pública para hacer efectivas las decisiones judiciales. 
 
(Cabanellas de Torres Guillermo, Diccionario Jurídico Elemental, pág. 220) “Jurisdicción, como el 
conjunto de atribuciones que corresponden en una materia  y en cierta esfera territorial; poder para 
gobernar y para aplicar las leyes”7. 
 
                                                          
6 Couture Eduardo,  Página 27,  “Fundamentos del  Derecho Procesal Civil”, 3 edición, Buenos Aires 1958. 
7Cabanellas de Torres Guillermo, Diccionario Jurídico Elemental, pág. 220. 
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Es importante señalar  las definiciones de la palabra coactivo que expresa (Cabanellas de la 
Torre Guillermo, Diccionario Jurídico Elemental): “coactivo, con fuerza para apremiar u obligar. 
Eficaz para forzar o intimidar”.8 
 
De lo que se puede señalar que la jurisdicción coactiva, es la atribución que se les otorga a 
los funcionarios de las instituciones para ejercer la fuerza y así cobrar lo que se le adeude al estado. 
 
(Escobar Vélez Edgar Guillermo) manifiesta: “ 
 
La Jurisdicción coactiva es una función jurisdiccional asignada a un organismo o a un 
funcionario administrativo determinado para que sin recurrir a la autoridad judicial, haga 
efectiva, por la vía ejecutiva, las deudas fiscales expresas, claras y exigibles a favor de la 
entidad pública que ejerce dicha jurisdicción.” 
 
Es preciso citar a (Zuraty Sánchez Manuel, 2003, Jurisdicción Coactiva), quien de manera 
general establece: 
 
“se entiende por Jurisdicción Coactiva o Procedimiento Coactivo, a la potestad de diferentes 





“Procedimiento coactivo tiene por objeto hacer efectivo el pago de lo que, por cualquier 
concepto, se deba al estado y a sus instituciones que por ley tiene este procedimiento; al 
Banco Central del Ecuador, y a los bancos del Sistema de Créditos de Fomento, por sus 
créditos; al instituto Ecuatoriano de Seguridad Social; y a las demás que contemple la 
ley”.
10
 (Código de Procedimiento Civil, Art. 941) 
 
El profesor Colombiano Hernán Devis Echandi; señala “que la Jurisdicción Coactiva es una 
verdadera Jurisdicción de carácter no autónomo, Aunque sus excepciones y apelaciones no son conocidas 
por funcionarios de la misma jurisdicción”11 
 
1.2    Reseña Histórica 
 
                                                          
8 Cabanellas de Torres Guillermo, Diccionario Jurídico Elemental. 
9 Sánchez Zuratty Manuel, 2009, Jurisdicción Coactiva: Teoría- Práctica Jurisprudencia. 
10 Código de Procedimiento Civil, Art. 941 “Jurisdicción Coactiva” 
11 Hernando Davis Echandia, 1985, Compendio de Derecho Procesal, Bogotá pagina 173, 
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La separación existente entre la autoridad legislativa y la autoridad administrativa, en Grecia, 
en Roma y en los pueblos germánicos, desapareció en Europa con la monarquía absoluta después 
del medioevo. El doctor Washington Hoyos Villavicencio en su libro la Jurisdicción Especial 
Coactiva menciona al Dr. Miguel Ángel Bercaitz quien dice: “producida la Revolución Francesa, 
surge con pleno vigor la separación entre la autoridad legislativa y la administrativa. Se proclama 
algunos derechos fundamentales del ciudadano, se establece que ellos no pueden ser limitados sino 
por la ley, se constituye el poder legislativo con cámaras parlamentarias  y se le atribuye el control 
de la actividad administrativa. Poco después, el sistema se completa y se perfecciona con el 
sometimiento de la actividad administrativa  al contralor jurisdiccional, ya sea este ejercido por los 
jueces comunes de la jurisdicción ordinaria, ya por tribunales de carácter especial que se desglosan 
de la propia administración activa. 
 
Hay que remitirse a los afanes recaudatorios que emplearon los imperios de la antigüedad, 
las monarquías del medioevo y luego los estados, sobre valores que en dinero o especie se les 
adeude (incluido el ser humano como mercadería sea como esclavo o como siervo), por lo tanto 
nace como la potestad o facultad del estado para exigir el pago de -tributos- a sus subordinados o 
ciudadanos, a fin de poder cumplir con sus pretensiones, que podían ir desde fortalecer económica 
y militarmente a un estado, hasta destinarlo a festivales  y festines  de quienes gobiernen, ya al 
tratar de los ingresos  el Doctor Washington Hoyos Villavicencio hace referencia  a lo que dice el 
doctor José Vicente Troya quien en su obra  “Estudios del Derecho Tributario” a la coactiva como 
un acto de fuerza y exigencia estatal. Su origen en el derecho occidental señala que Nuestro 
derecho al igual que de los demás estados de América, es acoplado con la tendencia del derecho 
europeo, y no solo de los postulados que dicta en un momento histórico el derecho napoleónico, 
sino que este a su vez goza de la historia de los pueblos del occidente europeo. Desde la época en 
que se funden con los distintos pueblos, con sus respectivas culturas y sistemas jurídicos; en la 
península ibérica, desde inicios de la era cristiana hasta el siglo VIII en que se generó la invasión 
árabe; y en que el medio de resistencia de los pueblos y sus tácticas, se conocieron con el termino 
de guerrilla  de las conquistas de los celtas, godos y visigodos, pasando luego por el poder e 
influencia del derecho romano, principal legado en su historia, para finalmente encontrar 
aplicaciones en los distintos segmentos, en el derecho germánico. 
 
Conviene detenerse a mirar la influencia de los germanos en que “la primitiva sociedad 
Aristocrática y gentilicia no se transforma en la ciudad-estado, sino que da origen  a un tipo diverso 
de agrupación: el estado–banda. La banda germánica no se estructura sobre la base de un recipiente 
espacial y del sentido cívico –la ciudadanía- sino a base de la fidelidad personal de sus miembros a 




Cuando el mundo grecolatino marcha hacia su extinción, el cristianismo continuo su camino 
ascendente, que no nació del dominio de las comarcas del imperio y su cultura clásica y en que 
disolviéndose el mundo antiguo se desarrolla una desconocida comunidad de fieles. La iglesia se 
convierte en una asociación extendida por todo el imperio y perseguida por este, tolerada luego, 
enseguida reconocida oficialmente, para llegar a ser, en fin, una sociedad más fuerte y más 
extendida que el mismo imperio. 
 
  Cabe decir entonces que la época de romanización no constituye todavía el nacimiento de la 
cultura y del derecho occidental, pero si su preparación, no hay que perder de vista  que la invasión 
y conquista  de pueblos, implico necesariamente la imposición de gravámenes  a los mismos, para 
recibir un botín de guerra  u organizar obras sea para beneplácito de la aristocracia o para ir acorde  
con el desarrollo de sus regímenes de derecho por ello ya se habla en la antigüedad del régimen 
municipal . 
 
Al respecto  y como medio de presión  para el cumplimiento de sus  mandatos, los delegados 
y el ejército, se aseguraban de sus recaudos  a través de la fuerza, o coacción que ejercían sobre los 
sometidos pueblos, vasallos y más términos de su juzgamiento propios de la época de conquista, 
pero en especial cuando se fijaban valores impositivos como tributo a quien los gobernaba,  sobre 
esto  Washington Hoyos señala lo establecido por Bernardino Bravo: “ les asigna una condición 
más o menos favorable, determinada por el grado de autonomía que les reconocía y por la amplitud 
de las cargas siempre que les imponía el reconocimiento de la superioridad  romana, pero además 
tributos u hombres o ambas cosas”. Por tanto se desprende que el hombre era un medio de pago al 
imperio. 
 
Los romanos daban suprema importancia a las urbanizaciones con su gente en que se 
desarrolla el derecho, la cual y previo al advenimiento del cristianismo entra en colapso, en que se 
arruinan las aristocracias provinciales  que sostenían la vida municipal, en parte  por efecto de los 
grandes gastos  en que incurren en el desempeño de las magistraturas  y en obras públicas  en parte 
por efecto de la crisis económica  y en parte por el peso de los impuestos. 
 
Retomando el avance del derecho germánico, en este la comunidad estatal reposa sobre  
vínculos personales  entre sus miembros, como la conciencia de grupo  y la lealtad  hacia un mismo 
jefe. Sin que ello no implique la exigencia de un tributo  para precautelar  la integridad de quienes  




Desaparecido el imperio y el régimen municipal que le sustentaba, los estados sucesores 
serán de carácter germánico. Todo parece indicar que el estado-banda-germánico y no la ciudad-
estado romano-, es el origen de las agrupaciones políticas occidentales. 
 
Por todo esto, se pasa conceptualmente del imperio-romano-a la monarquía-germana-basada 
en la fidelidad de la sangre que igualmente exigía tributos o compensaciones a sus vasallos o 
pueblos  más débiles, al rey que luego paso a ser único en un conglomerado. 
 
La carga tributaria o fiscal y burocrática, junto con su descomposición política interna, así 
como las pérdidas de las virtudes, minaron y destruyeron el imperio romano. Época en la que para 
efectos de nuestro tema, tiene suma importancia, puesto que el afán coactivo, del estatismo romano  
no lo salva de su hundimiento. 
 
Con el germanismo y dejando a un lado los fenómenos sociales y políticos del cambio 
monárquico y de  los distintos pueblos de occidente, se genera el nacimiento de una nueva cultura, 
la cultura europea occidental. En que el germanismo como una comunidad de pueblos identificados 
por su origen y su cultura  difiere del imperio sometimiento que distinguió al pueblo romano. Sin 
embargo, de que a la postre sus dos influencias se encuentran aún hasta hoy demarcadas, el 
germanismo en el centro y norte de Europa y el derecho romano, en los pueblos que bordean  el 
mediterráneo, principal centro de acción e influencia. Y en que hasta hoy la iglesia fue la única 
institución organizada que sobrevivió al hundimiento del mundo romano. La misma que para su 
subsistencia económica  y de objetivos materiales, dispone de sus leyes internas  y por ende de sus 
medios de coacción para hacerlos efectivos. Se dirá que de su fusión junto con la cultura germánica 
surge la cultura occidental. 
  
En América los afanes libertarios y de emancipación desde la época  del descubrimiento de 
América, vinieron junto con la influencia ideológica a posarse en la entraña de nuestros aborígenes, 
para en la confluencia de las razas y la sangre, recibir junto con el derecho romano y napoleónico, 
la influencia de las normas que para aquel entonces se aplicaban en el occidente europeo. Ese 
feudalismo europeo se incrusto también en los pueblos de América, y posiblemente con mayor 
fuerza con instituciones del estado y de la iglesia coercitivas ciento por ciento (mitas, obrajes, 
encomiendas y más instituciones, eran las expresiones de aquello). La forma de aplicación  que se 
ejercía  desde aquel entonces quizá explica la cultura de evasión cuando del pago de tributos se 
trata. 
 
Junto a la conquista de América, viene el derecho de Castilla, a imponerse en nuestros 
sometidos pueblos y para acoplarse a la nueva realidad, surge el llamado derecho indiano. Lo que 
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no implica la perdida de transcendencia del primero. La recopilación de leyes de los reinos de las 
indias promulgada en 1680 decía en la ley 2 titulo 1 libro II “ordenamos y mandamos que, todos 
los casos, negocios y pleitos en que no estuviera decidido, ni declarado lo que se debe proveer por 
las leyes de esta recopilación, o por cedula provisionales u ordenanzas dadas y no revocadas para 
las indias, y las que por nuestra orden se despacharen, se guarden las leyes de nuestro reino de 
Castilla  conforme a la de Torro. 
 
Existen varias interpretaciones en el Derecho Procesal Moderno sobre el alcance y el lugar 
que ocupa la jurisdicción coactiva dentro del derecho procesal moderno, en la cita que efectúa 
(Alejandro Ponce Martínez, Derecho Procesal Orgánico, 1991) al referirse a Hernando Morales 
Medina quien afirma: “como una modalidad de la justicia civil, aun cuando con el control de la justicia 
administrativa, existe la llamada jurisdicción coactiva o justicia fiscal, que se encarga  de hacer efectivos 
contra los ciudadanos los cargos a favor del estado”12 a la misma que en definitiva la enmarca o la 
relaciona con la justicia contencioso administrativo. Se cita al Dr. José Vicente Troya cuando dice 
que quienes ejercen jurisdicción coactiva no son jueces sino funcionarios  encargados de cobrar 
créditos fiscales actividad que la realizan a nombre del estado. 
 
Es importante relacionarla con las disposiciones generales constantes en la sección trigésima 
de nuestro Código de Procedimiento Civil, de donde se desprende si bien es cierto la facultad 
privativa que tiene los órganos del estado para establecer causas coactivas, estás se encuentran 
limitadas en su alcance por las excepciones a la coactiva que necesariamente se las deberá plantear 
ante los jueces de la función judicial: encontrándose en contraposición  o al menos no clarificada la 
parte relativa a las apelaciones de las resoluciones de los jueces civiles cuando se tratan de 
excepciones, no así de las medidas de ejecución que dictan los juzgados coactivos, aspecto sobre el 
cual podríamos encontrar un vació en esta Institución Jurídica. 
 
En tanto en la Doctrina y Legislación ecuatoriana al ser la Jurisdicción la potestad de 
conocer y resolver los asuntos con arreglo a las leyes, que al emanar de la sociedad; solo puede ser 
conferida por autoridad competente  y en la forma que  establecen la constitución y las leyes.  
 
Al ser la jurisdicción la potestad de conocer y resolver los asuntos, que al emanar de la 
sociedad, solo puede ser conferida por autoridad competente y en la forma que establece la 
constitución. Nadie puede atribuírsela fuera del poder  judicial, y se ejercita independientemente de 
toda otra autoridad. La jurisdicción lleva en sí las facultades de hacer comparecer a juicio, de 
disponer los tramites, dictar sentencias y ejecutarlas; en su ejercicio se declara y aplica el derecho, 
                                                          
12 Ponce Martínez Alejandro,  1991, “Derecho Procesal Orgánico”, pág. 327 
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pero no se crea, porque la facultad de dictar leyes esta exclusivamente conferida al poder 
legislativo.  
 
Los tributos, las multas y otras prestaciones determinadas por la ley pueden generar acciones 
coactivas en caso de falta de pago, incluyéndose las contribuciones para seguridad social no 
pagadas, así como las que determina la ley. 
 
En el Ecuador aparece la coactiva en la constitución de 1812 (llamada Quiteña), pues fue 
emitida antes de que seamos república (1830) al referirse a la potestad tributaria en su Art. 35 de la 
constitución decía: “Es peculiar y privativo de este poder el arreglar toda especie de tasas, 
contribuciones y derechos que deban exigirse, tanto en la cantidad como en el monto de su 
recaudación y ramas o personas que deba exhibirse con atención a las necesidades del estado y a la 
posibilidad de los contribuyentes  sin el consentimiento y permiso de la legislatura”. En adelante y 
pasando por la constitución de 1830, 1835, 1852, 1861, 1869 del periodo Garciano (en que el 
ejecutivo gozaba  de la facultad  de recaudar impuestos  y contribuciones  de manera anticipada). 
 
Sin desmerecer los avances y progresos que se logran en las Constituciones anteriores, es 
necesario resaltar la (constitución  de 1967), considerada la más importante dentro del orden 
tributario en que se consigna un capítulo especial sobre el régimen tributario y se consagra el 
principio de legalidad, y se dice que elementos de imposición deben constar por ley, se 
constitucionalizan los principios de generalidad e igualdad; se reitera el principio de la capacidad 
contributiva; y se enuncian las proyecciones extra fiscales de imposición, se constitucionaliza la 
jurisdicción contencioso-tributaria, así como la jurisdicción contencioso administrativa. 
 
Junto con los avances que se establecieron en las facultades de la función judicial, se dirá 
que formalmente la facultad coactiva, existió desde que nos constituimos en republica con clara 
identidad doctrinaria en materia tributaria y contemplada igualmente en materia civil. La 
Constitución Quiteña de 1812 establece en su Art. 35.- “Es peculiar y privativo de este poder el 
arreglar toda especie de tasas, contribuciones y derechos que deban exigirse, tanto en la cantidad 
como en el monto de su recaudación y ramos, o personas que deban exhibir con atención a las 
necesidades del Estado y a la posibilidad de los Contribuyentes”. Sin el consentimiento y permiso 
de la Legislatura, ningún particular, ni corporación podrá en lo sucesivo imponer o exigir 
contribución alguna. Mientras que la (Constitución Gran Colombiana de 1821) en su Art. 42, “se 
exceptúan las leyes sobre contribuciones o impuestos las cuales no pueden tener origen sino en la 
cámara de representantes, pero quedando al senado el derecho ordinario, adicionarlas, alterarlas o 
rehusarlas”. La (Constitución De 1830) Art. 26.” las atribuciones del Congreso son:.. Establecer 
derechos e impuestos; y contraer deudas sobre el crédito público” con la particularidad de que esta 
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no habla de impuesto sino de establecer contribuciones y autorizar al ejecutivo para contratar 
empréstitos sobre el crédito público; los cuales no podrán llevarse a ejecución, sino aprobados por 
el congreso”. La (constitución de 1967) dice “Sobre la función legislativa genera, tiene la 
particularidad de que el congreso se dividía en cámaras, el que en su parte pertinente  capítulo III 
del régimen tributario, se reserva la facultad, para establecer, modificar o suprimir  impuestos (Art 
98). 
 
En esta se consagra el principio de legalidad y se dice que elementos de imposición deben 
constar en la ley; se constitucionalizan los principios de generalidad  e igualdad, se reitera el 
principio de la capacidad contributiva; y se enuncian las proyecciones extra fiscales de la 
imposición. 
 
La existencia de la jurisdicción contenciosa tributaria queda constitucionalizada. Se ve a la 
función jurisdiccional como un todo al cual pertenece la orden judicial, contencioso tributaria y el 
contencioso administrativo. 
 
Es necesario resaltar la Constitución, 1967, considerada la más importante dentro del orden 
tributaria en que se consigna un capítulo especial sobre el Régimen Tributario (Art: 97-103) y se 
consagra el principio de legalidad, y se dice que elementos de imposición debe constar por la ley;  
se constitucionalizan los principios de generalidad e igualdad; se reitera el principio de la capacidad 
contributiva; y se enuncian las proyecciones extra fiscales de imposición; se constitucionaliza la 
jurisdicción contencioso-tributario, así como la jurisdicción contencioso- administrativo.  
 
1.3   Generalidades 
 
(Escobar Vélez Edgar Guillermo, Proceso de Jurisdicción Coactiva, 2003, pág. 13) 
manifiesta:  
 
“La Jurisdicción coactiva es una Función jurisdiccional asignada a un organismo o a un 
funcionario administrativo determinado para que sin recurrir a la autoridad judicial, haga 
efectiva, por la vía ejecutiva, las deudas fiscales expresas, claras y exigibles a favor de la 
entidad pública que ejerce dicha jurisdicción.”1314 
 
 (Zuraty Sánchez Manuel, 2007, Jurisdicción Coactiva) quien de manera general establece:  
 
                                                          
13 Sánchez Zuraty Manuel, 2009, Jurisdicción Coactiva, Quito, Editorial Jurídica del Ecuador,  pág. 5.    
14
Escobar Vélez Edgar Guillermo, 2003, El Proceso de Jurisdicción Coactiva, Medellín, Señal Editora, pág. 13. 
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“se entiende por Jurisdicción Coactiva o Procedimiento Coactivo, a la potestad de diferentes 
organismos del Estado para cobrar acreencias directamente, sin necesidad de recurrir al 
Poder Judicial aunque las excepciones de los demandados y las tercerías son de competencia 




Esta facultad que tiene el Estado para cobrar directamente las deudas fiscales a los 
contribuyentes, privilegia el cobro, siendo de forma directa, no como un particular por medio de un 
juicio ejecutivo común, logrando de esta manera un cobro mucho más ágil y expedito. 
 
Podemos decir que en Ecuador la legislación prevé un sistema mixto en el cual, por una 
parte, está el ámbito administrativo y su forma de cobranza que nace de la Función Ejecutiva; y, 
por otra, las impugnaciones y tercerías que son parte de la Función Judicial. 
 
Jurisdicción coactiva es hacer efectivo, recaudable o recuperable en dinero o documentos 
aceptados por el estado (bonos, certificados de depósito) lo que se le adeudo: no obedece a la 
búsqueda  de satisfacción de obligaciones particulares o personales sino únicas y estrictamente de 
valores que se entienden le pertenecen al estado o entes que administrativamente forman parte de 
él. 
 
1.4   Características de la Jurisdicción Coactiva 
 
Las características del trámite que siguen algunas de estas instituciones que tiene la 
impropiamente llamada “jurisdicción coactiva”, es la de poder ejercer ellas mismas el juicio contra 
el deudor, sin necesidad de acudir a la Función Judicial, con la salvedad de que las excepciones son 
conocidas por esta Función del Estado. 
 
Este es un privilegio que ostenta la administración Pública, como un medio natural e 
indispensable para cumplir sus objetivos. Es la llamada “Autotutela de la Administración Pública”. 
Esta potestad coloca a la Administración Pública” en una especial posición frente a la Función 
Judicial, porque, a diferencia de lo que ocurre  con los particulares, no tiene la carga de acudir al 
Juez para dotar de fuerza ejecutoria a sus actos y resoluciones; para hacerlos exigibles e 
interponerlos al ciudadano; para exigir su cumplimiento incluso con el uso de la coacción o 
ejecución compulsiva. 
 
                                                          
15 Escobar Vélez  Edgar Guillermo; editora 2003, “Proceso de Jurisdicción Coactiva”, pág. 13 
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Algunos autores se deciden por caracterizar la función por el órgano o agente que la ejerce, y 
así la actividad desarrollada por el poder Ejecutivo corresponde a la administración; la ejercida por 
los jueces a la jurisdicción. La jurisdicción es eminentemente pública. 
 
La ejercen solo entes del estado y de aquí su carácter predominante. La recaudación de 
valores, debe tener como sustento liquidaciones reales o determinaciones precisas de lo que en 
verdad se adeuda para que entre otros motivos, por razones de necesidad social se busque encontrar 
el equilibrio entre el deudor y el estado, el cual en caso de controversia deje expedita la vía 
contenciosa para asegurar la vigencia del ordenamiento jurídico preestablecido. 
 
En el caso coactivo, la tutela de los derechos subjetivos, constituyen en la actualidad una 
función eminentemente pública ejercida por el estado y los organismos autorizados a hacerlo. 
 
1.5   Conceptualización Básica del Derecho Civil 
 
El derecho civil se caracteriza por ser de variadas opiniones conceptuales entre ellas tenemos  
la de (Cabanellas de Torre Guillermo, 2003, Diccionario Jurídico, pág. 120) que dice: 
 
 “Como regulador general de las personas, de la familia y de la propiedad, de las cosas o 
bienes, el derecho civil, con este nombre o sin nombre alguno en la sociedades primitivas, 
configura la rama jurídica más antigua y más frondosa, aún enfocada en numerables 




Mientras que Ordaz dice: “Es el que comprende el régimen de los bienes, de las obligaciones y 
contratos, de la familia y de las sucesiones, así de cierto número de nociones generales y comunes a todas 
esas instituciones especiales”17. 
 
Este concepto se refiere al ámbito que alcanza el derecho civil como es de los bienes  donde 
hay una relación jurídica entre una persona y una cosa, de las obligaciones y los contratos en virtud 
de la personas con capacidad regulan las relaciones  relativas a una determinada finalidad o cosa y 
cuyo cumplimiento puede compelerse de manera recíproca. 
 
Acto es la manifestación de voluntad o de fuerza, hecho o acción de lo acorde a la voluntad 
humana. Mientras que el Acto Jurídico “Son los actos voluntarios Lícitos, que tenga por fin inmediato 
                                                          
16 Cabanellas de Torres Guillermo; edición actualizada, corregida y aumentada 2003, “Diccionario Jurídico Elemental” 
Pag.120. 
17 Osorio Manuel, Buenos Aires-argentina año 1992, “Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Social”, pág. 314 
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establecer ante las personas relaciones jurídicas, crear, modificar, transferir, conservar o aniquilar 
derechos”18 
 
Por lo que del concepto indicado se determina que el acto jurídico es un acto humano  este 
acto es nacido de la voluntad de las personas, que es un acto que se rige por la ley, y que tiene una 
finalidad jurídica, que su finalidad puede ser abstracta y debe tener un valor conforme al derecho 
subjetivo. 
 
1.6. Sujetos del Derecho 
 
El Dr. Washington Hoyos Villavicencio en su libro la Jurisdicción Especial Coactiva señala: 
“en el derecho romano no todo hombre es persona, no lo son los esclavos, al menos en sus relaciones con su 
señor y en todo el rigor de la legislación primitiva, porque no son capaces de tener ni deberes ni 
derechos”19. 
 
El esclavo es una cosa, “la esclavitud es la negación de la personalidad, sin embargo siendo un ser 
humano, su condición mejorara con la influencia del cristianismo”20, se vuelve un instrumento de acción 
jurídica. 
 
Ya bajo el imperio de las leyes empiezan a brindarle protección y por ende pasa luego a ser 
sujeto de derecho. 
 
Surgió así en la edad media la noción de corpus mysticum, que designaba a la subjetividad 
jurídica colectiva y que había de ser desarrollada más tarde con las denominaciones de persona 
moral, jurídica o ideal. Esta noción permitió acomodar el significado de sujeto de derecho a toda 
entidad, individuo o conjunto unificado de individuos, jurídicamente habilitada para adquirir 
derechos o contraer obligaciones. 
 
Pero la tradicional equiparación del sujeto de derecho con el individuo humano, o mejor 
dicho, con la concepción antropomórfica del sujeto de derecho, ha sufrido en nuestros tiempos la 
más aguda crítica con la aparición y difusión de la Teoría Pura del Derecho de Kelsen. 
 
Para el derecho los únicos sujetos de derecho son las personas, por lo que desde el punto de 
vista jurídico, persona o sujeto de derecho es todo ser capaz de tener derechos y contraer 
obligaciones jurídicas. 
                                                          
18 Osorio Manuel, Buenos Aires-Argentina año 1992, “Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales”, pág. 54 
19 Ortolan. 1984, “Compendio del Derecho Romano”, pág. 21 




Por lo que se puede establecer el siguiente concepto: Persona  
 
“todo ente susceptible de adquirir derechos y contraer obligaciones y se clasifica en: 
individuales o colectivos.  Los  sujetos de derecho individuales lo constituyen la persona 
natural, el individuo de la especie humana que es capaz de adquirir derechos y obligaciones. 
Los sujetos de derecho colectivo se constituyen como personas jurídicas. Ente que no siendo el 
hombre o persona natural, es susceptible de adquirir derechos y contraer obligaciones, a esta 
noción más bien negativa o meramente diferenciada  de la otra especie de sujeto del derecho, 
de los individuos humanos, cabe agregar la nota activa de integrar siempre las personas 




El (Cabanellas de Torres Guillermo; edición actualizada, 2003, Diccionario Jurídico 
Elemental; pag.304). Señala por sujeto de derecho: “El individuo o persona determinada, 
susceptible de derecho u obligaciones.”22 La unidad más perfecta de la individualidad, es la 
persona humana, que existe en sí y por sí misma, sin necesitar de nada ni de nadie en quien apoyar 
ontológicamente su ser, en consecuencia, cada persona humana forma, por si misma, una totalidad 
autónoma es un ser, independiente de los demás.
 
 
1.7.   Fuentes de las obligaciones en el Derecho Civil 
 
Con el término fuentes se trata de designar el origen de donde nacen los derechos que dan 
lugar a las obligaciones. Al respecto existe una notable variedad de posiciones doctrinales más o 
menos fundadas, lo que hace sumamente complicado su estudio. 
 
Las obligaciones son civiles o meramente naturales: civiles los que dan derecho para exigir 
su cumplimiento. Las principales fuentes de las obligaciones son: la ley, los contratos, los delitos, 
los cuasi contratos y los cuasi delitos los mismos que a continuación se detalla: 
 
La Ley: Es una declaración de la voluntad soberana que manifestada en la forma prescrita 
por la constitución manda, prohíbe o permite. 
 
La norma jurídica origina ciertos derechos y obligaciones para aquellos que deben respetarla. 
Pero esta fuente de las obligaciones no es de tipo voluntario como lo son los contratos y los delitos, 
es obra del poder legislativo y no de aquellos a quienes rige. 
  
                                                          
21Cabanellas de Torres Guillermo; corregida y aumentada 2003, “Diccionario Jurídico Elemental” pag.304. 
22Cabanellas de Torres Guillermo; corregida y aumentada 2003, “Diccionario Jurídico Elemental” pag.120. 
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El Código Civil en el Art.- 1480, señala las fuentes de las obligaciones:  
 
“las obligaciones nacen, ya del concurso real de las voluntades de dos o más personas, como 
en los contratos o convenciones; ya de un hecho voluntario de la persona  que se obliga, 
como en la aceptación de una herencia o legado y en todos los cuasicontratos; y a 
consecuencia de un hecho que ha inferido injuria o daño a otra persona, como en los delitos 
y cuasidelitos ya por disposición de la ley; como entre los padres y los hijos de familia”.23 
 
Los Contratos: Es un acto por el cuál una parte se obliga para con otra a dar, hacer o no 
hacer alguna cosa, cada parte puede ser una o muchas personas. Dentro de los cuales existen 
diversos tipos de contratos entre los cuales se encuentran los contratos  unilaterales y bilaterales, 
contratos gratuitos y onerosos, contratos conmutativos y aleatorios, contratos principales y 
accesorios, contratos solemnes y consensuales. 
 
“es todo acto o declaración multilateral o de voluntad común; productor de efectos jurídicos entre 
dos o más personas, de las cuales una está en ejercicio de la función administrativa” 24 (Estatuto de 
Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva,  Art. 75) Para que una persona se 
obligue a otra por un acto o declaración de voluntad es necesario: 
 
1. Que sea legalmente capaz: toda persona es capaz excepto los que la ley declare incapaces 
(dementes, impúberes y sordomudos que no pueden darse a entender por escrito son 
incapaces absolutos). 
2. Que consienta en dicho acto o declaración; y su consentimiento no adolezca de vicio. 
3. Que recaiga sobre un objeto lícito. 
4. Que tenga una causa licita. 
 
Delitos: Consisten en todo hecho voluntario que es contrario a las leyes penales, sancionado 
y castigado por éstas. 
 
El Código Civil estable el que ha cometido un delito o cuasidelito que ha inferido daño a 
otro, está obligado a la indemnización; sin perjuicio de la pena que le impongan las leyes por el 
delito o cuasidelito, está obligado a la indemnización el que hizo el daño y sus herederos. 
 
                                                          
23 Código de Procedimiento Civil, Art. 1480, pág. 362 
24 Estatuto de Régimen  Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva: Art. 75 
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Cuando una persona comete un delito, el Estado le impone castigos para garantizar la buena 
convivencia de los grupos humanos; además, se les exige a los delincuentes que reparen el daño 
causado. Es por esta circunstancia que los delitos constituyen fuentes de obligaciones. 
 
Cuasi contratos: Los constituyen hechos semejantes a los contratos. Puede afirmarse que 
son los hechos ilícitos y voluntarios que obligan a las personas que los ejecutan hacia otras 
personas, y en ocasiones a éstas hacia los que los han ejecutado, pero sin que haya existido un 
acuerdo de voluntades. 
 
El (Código Civil, título XXXII, Art. 2211) habla de los cuasicontratos en que se dice que las 
obligaciones que se contraen sin convención, nacen, o de la ley o del hecho voluntario de una de las 
partes. Las que nacen de la ley se expresan en ella. 
 
Si el hecho de que nace es lícito, constituye un cuasicontrato, pero a que llamados hecho 
pues esto constituye un acontecimiento susceptible de ser percibidos por nuestros sentidos. 
 
Luego de analizar lo que es un hecho es necesario hablar de que se trata un hecho jurídico es 
el antecedente o la causa de una relación jurídica. Una norma jurídica parte siempre de un 
presupuesto de hecho para posteriormente regular las consecuencias que tiene en el área del 
derecho. El presupuesto la norma es un hecho jurídico. Es habitual que en derecho procesal se 
establezca que una sentencia judicial explique dos aspectos: hechos jurídicos que se entienden 
probados, y fundamentos de derecho a aplicar a tales hechos. Así, el fallo o sentencia vendrá 
fundamentado por estas dos categorías. 
 
Antes de seguir con el análisis del hecho jurídico es de vital importancia referirnos al acto 
jurídico pero que es un acto es todo lo que se hace o puede hacerse por consiguiente el acto jurídico 
es el hecho, humano, voluntario o consciente y lícito, que tiene por fin inmediato establecer entre 
las personas relaciones jurídicas, crear, modificar o extinguir derechos y obligaciones. El acto 
jurídico produce una modificación en las cosas o en el mundo exterior porque así lo ha dispuesto el 
ordenamiento jurídico. 
 
Hay que  distinguir entre los llamados actos jurídicos y los hechos jurídicos. Un hecho 
jurídico en sentido estricto no tiene por qué ser voluntario ni controlable por la persona, mientras 
que en un acto jurídico, la voluntad de la persona es esencial. Por lo tanto, todos los actos jurídicos 
son hechos jurídicos, pero no todos los hechos jurídicos son actos jurídicos dentro de los hechos 
jurídicos mencionaremos como ejemplo: La muerte, La promulgación de una Ley. El nacimiento 
de una persona. Una declaración de guerra. Una catástrofe natural. Una catástrofe humana. 
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Ejemplos de hechos jurídicos que además son actos jurídicos; La firma de un contrato, El 
otorgamiento del consentimiento matrimonial, Otorgar testamento, Las inscripciones registrales 
concluiremos señalando que el cuasicontrato es  una de las fuentes de las obligaciones que consiste 
en la aceptación de un acto voluntario de la persona que se obliga, lícito y de carácter no 
convencional que hace nacer obligaciones. Se trata una relación jurídica obligatoria, es decir, es la 
propia ley la que genera la obligación al otorgar eficacia obligatoria a una serie de actos voluntarios 
de un sujeto respecto de otro.  
 
1.8.  Supletoriedad del Código de Procedimiento Civil. 
 
La Supletoriedad debe ir de la mano con el procedimiento de integración que se liga para 
enfrentar un vacío legal; esto en virtud de conservar la coherencia y plenitud del sistema jurídico, 
claro está siempre que no sea incompatible con la naturaleza de la materia. 
 
La supletoriedad de las normas opera cuando existiendo una figura jurídica en un 
ordenamiento legal, ésta no se encuentra regulada en forma clara y precisa, sino que es necesario 
acudir a otro cuerpo de leyes para determinar sus particularidades. Asimismo, la supletoriedad de 
leyes aplica solo para integrar una omisión en la Ley o para interpretar sus disposiciones en forma 
que se integre con principios generales contenidos en otras leyes; cuando la referencia de una Ley a 
otra es expresa, debe entenderse que la aplicación de la supletoria se hará en los supuestos no 
contemplados por la primera Ley que la complementará ante posibles omisiones o para la 
interpretación de sus disposiciones. Por ello, la referencia a leyes supletorias es la determinación de 
las fuentes a las cuales una Ley acudirá para deducir sus principios y subsanar sus omisiones. 
 
La supletoriedad debe considerarse en los términos que la legislación lo establece; de esta 
manera, la supletoriedad en la legislación, es una cuestión de aplicación para dar debida coherencia 
al sistema jurídico. El mecanismo de supletoriedad se observa generalmente de leyes de contenido 
especializados con relación a leyes de contenido general. El carácter supletorio de la Ley resulta, en 
consecuencia, una integración, y reenvío de una ley especializada a otros textos legislativos 
generales que fijen los principios aplicables a la regulación de la Ley suplida. Cabe señalar que 
para que opere la supletoriedad de la Ley, se deben cumplir ciertos requisitos necesarios para que 
exista esta figura jurídica, como son: 
 
1. Que el ordenamiento que se pretenda suplir lo admita expresamente. 
2. Que el ordenamiento objeto de supletoriedad prevea la institución jurídica de que se trate.  
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3. Que no obstante esa previsión, las normas existentes en tal cuerpo jurídico sean insuficientes 
para su aplicación a la situación concreta presentada, por carencia total o parcial de la 
reglamentación necesaria. 
4. Que las disposiciones o principios con los que se vaya a llenar la deficiencia no contraríen, de 
algún modo, las bases esenciales del sistema legal de sustentación de la institución suplida. 
Ante la falta de uno de estos requisitos, no puede operar la supletoriedad de una legislación en 
otra. 
 
Partimos del hecho cierto de que la jurisdicción coactiva no es sino el camino  para recaudar 
lo que cualquier persona sea natural o jurídica adeude al Estado o cualesquiera de sus instituciones, 
disposición que en más o menos estos términos se encuentran contemplados  en la sección 
trigésima del Código de Procedimiento Civil en base de que las instituciones pública no solo 
aplican su reglamento sino que se basan en la normativa señalada anteriormente. El Código de 
Procedimiento Civil Ecuatoriano contempla la jurisdicción Coactivo, mediante el cual se pretende 
hacer efectivo el pago de lo que se deba al Estado y a sus instituciones, por cualquier concepto, este 
procedimiento es otorgado por la ley, a diferencia de la Ejecución Coactiva de tributos 
contemplado por el Código Orgánico Tributario, en la cual se persigue el cobro de tributos y no de 
cualquier concepto. 
Por medio del Procedimiento Coactivo se puede cobrar todo lo que no son tributos públicos 
exigidos por ley, y los que provienen de las penas pecuniarias y multas. El código civil  posee una 
vocación totalizadora haciendo que sus normas traspasen la esfera de lo privado y regulen otras 
ramas del Derecho. 
 
Ante un vacío legal se podrá remitir al código Civil, siempre que aquella norma no sea 
















EL DEBIDO PROCESO EN LA JURISDICCIÓN COACTIVA 
 
2.1   Institución del Debido Proceso 
 
Como antecedente histórico del debido proceso podemos decir que es originario de 
Inglaterra, pasó luego a todas sus colonias y finalmente a los países  que poseen el sistema jurídico 
romano-germánico y en la actualidad constituyen una de las garantías constitucionales  de los 
sistemas normativos del mundo. 
 
El debido proceso es una institución importantísima dentro del derecho moderno ya que 
contiene las garantías necesarias para el derecho procesal. Se trata de un derecho fundamental 
reconocido por el derecho Ecuatoriano, es un principio en el cual toda persona tiene derecho a 
ciertas garantías mínimas, tendientes a asegurar un resultado justo y equitativo del proceso y 
permitirle tener oportunidad de ser oído y hacer valer sus pretensiones  frente al juez. 
 
Siendo el debido proceso el pilar fundamental del derecho procesal se expresa en la 
exigencia de unos procedimientos en los que debe respetarse un marco normativo mínimo en pro 
de la búsqueda de la justicia social. 
 
El Ecuador contaba  con una Constitución Política de la República desde el mes de agosto de 
1998, esta se encuentra publicada en el Registro Oficial N.- 1 del 11 de  agosto de 1998, esta carta 
contenía la vigencia efectiva de los derechos de las personas con lo que se dejó atrás la época en 
que la Constitución Política de la República tenga el papel de asignar los roles fundamentales de las 
instituciones, de enunciar los principios y los derechos para que de ello se ocupe la legislación 
secundaria. 
 
La (Constitución Política de la República, Art. 1, 1998) dice: “el Ecuador es un estado social 
de derecho...” (Alessandri y Samariva) define de la siguiente manera:  
 
“El estado de derecho significa que tanto gobernantes como gobernado deben someterse en su 
obrar, no al capricho o a la conveniencia de cada cual sino a normas jurídicas y precisas 
establecidas de antemano. Los gobernantes deben conformarse a estas reglas no solo cuando 
se trate de determinar los derechos de los gobernados entre sí, sino  también cuando se trate 
de suscribir los poderes de los gobernantes frente a sus administrados este último aspecto se 
traduce en que el poder público  autolimite su función de crear y sancione el derecho.” 
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Como ya mencionamos y una vez revisada la Carta Política de 1998 tenía una orientación 
muy garantista de los derechos de las personas, bastaría mencionar  tres importantes derechos como 
es la seguridad jurídica, el derecho a una justicia sin dilataciones, el derecho a una tutela judicial 
imparcial. Son aspectos muy importantes para poder disfrutar una vida de calidad. Derechos y 
garantías consagradas  en el capítulo VIII, del título II “Derechos de Protección”, equivalente al 
Art. 24  con 17 numerales  de la constitución anterior siendo la seguridad jurídica y las garantías, el 
derecho al debido proceso y a una justicia sin dilataciones, son aspectos muy importantes  para 
poder disfrutar de una vida  de calidad. 
 
El derecho al debido proceso, es el derecho a un proceso justo: a un proceso donde no haya 
negación o quebrantamiento de lo que cada uno tenga jurídicamente atribuido o asignado. Se le 
llama debido porque se le debe a toda persona como parte de las cosas justas. 
 
La Constitución Política de la República estuvo vigente hasta el 20 de octubre del 2008, la 
cual fue sustituida por la Constitución de la República del Ecuador con la cual podemos observar el 
cambio que produce. La décima novena Constitución  Ecuatoriana que entro en vigencia estable: 
que si no se respetan o no se avalan las garantías  de este derecho entre  ellos, sino se notifica a la 
otra parte, si se le priva de la defensa, si no se le presume su inocencia mal podría esa persona ser 
sancionada. 
 
“Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y 
expedita de sus derechos e interés, con sujeción a los principios de inmediación y celeridad; en ningún caso 
quedara en indefensión”25 el incumplimiento de las resoluciones judiciales será sancionado por la ley. 
(Constitución de la República del Ecuador, Art. 75). 
 
Con lo que se puede observar que el estado brinda al ciudadano toda la protección que este 
necesite para que se respeten sus derechos y así no se produzca la violación de los mismos los que 
deben ser resueltos de manera inmediata y sin ningún tipo de dilaciones. 
 
En lo que se refiere al  incumplimiento de las resoluciones judiciales, serán sancionadas por 
la ley. Esta norma procura que la administración de justicia sea cabal, oportuna y plena para todos 
los habitantes del país, incorpora los principios de inmediación y celeridad ya que si estos no se 
cumplen equivaldría a no aplicar la justicia sobre todo para quienes tiene menor peso o influencia. 
Pudiendo quedar el demandado al margen de los mecanismos de defensa siendo esto lo que la 
constitución trata de evitar.  
                                                          
25
 Constitución de la República del Ecuador, Art. 75 
 30 
 
El estado puede llevar a cabo su facultad sancionadora a través de los funcionarios 
encargados los mismos que están encargados de atribuir e impartir justicia, se necesita de un 
proceso en el que se hayan observado todas las garantías contempladas en la Constitución y que 
constan en el art.  76 y 77. 
 
El poder público se manifiesta a través de leyes, resoluciones o actos administrativos. La 
formación de leyes o resoluciones y actos administrativos deben seguir un debido proceso para que 
puedan surtir los efectos que están llamados a producir, es el propio Estado el que debe guardar 
respeto en su propia estructura, no se trata de una imposición de leyes o resoluciones al pueblo, 
porque estas resoluciones deben ser coherentes. 
 
El estado tiene que dirigirse al reconocimiento de derechos y a su efectiva vigencia, las 
normas jurídicas obligan a acatar los principios constitucionales, concebidos como inalienables e 
intangibles por lo que la gestión pública debe dirigirse a la consecución de esos fines, pero con una 
limitación. 
 
Quienes toman el control de la Constitución, es la función Judicial la que viene a constituir 
un contrapeso de las demás funciones del poder público siendo los funcionarios encargados de 
propugnar que  los derechos sean respetados de manera eficaz. 
 
Los derechos fundamentales del Debido Proceso son el derecho a la vida a la dignidad a la 
libertad de pensamiento, los derechos políticos, la integridad personal, el debido proceso entre otras 
que viene hacer los pilares sobre lo cual se levanta la superestructura jurídica de los estados 
constitucionales de derechos  y justicia. 
 
El Debido Proceso es un derecho fundamental consagrado en nuestra Constitución, la misma 
que le atribuye al Estado, cuyo deber primordial es garantizar sin discriminación alguna el efectivo 
goce de los derechos establecidos en la constitución  y en los instrumentos internacionales en 
particular la salud, alimentación, seguridad social para sus habitantes, también es de directa 
aplicación ante cualquier servidor o servidora  pública, administrativo o judicial de oficio o a 
petición de parte. 
 
“Ecuador es un Estado constitucional de derecho y justicia social democrática, soberano, 
independiente unitario, intercultural, plurinacional y laico…” (Constitución de la República del 
Ecuador, Art. 1) lo que se supone un avance del Estado constitucional, en donde  se conjugan 
derechos y garantías. Estado Constitucional porque los actos públicos y privados están sometidos a 
la Constitución incluso la ley. Estado de derecho debido a la existencia de la pluralidad jurídica. 
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Estado de justicia, porque  justicia en un sentido distributivo, que significa dar a cada quien 
lo que se merece. El art. 11 numeral 9 señala “El ejercicio de los derechos se regirá por los 
siguientes principios: “el más alto deber del estado consiste en respetar y hacer respetar los 
derechos garantizados en la Constitución”. El estado sus delegados, concesionarios y toda persona 
que actué en ejercicio de una potestad pública, estarán obligados  a reparar las violaciones a los 
derechos de los particulares  por la falta o deficiencia en la prestación de los servicios públicos, o 
por las acciones u omisiones de sus funcionarios en el desempeño de su cargo. El estado será 
responsable por detención arbitraria, error judicial, retardo injustificado o inadecuado 
administración de justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva y por las violaciones de 
los principios y reglas del Debido Proceso. 
 
El Sistema Procesal, es un medio para la realización de la justicia, las normas procesales 
consagraran los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y 
economía procesal y harán efectivas las garantías del Debido Proceso. No se sacrificara la justicia 
por la sola omisión de formalidades, 
 
A continuación se hará una breve explicación de los siguientes principios: 
 
Simplificación: Dotar de sencillez al procedimiento, buscando evitar su complicación por 
cualquier aspecto riguroso de la secuencia procedimental. 
 
Uniformidad: La Administración deberá exigir requisitos similares para trámites similares. Ello 
resulta coherente con el principio de igualdad. 
 
Eficacia: Efectiva aplicación de las sanciones por los órganos encargados de aplicarlas, en los 
casos en que se transgrede el orden vigente. La importancia de la eficacia reside en que un orden 
jurídico solo es válido cuando es eficaz; el orden jurídico que no se aplica deja de ser tal, extremo 
que se evidencia en el reconocimiento que de los distintos órdenes. Significa que la finalidad del 
acto se privilegia sobre las formalidades no esenciales. Este principio se encuentra relacionado con 
el de simplicidad, predictibilidad y uniformidad, así como con el de celeridad. 
 
Inmediación: Se consagra la proximidad del juzgador con las partes y con el material del proceso, 
facilitándose obviamente el dictado de la resolución definitiva en su momento. 
 
Celeridad: La administración de justicia, será rápida y oportuna, tanto en la tramitación y 
resolución de la causa, como en la ejecución de lo decidido. Por lo tanto, en todas las materias, una 
vez iniciado un proceso, las juezas y jueces están obligados a proseguir el trámite dentro de los 
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términos legales, sin esperar petición de parte, salvo los casos en que la ley disponga lo contrario. 
El retardo injustificado en la administración de justicia, imputable a las juezas, jueces y demás 
servidoras y servidores de las funciones Judiciales y auxiliares de la justicia, serán sancionados 
conforme a la ley. 
 
 Economía procesal: Este principio tiene como propósito lograr en el proceso mayores resultados, 
con el menor empleo posible de actividades, recursos y tiempos; exige se simplifiquen los 
procedimientos, se delimite con precisión el litigio; sólo se admitan y practiquen pruebas que sean 
pertinentes y relevantes para la decisión de la causa; se desechen aquellos recursos e incidentes que 
sean notoriamente improcedentes. 
 
No podemos esperar  que ninguna norma jerárquicamente inferior sobrepase sus límites 
mandatorios, es decir, tiene que hacer efectivas las garantías del debido proceso. 
 
La seguridad jurídica, es una condición básica para que un Estado pueda tener paz social y 
estabilidad política, condiciones que a su vez favorecen su desarrollo 
 
La seguridad jurídica, no consiste sino en la certeza del imperio de las leyes; esto es, en la 
garantía de que el ordenamiento jurídico, será aplicado de manera objetiva; es además un principio 
fundamental del Estado Constitucional de Derecho y Justicia Social, ya que este ofrece a toda 
persona, de que serán respetados sus derechos consagrados en la Constitución y en las leyes, y que 
por tanto no serán alterados o vulnerados posteriormente, por ninguna persona ni por ley que 
sobrepase su jerarquía o contraviniendo la norma jurídica en virtud de la cual han sido adquiridos 
ya que se trata de un bien colectivo. 
 
“El Ecuador es un Estado constitucional de derecho y justicia”, Quiere decir que es un estado 
en donde el dominio lo tiene el Derecho desde una categoría constitucional y no solo social como 
lo establecía la anterior Constitución Política de 1998. Asumiendo el derecho en el significado 
democrático de la expresión de la voluntad del pueblo expresada a través de las normas instituidas 
constitucionalmente. Pero es un Estado “constitucional” de derechos y justicia, esto es calificando 
el derecho con un contenido fundamental proteccionista de la Constitución dirigido con justicia a la 
sociedad, como contraposición.  
 
Nuestro Estado se administra a través del sistema de participación y organización de poder, 
uno de los cuales es el poder o función judicial, el cual está destinado a la administración de 




La (Constitución de la República del Ecuador, Art. 167), expresa: “la potestad de administrar 
justicia emana del pueblo y se ejerce por los órganos de la función Judicial y por los demás órganos y 
funciones establecidas en la Constitución”26. De esta manera se constitucionaliza el primer presupuesto 
del debido proceso. Antes de la iniciación del proceso se debe haber constituido el órgano 
jurisdiccional encargado de formar el indicado proceso desde su inicio hasta su conclusión. 
 
Uno de los fines del Estado es el administrar justicia, pero para cumplir la finalidad necesita 
crear ciertos organismos los cuales deben ser  capacitados para que ejerzan la función de 
administrar Justicia en los casos concretos, los mismos que están integrados por diversas personas 
pero solo el titular del órgano tiene la responsabilidad jurídica de hacer efectiva  la función de 
administrar justicia el cual es llamado “Jueza o juez”, el mismo es unipersonal o pluripersonal. El 
Art. 178 de la Constitución de la República  del Ecuador establece: Los órganos jurisdiccionales, 
encargados de administrar justicia serán los siguientes:  
 
1. La Corte Nacional de Justicia. 
2. Las Cortes Provinciales de Justicia. 
3. Los Tribunales y Juzgados que establezca la ley. 
4. Los Juzgados de Paz. 
 
Estos órganos deben existir antes de la iniciación del proceso civil, penal o de cualquier otra 
naturaleza, constituyen uno de los presupuestos necesarios para la procedibilidad jurídica del 
debido proceso ya  que las personas deben saber o conocer cuál es su juez natural competente. 
 
Podemos señalar que la constitución de 1998, añadió dos elementos importantes sobre el 
debido proceso: el que nadie podrá ser incomunicado y el de presunción de inocencia hasta que no 
se declare la culpabilidad en sentencia ejecutoriada. El Debido Proceso es un conjunto de derechos 
propios de las personas  y anteriores al Estado, de carácter sustantivo y procesal, reconocidos por la 
constitución que busca precautelar la libertad  y procuran que quienes sean sometidos a juicio, 
gocen de sus garantías para ejercer su derecho de defensa y obtener de los organismos judiciales y 
administrativos un proceso justo, pronto y transparente, las garantías que articulan el debido 
proceso están contenidas en la constitución que por el principio de jerarquía normativa, prevalecen 




                                                          
26
 Constitución de la República del Ecuador, Art. 167 
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2.2  Vinculación e importancia 
 
El debido proceso es una garantía constitucional que protege a los particulares frente a la 
acción del Estado. Para lograr la modificación de los derechos o situaciones jurídicas se deberá 
realizar un procedimiento en el que se garantice una amplia oportunidad de defensa. 
 
  El debido proceso implica que un individuo sólo puede ser considerado culpable si las 
pruebas de su conducta han sido logradas a través de un procedimiento legal seguido por 
autoridades que no se extralimiten en sus atribuciones, lo que significa la consagración de dos 
valores: la primacía del individuo y la limitación del poder público. Los principios generales del 
debido proceso, su aplicación e interpretación dependen del  tipo de acto o procedimiento de que se 
trate. 
 
La importancia del Proceso Civil, es el de las personas que intervienen en él, y que además 
de ser una rama de la ciencia desde el punto de vista del derecho procesal tiene la naturaleza de las 
relaciones jurídicas, el proceso civil conoce de forma cierta todos los campos que corresponden 
para dar, cabida a la jurisdicción de estado. Estudia la naturaleza, eficacia y desenvolvimiento para 
que así las partes del proceso obtengan la conclusión de las premisas que al desarrollar las 
actividades o conflictos que presenten los particulares sean resuelto por la máxima figura como lo 
es el Juez, que estudiándolo se determina el concepto y su competencia objetiva, que establecen los 
limites dentro de los cuales puede ejercer la función jurisdiccional en un caso concreto, es 
necesario determinar sus concepto y examinar cuales son las condiciones en las cuales los sujetos 
pueden desarrollar su actividad o acto en el proceso para poder así obtener la tutela jurídica efectiva 
que solicitan. 
 
2.3   Elementos del Debido Proceso 
 
El debido proceso es un derecho fundamental consagrado en nuestra constitución la misma 
que es directa y de inmediata aplicación por cualquier servidora o servidor público, administrativo 
o judicial de oficio a petición de parte esta se encuentra reglada dentro del título segundo, capítulo 
octavo referente a los derechos de protección, encontrándolos en los Art. 76 y 77  los elementos 
que configuran el debido proceso son los que se analizaran más adelante. 
 
(Constitución Política de la Republica, Art 76), contiene la legislación básica a nivel 
constitucional sobre el debido proceso. Dice “En todo proceso en que se determinen derechos  y 
obligaciones de cualquier orden, se asegurara el derecho al debido proceso, que incluirá las siguientes 
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garantías básicas”27. Luego viene el detalle de esas garantías, desplegadas en catorce numerales, uno 
de los cuales se subdivide en trece literales. A continuación se analizará lo esencial  de cada uno de 
estos preceptos. 
 
1.- “Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el 
cumplimiento de las normas y los derechos de las partes” 
 
Este inciso hace referencia a la Tutela Judicial,  este derecho es una garantía atribuida a toda 
las personas sean físicas, jurídicas, de derecho público, de derecho privado, nacionales o 
extranjeras en el que las personas pueden hacer valer todos los derechos  e interés legítimos. 
 
Es decir la tutela judicial, es la posibilidad que tienen las personas de reclamar a los órganos 
tanto de la administración pública como de la función judicial respeto a un proceso para de esta 
manera obtener  una resolución motivada y argumentada sobre una petición planteada.   
 
Es decir que la tutela judicial supone el acceso hacia los órganos de justicia para de esta 
manera obtener justicia, la misma que debe ser declarada a través de resoluciones debidamente 
motivadas sujetas a lo establecido en la ley. 
 
2.- “Se presumirá la inocencia de toda persona y será tratada como tal, mientras no se 
declare su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada”. 
 
Hablaremos sobre la Presunción de Inocencia, solo se aplica a quien recibe una acusación, es 
decir la persona que recibe una acusación se rodea de esta presunción de inocencia, es una 
presunción legal porque admite prueba  en contrario, se destruye esta presunción cuando existe 
resolución firme o sentencia condenatoria ejecutoriada, sin olvidar que esta sentencia debe probar 
la existencia de la infracción y la responsabilidad del transgresor. 
 
La  garantía de inocencia supone que toda persona se presume que es inocente y debe ser 
tratada como tal, mientras no se expida una resolución firme o sentencia condenatoria  ejecutoriada 
en su contra. Sin embargo en ocasiones las personas no son tratadas como inocentes, todo lo 
contario, una vez que un individuo es privado de su libertad, sufre laceraciones y vejaciones por 
parte de los agentes del orden. 
 
                                                          
27 Constitución de la Republica de Ecuador. Art. 76. 
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(Larrea Holguín Juan, Derecho Constitucional,  Corporación  de Estudios y Publicaciones; 
Volumen I) manifiesta:  
 
“No se puede ni sancionar, ni tachar de delincuente o infractor  a quien no haya sido 
condenado: no basta que exista denuncia o acusación, ni que se haya dictado auto motivado, 
sino que debe haber resolución firme  o sentencia condenatoria  para poder considerar a 
alguien como culpable”28 . 
 
La presunción de inocencia es la institución jurídica más importante con la que cuentan los 
particulares para protegerse de la arbitrariedad de las actuaciones de jueces y tribunales, por lo que 
no solo es un principio del debido proceso, sino una garantía de la libertad, honra y buen nombre de 
la persona. 
 
3.- “Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento de 
cometerse, no este tipificado en la ley como infracción penal, administrativa o de otra 
naturaleza; ni se le aplicara una sanción no prevista por la Constitución o la ley. Solo 
se podrá juzgar a una persona ante un juez o autoridad competente y con observancia 
del trámite propio de cada procedimiento”.  
 
Este inciso se refiere al Principio de legalidad, el mismo que se encuentra en el Art. 7 del 
Código Orgánico de la Función Judicial, que establece la jurisdicción y competencia nacen de la 
constitución y la ley. Solo podrán ejercer la potestad jurisdiccional las juezas y jueces nombrados 
de conformidad con sus preceptos, con la intervención directa de fiscales y defensores públicos en 
el ámbito de sus funciones.    
 
Es decir que las autoridades solo podrán hacer lo que la ley establece en el caso de que 
hicieron caso omiso serán sancionas. 
 
La legalidad es un principio fundamental conforme al cual todo el poder público debería 
estar sometido a la voluntad de la ley y de su jurisdicción y no a la voluntad de las personas. 
 
Se podría decir que el principio de legalidad es la regla de oro del Derecho público y en tal 
carácter actúa como parámetro para decir que el Estado es un Estado de Derecho, pues en él poder 
tiene su fundamento y límite en las normas jurídicas. 
                                                          
28Larrea Holguín Juan Ignacio; “Derecho Constitucional”; Corporación  De Estudios Y Publicaciones; Volumen I 
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Con el  principio de legalidad, la Administración pública no podría actuar por autoridad 
propia, sino ejecutando el contenido de la ley. Ello obedecía a una interpretación estricta del 
principio de la separación de poderes. El Estado sólo puede hacer o dejar de hacer lo que la ley le 
permita y mande, o sea que nada queda a su libre albedrío. 
 
4.- “Las pruebas obtenidas o actuadas con violación de la constitución o la ley no 
tendrán validez alguna carecerán de eficacia probatoria”  
 
Referente a la Invalidez de la prueba. Las pruebas  solo valen cuando son pertinentes  y 
cuando han sido pedidas, producidas y practicadas dentro del término correspondiente y cuando 
han sido anunciadas y pueden ser contradichas por la otra parte. Las pruebas obtenidas con 
violación a la constitución o a la ley no tiene validez son pruebas nulas ej. Se allana una vivienda 
sin orden judicial para sacar la  base de cocaína  que se encuentra en el inmueble. Los medios de 
prueba ilícitamente obtenidos no deben ser admitidos al proceso. 
 
5. “En caso de conflicto entre dos leyes de la misma materia  que contemplen 
sanciones diferentes para un mismo hecho, se aplicará la menos rigurosa, aun cuando 
su promulgación sea posterior a la infracción. En caso de duda sobre una norma que 
contenga sanciones, se aplicará en el sentido más favorable a la persona infractora”. 
 
El principio “in dubio pro reo” es un principio general del proceso penal que significa: 
 
 “En caso de duda, a favor del reo”, lo que supone una norma para determinarla valoración de 
la prueba, así, si no existe prueba de cargo que pudiera determinar la realidad de la 





6. “La ley establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones y las 
sanciones penales, administrativas o de otra naturaleza”. 
 
En este numeral hablamos del principio de proporcionalidad, que establece que la sanción 
será proporcional al daño cometido, es decir que debe existir  proporcionalidad, conformidad o 
correspondencia entre el daño social causado y la sanción impuesta. 
 




Al mismo tiempo responde a la idea de evitar una utilización desmedida de las sanciones que 
conllevan una privación o una restricción de la libertad, para ello se limita su uso a lo 
imprescindible que no es otra cosa que establecerlas e imponerlas exclusivamente para proteger el 
bienestar de cada una de la personas. Con este principio el juez dentro de un  juicio deberá valorar 
la carga o gravedad de la pena y a través de esa valoración imponer el castigo correspondiente. 
 
7.- “El derecho de las  personas a la defensa incluirá las siguientes garantías”. 
 
El derecho de defensa, suele ser el vicio más habitual de las sentencias arbitrarias o 
inconstitucionales. Concreta la garantía de la participación de los interlocutores en discurso 
jurisdiccional, sobre todo para ejercer sus facultades de presentar argumentaciones y prueba. El 
derecho de defensa garantiza la posibilidad de concurrir al proceso, hacerse parte en el mismo, 
presentar alegatos y pruebas. Una de las razones más importantes que justifican la existencia del 
derecho de defensa es la necesidad que tiene cada individuo de saber si en su contra se tramitan 
procesos, de intervenir en ellos y de controvertir las actuaciones y pruebas que allí  obren. 
 
a) “Nadie podrá ser privado del  derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del 
procedimiento”. 
 
En ningún estado del proceso, ni en la etapa inicial, ni en la intermedia, peor en la 
impugnatoria, el infractor puede estar sin un defensor  ya que toda persona tiene derecho a contar 
con un abogado patrocinador sea escogido por el mismo o uno designado por el juez o los 
tribunales a los que se les conoce como defensores públicos, el defensor actuara hasta que quien 
esté siendo juzgado designe defensor público. 
 
En conclusión toda persona tiene derecho a contar con un abogado, sea designado por el mismo 
o por el juez ya que nadie le podrá negar ese derecho. 
 
b) “Contar con el tiempo y con los medios adecuados para la preparación de su 
defensa”   
 
Este inciso hace referencia a la preparación de la defensa esto supone distintos aspectos: el 
acceso a pruebas y documentos con la anticipación suficiente para preparar la defensa, el ser 





c) “Ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones”. 
 
Consiste en la igualdad de oportunidades de las partes procesales, para presentar y 
contradecir  las pruebas aportadas, tanto el ofendido y el acusado tienen las mismas oportunidades 
de prueba. Podemos añadir que las desigualdades económicas y sociales, dejan a este principio 
como un mero enunciado. 
 
d) “Los procedimientos serán públicos salvo las excepciones previstas por la ley. Las 
partes podrán acceder a todos los documentos y actuaciones del procedimiento”. 
 
Hablamos del principio de publicidad, este principio tiene una doble finalidad: por un lado, 
proteger a las partes de una justicia sustraída al control público, y por otra mantener la confianza de 
la comunidad en los tribunales. La publicidad implica una garantía, pues al permitir que el público 
se entere de las actuaciones y diligencias judiciales, se está creando una especie de veeduría o 
fiscalización por parte de quienes tengan interés en enterarse de tales actuaciones, el medio 
propicio para actuaciones ilegales  es el secretismo, en donde las actuaciones son privados; en 
cambio las actuaciones públicas garantizan una transparencia en los procedimientos y en las 
resoluciones judiciales. 
 
Este principio impide que existan en el proceso actuaciones ocultas para las partes o para 
quienes intervienen en el ministerio de la ley como sujetos procesales. la publicidad resulta 
indispensable para la formación válida de la relación jurídica procesal, pues, de no ser así, el 
demandado quedaría expuesto a que contra él se profiera una sentencia adversa sin haber sido 
siquiera debidamente comunicado de la existencia sine qua non para que pueda existir 
contradicción a lo largo del proceso”. 
 
La citación y la notificación son actos procesales que dan vida y vigencia a este principio. Si 
no hay la citación con una demanda, si no hay notificación con un término, una sentencia, un acto o 
diligencia procesal, no se podría contestar o excepcionar, aportar pruebas, contradecirlas, apelar un 
fallo. 
 
e) “Nadie podrá ser interrogado, ni aún con fines de investigación, por la Fiscalía 
General del Estado, por una autoridad policial o por cualquier otra, sin la 
presencia de un abogado particular o un defensor público, ni fuera de los 




Se reconoce el derecho que tienen las personas de asistir con un abogado, así como de 
solicitar su presencia para que asista a las diligencias policiales y judiciales de declaración. Con la 
finalidad de garantizar que cualquier persona inmersa en un proceso judicial pueda contar con las 
mejores formas de defender su derecho. 
 
Esta garantía implica que una persona al ser privado de su libertad, primero no puede ser 
interrogada sin la presencia de un abogado y luego con la presencia de este  no puede ser 
preguntada sino únicamente en los recintos autorizados para este asunto, que son las dependencias 
de la Fiscalía, de la Policía y de los Juzgados y Tribunales. Esto quiero decir que no se puede 
interrogar en la vía pública  ya que se estaría afectando el principio de reserva y los derechos de 
reputación y honra de las personas. Si ocurriera esto carecería de valor alguno debido a que se 
estaría infringiendo el derecho al debido proceso. 
 
f) “Ser asistido gratuitamente por una traductora o traductor o interprete, si no 
comprende o no habla el idioma en el que se sustancia el procedimiento”. 
 
Esta garantía se basa en el reconocimiento del derecho fundamental a la identidad cultural, 
toda persona tiene derecho de ser escuchada por un tribunal mediante su lengua oficial. 
 
El  Código De Procedimiento Civil, Art. 264, nos indica los casos en los cuales se debe 
nombrar intérpretes: 
 
 “La inteligencia de documentos escritos en caracteres anticuados o desconocidos  
 Para examinar a  quienes ignoren el idioma castellano. 
 A los testigos o mudos que nos sepan escribir. 
 Para transcribir los documentos escritos en idioma extraño. El hecho de no designar un 
intérprete causara la nulidad de la respectiva diligencia”.30 
 
g) En procedimientos judiciales, ser asistido por una abogada o abogado de su 
elección o por defensora o defensor público; no podrá restringirse el acceso ni la 
comunicación libre y privada con su defensora o defensor. 
 
La comunicación no puede limitarse bajo ningún punto de vista y la misma deberá ser libre, 
esto es, sin condiciones y privadas con su defensor. la garantía implica que el interesado pueda 
                                                          
30
 Código De Procedimiento Civil, Art. 264 
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tener esta comunicación en un lugar reservado sin la presencia de otras personas como las 
autoridades judiciales o la policía con lo que se garantiza que tanto el interesado como su defensor 
puedan tener una conversación franca y espontanea sobre el asunto que se discute, la 
incomunicación constituye una forma cruel e inhumano de la libertad física, psíquica y moral de la 
persona y del derecho del detenido, al respeto a la dignidad inherente al ser humano. 
 
La  incomunicación produce en la persona aflicciones físicas, morales colocándole en una 
situación vulnerable. 
 
h) “Presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos  de los que se crea 
asistido y replicar los argumentos de las otras personas; presentar pruebas  y 
contradecir las que se presenten en su contra”. 
 
Conocido como el principio de contradicción mediante el cual se posibilita  que las partes 
procesales confronten las demandas  a fin de asegurar la justa composición de la Litis, la 
innovación de razones el cabal ejercicio del derecho a la defensa y respeto al debido proceso. 
Este principio de contradicción exige que ambas partes puedan tener los mismos derechos de ser 
escuchados y de practicar pruebas, con la finalidad de que ninguna de las partes se encuentre 
indefensa frente a la otra aquí requiere de una igualdad entre las partes. 
 
i) “Nadie podrá  ser Juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los 
casos resueltos por la jurisdicción indígena deberán ser considerados para este 
efecto”. 
 
Ninguna persona puede ser juzgada ni sancionada  dos veces por un mismo hecho. En cuanto 
a la justicia indígena podemos manifestar que tales resoluciones equivalen a una sentencia 
ejecutoriada que produce el efecto de cosa juzgada, de tal forma  que el tema  ya decidido no puede 
ser juzgado, peor revisado por los jueces que conforman la Función Judicial, ni por autoridad 
administrativa alguna. 
 
Este principio reconocido por la Constitución prohíbe que un acusado sea juzgado dos veces 
por un mismo delito. 
 
j) “Quienes actúen como testigo o peritos estarán obligados a comparecer ante la 




El diccionario de Cabanellas hace referencia al testigo:  
 
“Quien ve oye o percibe por otro sentido  algo que no es parte, y que puede reproducir  de 
palabra o por escrito, o por signos.  
 
Persona que debe concurrir  a la celebración de ciertos actos jurídicos, en los casos así 
señalados por la ley o requeridos por los particulares, para solemnidad del mismo, poder 
dar fe y servir de prueba. 
 
Persona de uno u otro sexo  que puede manifestar la verdad o falsedad de los hechos 
controvertidos”.31 
 
Los testigos están obligados  a comparecer, cuando así lo ordene la autoridad competente, 
con excepción de los que se encuentran en el numeral 8 del Art. 77 de la Constitución, estos son los 
cónyuges, pareja o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, 
excepto en los casos de violencia intrafamiliar, sexual y de género. 
 
Esta garantía se refiere a la comparecencia obligatoria es decir se vuelve una conducta 
exigible al estar en la ley, tanto el testigo como el perito deben responder al interrogatorio de quien 
requirió su testimonio. 
 
Esta garantía se encuentra también en el numeral 7 del Art. 130 del Código Orgánico de la 
Función Judicial, que indica: “Es facultad esencial de las juezas y jueces ejercer las atribuciones 
jurisdiccionales de acuerdo con la Constitución, los Instrumentos Internacionales de derechos 
humanos y las Leyes: por lo tanto deben: disponer la comparecencia por medio de la Policía 
Nacional, de las partes procesales, testigos y peritos cuya presencia fuere necesaria para el 
desarrollo del juicio”. 
 
k) “Ser juzgado por una jueza o juez independiente, imparcial y competente. Nadie 
será juzgado por tribunales de excepción o por comisiones especiales creadas para 
el efecto” 
 
La competencia: Es la idoneidad o atribución conferida a un órgano judicial, sea juez o 
tribunal para conocer o llevar a cabo determinados actos judiciales, en vista de lo cual quedan 
                                                          
31 Cabanellas De Torre Guillermo, 2003, “Diccionario Jurídico Elemental”. 
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excluidos la función ejecutiva y legislativa, que no administran justicia, y también los particulares 
que son más bien sujetos  que claman justicia.  
 
Juez competente se refiere al órgano judicial al que la Constitución y la ley le atribuyen la 
facultad para decidir judicialmente los conflictos entre particulares o entre estos. 
 
Juez independiente: Se refiere al grado de relación que existe entre los magistrados de las diversas 
instancias. En tal virtud, los jueces se encuentran obligados a dar respuestas a las pretensiones que 
se les presentan únicamente con apego a derecho sin que existan otros condicionamientos. 
 
La imparcialidad: Tiene que ver  con la ausencia  de vínculos personales, el funcionario 
encargado de administrar justicia debe asumir una postura semejante en relación a las partes. 
 
Esta garantía permite asegurar que las personas que tienen controversias serán decididas  por 
un ente que no tiene ningún interés o relación alguna con el problema. 
 
Si el juez en sus actuaciones no se muestra imparcial, peor independiente, se dispone de 
mecanismos jurídicos: a) la mayor parte de las legislaciones contemplan la posibilidad de recusar al 
juez que no parezca dotado de la suficiente imparcialidad  por estar vinculado de alguna forma 
(parentesco, amistad) con alguna de las partes en conflicto. b) que el tribunal se halle determinado 
con anterioridad a los hechos que motivan el juicio y no sea un tribunal ad hoc (creado para el 
efecto), el encargado de resolver la situación jurídica propuesta. 
 
l) “Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá 
motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en 
que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de 
hecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren 
debidamente motivados se consideraran nulos. Las servidoras o servidores 
responsables serán sancionados”. 
 
Establece que todas las resoluciones emitidas por el poder público deben ser debidamente 
motivadas es decir deben explicar, por qué se emite esta resolución, se establece que no existirá 
motivación sino se citan las disposiciones legales pertinentes, la falta de motivación  o una 




La falta de motivación produce indefensión en la persona a la que se dirige el acto en la 
medida de que impugnarlo sin conocer sus funciones es recurrir a ciegas, es decir tendría que 
fundamentar contra motivos hipotéticos. 
 
m) “Recurrir el fallo o resolución en todos los procedimientos en los que se decida 
sobre sus derechos”. 
 
Esta última garantía nos señala el derecho a impugnar, es decir que la resolución puede ser 
cuestionada dentro de la  misma estructura judicial que la emitió.  
 
El Art. 69 del Estatuto de Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva,  hace 
referencia a la IMPUGNACION y señala: 
 
 “Todos los actos administrativos expedidos por los órganos y entidades sometidos a este 
estatuto serán impugnables en sede administrativa o judicial. La impugnación en sede 
administrativa se hará de conformidad al estatuto. La impugnación en sede judicial se 
someterá a las disposiciones legales aplicables”.32 
 
Quien se considere afectado por un acto administrativo lo podrá impugnar judicialmente ante 
el respectivo Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo de manera directa. No será 
necesario para el ejercicio de este derecho el que haya precedido reclamación, administrativa previa 
la misma que será optativa. 
 
En las reclamaciones los interesados podrán peticionar o pretender: 
 
a) La formulación de observaciones, consideraciones y reservas de derechos, cuando se 
impugnaren los actos de simple administración; 
b) La cesación del comportamiento, conducta o actividad; y, 
c) La enmienda, derogación, modificación o sustitución total o parcial de actos normativos o su 
inaplicabilidad al caso concreto. 
 
Pero aparte de los reclamos dentro de la administración pública se puede presentar los 
siguientes recursos según el Art. 174 señala el  Recurso de reposición: se interpondrá contra una 
resolución administrativa. Esta se presenta ante la misma autoridad que dictó el acto administrativo 
                                                          
32 Estatuto de Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva, Art. 69 
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rigiéndose a lo que establece el régimen jurídico administrativo de la función ejecutiva la misma 
que dispone que  se permita interponer en los siguientes casos: 
 
1. Los actos administrativos que no ponen fin a la vía administrativa podrán ser recurridos 
potestativamente, a elección del recurrente, en reposición ante el mismo órgano de la 
administración que los hubiera dictado o ser impugnados directamente en apelación ante 
los ministros de Estado o ante el máximo órgano de dicha administración. 
 
2. Son susceptibles de este recurso los actos administrativos que afecten derechos subjetivos 
directo del administrado. 
 
El plazo para la interposición del recurso de reposición será de 15 días, si el acto fuera 
expreso. Si no lo fuera, el plazo será de dos meses y se contará, para otros posibles interesados, a 
partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzca el acto 
presunto. 
 
Transcurridos dichos plazos, únicamente podrá interponerse recurso contencioso 
administrativo, sin perjuicio, en su caso, de la procedencia del recurso extraordinario de revisión. 
Mientras que el plazo máximo para dictar y notificar la resolución del recurso será de dos meses. 
Contra la resolución de un recurso de reposición no podrá interponerse de nuevo dicho recurso. 
Contra la resolución de un recurso de reposición podrá interponerse el recurso de apelación, o la 
acción contencioso  administrativa, a elección del recurrente. 
 
El Recurso de apelación  se podrá interponer en los siguientes casos: 
 
1. Las resoluciones y actos administrativos, cuando no pongan fin a la vía administrativa, 
podrán ser recurridos en apelación ante los ministros de Estado o ante el máximo órgano de 
dicha administración. El recurso de apelación podrá interponerse directamente sin que 
medie reposición o también podrá interponerse contra la resolución que niegue la 
reposición. De la negativa de la apelación no cabe recurso ulterior alguno en la vía 
administrativa. 
 
2. Son susceptibles de este recurso los actos administrativos que afecten derechos subjetivos 




El plazo para la interposición del recurso de apelación será de 15 días contados a partir del 
día siguiente al de su notificación. 
 
Si el acto no fuere expreso, el plazo será de dos meses y se contará, para otros posibles 
interesados, a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se 
produzcan los efectos del silencio administrativo. 
 
Transcurridos dichos plazos sin haberse interpuesto el recurso, la resolución será firme a 
todos los efectos. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución será de dos meses. 
Transcurrido este plazo sin que recaiga resolución, se entenderá favorable el recurso. Contra la 
resolución de un recurso de apelación no habrá ningún otro recurso en vía Administrativa, salvo el 
recurso extraordinario de revisión en los casos aquí establecidos. 
 
Concluimos con el Recurso extraordinario de revisión que establece que los administrados o 
los ministros de Estado o las máximas autoridades de la Administración Pública Central autónoma, 
en el caso de resoluciones expedidas por dichos órganos, por sus subordinados o por entidades 
adscritas, podrán interponer ante los ministros de Estado o las máximas autoridades de la 
Administración Pública Central autónoma la revisión de actos o resoluciones firmes cuando 
concurran alguna de las causas siguientes: 
 
a) Que hubieren sido dictados con evidente error de hecho o de derecho que aparezca de los 
documentos que figuren en el mismo expediente o de disposiciones legales expresas; 
 
b) Cuando con posterioridad aparecieren documentos de valor trascendental ignorados al expedirse 
el acto o resolución que se trate; 
 
c) Cuando en la resolución hayan influido esencialmente documentos o testimonios falsos 
declarados en sentencia judicial, anterior o posterior a aquella resolución; y, 
 
d) Cuando la resolución se hubiere expedido como consecuencia de uno o varios actos cometidos 
por funcionarios o empleados públicos tipificados como delito y así declarados en sentencia 
judicial firme. 
 
El recurso de revisión se podrá interponer en el plazo de tres años a partir del inicio de su 
vigencia en los casos de los literales a) y b), y de tres meses a partir de la ejecutoria de la sentencia 
condenatoria, siempre que no hayan transcurrido cinco años desde el inicio de la vigencia del acto 
de que se trate en los otros casos. 
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El órgano competente para conocer el recurso de revisión deberá pronunciarse no sólo sobre 
la procedencia del recurso, sino también, en su caso, sobre el fondo de la cuestión resuelta por el 
acto recurrido. 
 
Es importante no olvidar todos los  elementos indispensables que conforman el debido 
proceso como derecho fundamental y como garantía jurisdiccional, dado que ahora esta gama de 
derechos señalados por la jurisprudencia constitucional debe manifestarse precisamente en el 
ámbito de los procesos civiles, debiendo ser de estricta observancia por parte de los operadores de 
justicia, buscando un mejor resguardo de los derechos inherentes a los justiciables que acuden a los 
estrados en busca de justicia. 
 
2.4   Objetivo del Debido Proceso dentro de la Administración Pública 
 
El debido proceso administrativo  se ha manifestado en reiteradas oportunidades y ha 
precisado que su cobertura se extiende a todo el ejercicio que debe desarrollar la administración 
pública en la realización de sus objetivos y fines estatales, lo que implica que cobija todas las 
manifestaciones en cuanto a la formación y ejecución de los actos, a las peticiones que presenten 
los particulares y a los procesos que adelante la administración con el fin de garantizar la defensa 
de los ciudadanos. El debido proceso administrativo consiste en que los actos y actuaciones de las 
autoridades administrativas deben ajustarse no sólo al ordenamiento jurídico legal, sino a los 
preceptos constitucionales. Con lo que se pretende garantizar la correcta actuación de la 
administración pública a través de la expedición de actos administrativos que no resulten arbitrarios 
es decir contrarios a los principios establecidos en la carta magna así como en la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales. Es decir que obliga no solamente a los jueces sino también a los 
organismos y dependencias de la administración pública. 
 
Por lo que el debido proceso tiene como objetivo poner  un límite al abuso del poder de 
sancionar y con mayor razón, se considera un principio rector de la actuación administrativa del 
Estado y no sólo una obligación exigida a los juicios penales. 
 
El derecho de defensa en materia administrativa se traduce en la facultad que tiene el 
administrado para conocer la actuación o proceso administrativo que se le adelante e impugnar o 
contradecir las pruebas y las providencias que le sean adversas a sus intereses. La administración 




Si  no está de acuerdo con una decisión de la administración que le afecte sus intereses tiene 
derecho a presentar los recursos  pertinentes con el fin de que se revoque o modifique el acto 
emitido por la autoridad correspondiente. 
 
En conclusión podemos decir que el debido proceso en materia administrativa busca en su 
realización obtener una actuación administrativa justa sin lesionar a los ciudadanos afectados. 
 
2.5   Violación del Debido Proceso en la Jurisdicción Coactiva. 
 
La violación del debido proceso, no solo ocurre cuando se afectan algunas garantías 
formales, sino cuando no se observa un criterio mínimo de justicia, es decir, un criterio objetivable 
a través de los principios de razonabilidad y proporcionalidad 
La razonabilidad es lo opuesto a la arbitrariedad y a un elemental sentido de justicia. El debido 
proceso requiere de un aspecto formal. 
 
Uno de los graves problemas que encontramos es cuando el principio del DEBIDO 
PROCESO, se torna inaplicable, el derecho a la defensa. En el procedimiento coactivo 
Contemplado en el Código de Procedimiento Civil, en la Sección 31 de la Jurisdicción Coactiva, al 
señalar el art. 968” No se admitirán las excepciones del deudor, sus herederos o fiadores  contra el 
proceso coactivo, sino después de consignada la cantidad a que asciende la deuda sus intereses y 
costas…” produciéndose en el campo civil  el principio SOLVE SOLVE ET REPETE, es decir, o 
pagas o se remata. 
 
Por lo mismo se podría decir que tanto la Constitución Política de la República como la 
actual han derogado el principio  “SOLVE ET REPETE” por lo que nadie podrá ser privado del 
derecho de defensa, como garantía constitucional del debido proceso. 
 
Los administrados terminan siempre alegando que dentro del Procedimiento administrativo 
seguido se violaron:  el Principio del Debido Proceso y el Derecho de Defensa, debido a que no se 
evacuó la prueba de descargo ofrecida por la parte afectada, no se pronunció sobre su 
admisibilidad, ni se le notificó la resolución al respecto. Todas las resoluciones emitidas por la 
autoridad administrativa deben ser debidamente notificadas al afectado. Colocándola a esa persona 
en una situación evidentemente de estado de indefensión e imposibilidad de ejercer efectivamente 
su derecho de defensa, puesto que no tuvo la oportunidad de impugnar sobre lo que de esta se 




2.6   Vulneración del principio de simplicidad 
 
La simplicidad demanda que las estructuras administrativas y sus competencias sean de fácil 
comprensión y entendimiento, sin procedimientos que impliquen un verdadero obstáculo y  que 
retarden la satisfacción de los intereses públicos empeñados. El principio de simplicidad 
administrativa, se halla enmarcado más que en el campo jurídico, se enmarca dentro de la forma de 
buscar una forma para que la complejidad de trámites sea cada vez menor. Esto se lograría cuando 
la administración deje de solicitar documentación que ya posee. Lo cual nos lleva a que los 
procesos sean más agiles reduciendo el tiempo que lleve cumplir las obligaciones, logrando una 
eficacia y eficiencia. Los que nos da como resultado esta simplicidad administrativa. Debido a que 
la simplicidad lo que busca es que las personas agiliten sus trámites de forma personal. 
 
El Principio de Simplicidad tiene como objetivo que los trámites establecidos por la 
autoridad administrativa deben ser sencillos, debiendo eliminarse toda complejidad innecesaria; es 
decir, los requisitos exigidos deberán ser racionales y proporcionales a los fines que se persigue 
cumplir". 
 
El procedimiento administrativo tiene que ser eficaz, y tiene que llegar al administrado de 
manera más fácil, de manera, que no se puedan someter a objeciones y dilaciones que puedan 
perjudicar el procedimiento administrativo, por lo tanto, se debe buscar los mecanismos de 
eficiencia que puedan darse a través de la Administración Pública en busca de mejorar su 
funcionamiento. 
 
2.7   Vulneración del principio a la defensa. 
 
Uno de los graves problemas que encontramos en materia civil es cuando el PRINCIPIO 
DEL DEBIDO PROCESO, se torna inaplicable el derecho a la defensa  en los procedimientos  de 
coactiva el mismo que se encuentra contemplado en el Código de procedimiento Civil, en la 
sección 30ª de la jurisdicción coactiva, al señalar en el art. 968” No se admitirán las excepciones 
del deudor, sus herederos o fiadores, contra el procedimiento coactivo, sino después de consignada 
la cantidad a que asciende la deuda, sus intereses y costa”, produce en el campo civil el 
PRINCIPIO SOLVE ET REPETE, es decir o pagas o se remata. 
 
Nuestra constitución señala: “todos podemos acudir a los órganos judiciales para obtener de 
ellos la respectiva tutela  sin que en caso alguno podamos quedar en indefensión. Nadie puede 




Toda persona que se considere inocente tiene las garantías necesarias para defenderse y 
probar lo que corresponda en beneficio de sus intereses. Esta garantía se extiende sin reserva 
alguna a toda clase de procedimientos, independientemente del estado. 
 
Por lo que estaríamos hablando de ausencia de defensa, dicho en otras palabras, es la 
situación en la que se deja a los demandados cuando se niega o se limita sus medios procesales de 
defensa, para que exista una verdadera Autotutela judicial  e igualdad de las partes frente a un 
proceso, debe primar y aplicarse la garantía  constitucional del debido proceso, lo que evitaría que 
ninguna persona, quede en estado de indefensión. El funcionario público sea este administrativo, 








PROCEDIMIENTO COACTIVO EN EL JUZGADO DE COACTIVAS DEL 
MINISTERIO DE RELACIONES LABORALES 
 
3.1.   Procedimiento Coactivo y Aspectos Generales. 
 
El procedimiento coactivo se ejerce privativamente por los respectivos empleados 
recaudadores de la institución. Tal ejercicio está sujeto a las prescripciones de la sección sobre 
Jurisdicción Coactiva del Código de Procedimiento Civil, y, en su falta a las reglas generales de  
este Código, a las de la Ley Orgánica de cada institución, a los estatutos y reglamentos de la misma 
en el orden indicado y siempre que no haya contradicción con las leyes, en cuyo caso prevalecerá 
éstas (Art. 942 ibídem). 
 
En relación al Ministerio de Relaciones Laborales, se aplicara lo dispuesto en el Reglamento 
para el Ejercicio de la Jurisdicción Coactiva. El sancionado o multado, será notificado mediante la 
correspondiente acta de juzgamiento o resolución emitida por el Director Regional de Trabajo, 
quien previo a remitir la respectiva orden de cobro al Juzgado de Coactivas, sentará razón de 
notificación, incumplimiento y de que se encuentra ejecutoriada, el acta de juzgamiento o 
resolución. Se anexará a la orden cobro, la respectiva resolución o acta de juzgamiento. Dichos 
documentos constituyen los habilitantes necesarios descritos en el Art. 945 del Código de 
Procedimientos Civil.  
 
Las ordenes de cobro, tendrán la calidad de título de crédito y llevará implícita la orden de 
proceder al ejercicio de la jurisdicción coactiva.  
 
Si la multa ha sido impuesta por la Dirección Regional de Trabajo, el infractor no podrá 
interponer recurso alguno; más, si hubiere sido impuesto por otra autoridad, se podrá apelar ante el 
Director Regional del Trabajo.  
 
Una vez legalizada la documentación y el trámite previo, el Juez de Coactiva dictará el 





En el auto de pago, o en cualquier tiempo antes del remate, se podrá dictar alguna de las 
medidas precautelatorias de los Art. 421 y 422 del Código del Procedimiento Civil, sin acompañar 
prueba alguna, determinándolo así en la providencia. 
 
En caso de falta o impedimento del funcionario que deba ejercer la coactiva, será subrogado 
por el que le sigue en jerarquía dentro de la respectiva oficina, quien calificara la excusa o el 
impedimento. 
 
El Procedimiento coactivo: 
 
 “se ejercerá aparejando el respectivo título de crédito que consistirá en títulos ejecutivos; 
catastros y cartas de pago legalmente emitidos; asientos de libros de contabilidad y en 
general, en cualquier instrumento público que pruebe  la existencia de la obligación”33(Art. 
945 ibídem). 
 
Según Cabanellas señala que el Titulo de Crédito “contiene de manera eficaz un derecho de 
crédito exigible a favor de determinadas personas o de su poseedor y contra otra, concretada en 
todo caso”. 
 
El empleado recaudador no podrá iniciar el procedimiento coactivo sino fundado en la orden 
de cobro, general o especial, legalmente transmitida por la autoridad correspondiente. Esta orden de 
cobro lleva implícita para el empleado recaudador la facultad de proceder al ejercicio de la coactiva 
(Art. 946 ibídem). Para que se ejerza la coactiva, es necesario que la deuda sea líquida, determinada 
y de plazo vencido (Art.- 948 ibídem). 
 
Siempre que la deuda sea líquida, determinada y de plazo vencido, el recaudador ordenará 
que el deudor o fiador pague la deuda o dimita bienes dentro del término de tres días contados 
desde que se le hizo saber esta resolución; apercibiéndole que de no hacerlo, se embargaran bienes 
equivalentes a la deuda, intereses y costas (Art. 951 ibídem). 
 
La citación del auto de pago y del que ordene el nombramiento de peritos para la liquidación, 
se harán en la forma que se indica en el trámite del juicio ejecutivo (Art. 952 ibídem). 
 
Como vemos, tanto para la citación del auto de pago, el nombramiento de peritos para la 
liquidación y el procedimiento de embargo, avalúo y remate, el Código de Procedimiento Civil 
                                                          
33
  Código de Procedimiento Civil, Art. 945 ibídem. 
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establece que se aplicaran las disposiciones del juicio ejecutivo. Debe entenderse que esta 
aplicación es supletoria, a falta de disposición expresa en el trámite de coactivas, y se hará de 
manera razonable y ponderada, porque se trata de trámites diferentes. 
 
3.2.  Sujetos Procesales.- 
 
Dentro del procedimiento coactivo tenemos a dos tipos de sujeto el activo y el pasivo. 
 
Sujeto activo.-  
 
Es el Estado representado por la entidad pública ejecutante, para nuestro caso el Ministerio 
de Relaciones Laborales. Se ha discutido sobre aspectos relacionados con el papel que desempeña 
el juez de coactivas el mismo que no pierde su calidad de autoridad y así deben  ser considerado en 
el órgano de la administración de justicia y de acuerdo a la ley de Modernización del Estado 
 
Se dijo que el juez de coactivas  es un juez con funciones eminentemente recaudadoras, pero 
mediante el procedimiento previamente establecido en la ley, Código de Procedimiento Civil, 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, por tanto no es un juez que declare o restituya un 
derecho que en una de las partes considere, sino un juez especial de funciones ejecutoras sobre 
obligaciones que presumen  son incuestionable  e impagas, por ello el C.P.C, habla de que para 
ejercer la coactiva se debe aparejar el respectivo título de crédito que puede consistir en: títulos 
ejecutivos, catastros y cartas de pago legalmente emitidas;  asiento de libros de contabilidad y en 
general por cualquier instrumento público que pruebe la existencia de la obligación. 
 
El juez de coactivas es de jurisdicción especial y por tanto goza de la consideración de los 
demás organismos, y contará con el apoyo inclusive de la fuerza pública para ejecutar sus 
decisiones el,  
 
Sujeto pasivo.-   
 
Es el obligado, es decir, la persona natural o jurídica demandada de quien se predica ser 
deudor del sujeto activo, con fundamento en un título ejecutivo el cual debe cumplir con la 







3.3.   Título de Crédito.- 
 
Para que proceda la Jurisdicción coactiva es necesario e indispensable contar con el 
respectivo título de crédito o en su caso con la liquidación o determinación ejecutoriadas que en si 
llevan implícita la orden de cobro. 
 
Títulos de Crédito llamados también órdenes de cobro, son los documentos que emite la  
administración el mismo que contiene un crédito cuyo valor debe pagarlo el responsable o 
contribuyente. 
 
El título de crédito debe contener: 
 
1.- La identificación expuesta con claridad y exactitud del acreedor (ejemplo.- Ministerio de 
Relaciones Laborales). 
2.- Concepto o razón por la cual se emite (Ej. no ha cancelado la multa impuesta por la Dirección 
Regional de Trabajo y Servicio Público de Quito, como consta en el Acta de Sanción No.MRL-
DRTSP2-2013-0024-AT1-PF) 
3.- Valor de la obligación (Ej.-un mil cuatrocientos dólares de los estados unidos de Norteamérica). 
4.- Fecha desde la cual debe pagarse intereses; 
5.- Número del título (son enumerados por orden de emisión); 
6.- lugar y fecha de su expedición; (ejemplo: Quito, a los seis días del mes de febrero del 2014). 
7.- Firma de la autoridad que lo expide. 
 
En el supuesto de que el título de crédito careciere de uno de los requisitos puntualizados, es 
causa de nulidad del título, a excepción de lo contemplado en el numeral 4, puesto que el interés  
en caso de no registro de fecha se hacen exigibles desde el momento en que se notificó al deudor: 
 
Este documento debe ser emitido por autoridad administrativa competente cuya razón de 
emisión debe ser la existencia de obligaciones debidamente determinadas, liquidas y de plazo 
vencido. No basta con que se señale la cantidad de dinero que se debe recaudar, pues el origen o 
antecedente del título debe contemplar una obligación para que el deudor sepa porque se contempla 
el valor a más del monto que debe ser determinado para realizar el pago o en caso de 
inconformidad  acudir ante el organismo competente a proponer la excepción por este concepto; si 





Como ya se dijo el título de crédito para que sea válido debe tener su origen de emisión, es 
decir debe tener un antecedente  que le permita o faculte a la autoridad administrativa la emisión 
del título de crédito, por ello se contempla el siguiente antecedente  u origen de emisión utilizado 




ORDEN DE COBRO Nº     -JC-2012 
 
 
Quito, 03 de septiembre del 2012  
 
Señor (a):  
 





En razón que                                                                    , no han cancelado la multa impuesta por la 
Dirección Regional de Trabajo y Servicio Público de Quito, como consta en la Resolución Nº 008-
DRTQ-TD-MRL-ICJ-2011, de fecha 25 de octubre del 2011, previamente notificada, dentro del 
término concedido en la misma, solicito que, en virtud de lo dispuesto en el Art. 630 del código de 
Trabajo; y siguiendo el trámite establecido en los artículos 941 y siguientes del Código de 




La cantidad líquida, determinada y de plazo vencido es de US $1056,00 (UN MIL CINCUENTA Y 





La presente ORDEN DE COBRO, constituye suficiente TÍTULO DE CRÉDITO, para efecto de lo 








DIRECCION REGIONAL DEL TRABAJO 







3.4.  Resoluciones Administrativas.- 
 
Cabanellas de Torres Guillermo, dice que la resolución: “Acción o efecto de resolver/ 
solución de problema, conflicto o litigioso.” 
 
Una vez elaborado la resolución y firmada por el Director Regional de Trabajo, el 
funcionario responsable del departamento envía las resoluciones para la notificación a través del 
secretaria. En algunas ocasiones la notificación puede ser realizada por los mismos funcionarios del 
departamento donde se originó el documento. 
 
La resolución administrativa, consiste en una orden escrita dictada por el jefe de un servicio 
público que tiene carácter general, obligatorio y permanente y se refiere al ámbito de competencia 
del servicio. 
 
Es un tipo de resolución dictada por la administración que implica una decisión 
fundamentada poniendo fin a un concreto conflicto que hubiera podido surgir
34
. Actos o 
resoluciones administrativas ejecutoriadas, llamados también actos firmes administrativos, así 
puede suceder con las resoluciones desfavorables al deudor o contribuyente, producto de un 
reclamo administrativo no impugnado por cualquiera de los recursos que existen para hacerlo sea 
en la vía administrativa o en la vía contenciosa, cumplido el requisito previo, ya mencionado y 
siendo este un documento habilitante necesario, se acompañara en original o copia debidamente 
certificada por el secretario del juzgado; así como del nombramiento de quien tiene la facultad para 
ejercer la función de juez coactivo. 
 
Una resolución contiene tres partes principales: 
 Parte expositiva: problema 
 Parte considerativa o considerando: analiza el problema. 
 Parte resolutiva: la decisión 
 
El reglamento para el ejercicio de la jurisdicción coactiva, señala que previo a remitir la 
respectiva orden de cobro al juzgado de coactivas se sentara razón de notificación, incumplimiento 
y de que se encuentra ejecutoriado la resolución los mismos que se anexara a la orden de cobro, 
adquiriendo estos la calidad de títulos de crédito y llevara implícita la orden de proceder al ejercicio 
de la Jurisdicción Coactiva, es decir que la sola resolución no es un documento ejecutivo con el 




cual la administración puede proceder a iniciar el proceso coactivo, ya que se requiere emitir el 
título de crédito con su respectiva notificación 
 
3.5.   Auto de Pago; Definición.- 
 
El Auto de Pago goza de facultades exclusivas y unidas puesto que la misma contiene de por 
si un mandato especifico, el que ordena al  deudor y a sus garantes –si lo hay- para que paguen o 
dimitan bienes  por un valor equivalente, pago a realizarse en el término de tres días a contarse 
desde el siguiente día del de la citación con que se le avisa al deudor, para que proceda a cumplir 
con su deber. 
 
Con lo que se da inicio al ejercicio de la coactiva por parte de la administración y que es la 
primera providencia  que hace uso el referido órgano y la expide por medio de su funcionario 
ejecutor. Por tanto el auto de pago goza de facultades exclusivas y únicas puesto que la misma 
contiene de por si un mandato especifico, el que ordena al deudor para que paguen la deuda o 
dimitan bienes por un valor equivalente, pago a realizarse en el término de tres días a contarse 
desde el día siguiente del de la citación con que se le avisa al deudor, para que proceda a cumplir 
con su deber. 
 
El auto de pago por tanto no es similar a la providencia que emanan de la autoridad judicial 
civil, cuando se trata de causas que se ejercen por títulos ejecutivos, puesto que estas a más de 
calificar las mismas concede al demandado un término para ejercer o hacer uso de dos facultades la 
que doctrinariamente son: 
 
La facultad-deber, que no es sino la de pagar la obligación con que se le demanda, la que 
cumplida, extingue la obligación a que el título dio derecho para que el acreedor demande, previo 
convencimiento del deudor de que este efectivamente lo es, por ello en las causas civiles por títulos 
ejecutivos no se puede hablar de deudor, sino de demandado ejecutivo; 
 
La facultad-derecho-, que no es sino  la que tiene el demandado ejecutivo para manifestar 
dentro del juicio su oposición al pago propuesto por el actor de la causa, oposición que puede ser 
absoluta y relativa: absoluta cuando niega rotundamente la validez  y exigibilidad  tanto del título 
como de la obligación contenida en ella y que se manifiesta al ejercer el derecho a plantear la 
excepción o excepciones perentorias correspondientes; relativa.- cuando el demandado procede a 
proponer excepciones dilatorias que pueden retardar el pago o manifestar  que debe pero no todo, 




Mientras que el auto de pago inicia la causa coactiva, dando por sentado o por hecho la 
existencia, exigibilidad y validez del título que respalda a dicho auto, y por ello ejerce una facultad 
semejante a la que en el derecho civil ordinario se conoce como el mandamiento de ejecución 
establecido en el C.P.C si el deudor no paga ni propone excepciones dentro del respectivo término , 
el juez previa notificación pronunciara sentencia,  dentro de veinte y cuatro horas, mandando que el 
deudor cumpla inmediatamente la obligación y que se la dicta solo cuando discutido en el proceso 
el título y su exigibilidad, la autoridad judicial lo acepta como tal, y por tanto luego de haberse 












AUTO DE PAGO 
 
 
JUZGADO DE COACTIVA DEL MINISTERIO DE RELACIONES LABORALES.- Quito, a 
los doce días del mes de diciembre de dos mil doce, a las 12H38- VISTOS: Ab. 
XXXXXXXXXXXXXXX, en virtud del Acuerdo Ministerial No. 194, de fecha dieciséis de 
noviembre de dos mil doce, habiendo sido designada Jueza de Coactivas de Quito del Ministerio de 
Relaciones Laborales, avoco conocimiento de la presente causa.- De conformidad con lo dispuesto 
en la RESOLUCIÓN No..- 01048-DRTSPQ-TD-MRL-EGG-2012, de fecha6 DE ABRIL DE 
2012y la Orden de Cobro, que se adjunta, consta que: ………………………………..), con 
numero de ruc. 1712432614001, adeuda al Ministerio de Relaciones Laborales la suma de US $ 
876.00 (OCHOCIENTOS SETENTA Y SEIS CON CERO DOLARES DE LOS ESTADOS 
UNIDOS DE NORTEAMERICA), por concepto de la multa impuesta por la señora Directora 
Regional del Trabajo y Servicio Público de Quito, siendo la Orden de Cobro suficiente TÍTULO 
DE CRÉDITO y la obligación líquida, clara, pura, determinada y de plazo vencido, de 
conformidad con lo dispuesto por los artículos 946, 948 y 951 de la sección 30ª “De la Jurisdicción 
Coactiva” del Código  de Procedimiento Civil, así como el artículo 630 del Código del Trabajo, y 
en virtud de las disposiciones del Reglamento para el Ejercicio de la Jurisdicción Coactiva por 
parte del Ministerio de Relaciones Laborales, DISPONGO: el inicio del presente juicio coactivo en 
contra de: xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx, 1712432614001 y, que el DEUDOR pague dentro 
del término de TRES DÍAS la cantidad  de US $ 876.00 (OCHOCIENTOS SETENTA Y SEIS 
CON CERO DOLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMERICA) más los 
intereses, costas procesales y los honorarios profesionales que demanda el presente juicio, o en el 
mismo término dimita bienes equivalentes a dicho monto, bajo apercibimiento que, de no hacerlo, 
se lo declarará en rebeldía y se embargará bienes equivalentes a la deuda, según el artículo 951  del 
Código de Procedimiento Civil. Este  Juzgado de Coactivas, con el objeto de hacer efectivo el 
cobro de las obligaciones, de forma expresa y general se reserva su derecho contra los obligados 
solidarios, conforme lo señala el Código de Procedimiento Civil, Código del Trabajo y demás 
normativa relacionada vigente. La cuantía de este juicio es de  US $ 876.00 (OCHOCIENTOS 
SETENTA Y SEIS CON CERO DOLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE 
NORTEAMERICA), sin perjuicio de las costas procesales y los honorarios profesionales que 
demande dicho juicio.- 
 
El trámite que debe darse a la presente causa es especial.- 
 
El pago se lo realizara en efectivo o a través de cheque certificado a nombre del Ministerio de 
Relaciones Laborales en el Departamento Financiero de esta Cartera de  Estado, posterior a realizar 
la respectiva liquidación de intereses en este Juzgado de Coactivas.- Cancelado dicho valor se hará 
llegar a esta Unidad, el comprobante de pago original, con el fin de archivar la causa, caso contrario 
se continuará con el procedimiento de ejecución.- En atención a lo dispuesto por el artículo 31 del 
Reglamento para el Ejercicio de la Jurisdicción Coactiva por parte del Ministerio de Relaciones 
Laborales, se prohíbe extender plazos en el pago de multas.-  
 
En uso de la facultad conferida de los artículos 422, 424 y 942 del Código de Procedimiento Civil y 
al amparo de lo dispuesto por el Reglamento para el Ejercicio de la Jurisdicción Coactiva por parte 
del Ministerio de Relaciones Laborales, ORDENO las siguientes medidas cautelares: 
 
1.-La retención de los fondos y créditos disponibles y posteriores en cuenta del coactivado: 
xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx, 1712432614001que mantenga en cuentas corrientes, de 
ahorro, o a cualquier otro título, del sistema financiero ecuatoriano hasta por un monto de US$ 
876.00 (OCHOCIENTOS SETENTA Y SEIS CON CERO DOLARES DE LOS ESTADOS 
UNIDOS DE NORTEAMERICA) más intereses y costas procesales.- Para lo cual ofíciese a la 
Superintendencia de Bancos y Seguros, para que envíe atento oficio a las instituciones del sistema 
financiero a fin de que procedan con la inmediata retención de fondos y créditos señalados, bajo 
prevenciones de ley en atención a lo dispuesto por el Art. 428 del Código de Procedimiento Civil.- 
2.- La prohibición de enajenar el/los vehículos registrados a nombre del coactivado 
xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx, 1712432614001- Para el efecto, ofíciese al señor Director 
Ejecutivo de la Agencia Nacional Regulación y Control del Transporte Terrestre, Tránsito y 




Al coactivado se le advierte que tiene la obligación de señalar domicilio legal dentro del perímetro 
de esta jurisdicción para posteriores notificaciones.- Conforme al artículo 965 del Código de 
Procedimiento Civil, son de cuenta del coactivado las costas de la ejecución.- 
 
Intervenga en el presente juicio coactivo como Secretario (a), el Ab. José Guzmán,  quien 
encontrándose presente acepta el cargo legalmente conferido y promete desempeñarlo fiel dentro de 
la causa.- Cítese con el presente Auto de Pago al coactivado: 
xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx, a través del citador designado para el efecto, sin perjuicio 





JUEZA DE COACTIVAS 
 
 
Proveyó y firmó la Providencia que antecede, la ……………., en su calidad de Jueza de 








3.6.  Citación del Auto de Pago.- 
 
Es solemnidad sustancial de las causas controvertidas, la citación que se hace al deudor, 
mediante el cual se pone en conocimiento del mismo las pretensiones que se plantean el o los 
particulares en su contra a través de la demanda. Con mayor razón en las causas coactivas en que 
como he dicho el auto de pago con que se inicia la coactiva, contiene facultades semejantes a las 
del mandamiento de ejecución y que establece un término perentorio para que el deudor pague la 
obligación o dimita bienes que equivalgan a la cuantía planteada en el  auto. 
 
Siendo la citación un acto procesal solemne al buscar como efecto que el deudor coactivado 
o su representante en el caso de personas  jurídicas o asociaciones de hecho conozca de la demanda 
coactiva que se ventila en su contra y asuma una posición frente a ella sea en persona o mediante 
tres boletas, dejadas en días distintos en su domicilio, y que tratándose  de herederos o de personas  
cuya individualidad o residencia no sea posible determinar, se lo hará mediante las 
correspondientes  publicaciones por la prensa, por tres veces en días distintos, en periódicos de 
amplia circulación del lugar, o de no haberlo en el periódico de la capital de la provincia de amplia 
circulación, y si no lo hubiere allí, en uno de amplia circulación que el juez señale, la misma que 
surtirá efecto veinte días después  de la publicación, así lo establece el Art. 82, 5to inc. De Código 
de Procedimiento Civil. 
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Las providencias posteriores al auto de pago con que se inicia la coactiva, se notificaran al 
coactivado o su representante, siempre y cuando hubiere señalado domicilio especial para tal efecto 
que  puede consistir en el casillero judicial de un abogado patrocinador  de su defensa. En caso de 
que el coactivado no haya señalado domicilio especial o judicial se proseguirá con la causa, 
debiendo sentar razón el secretario del juzgado de este particular. Si el coactivado es una persona 
jurídica, se lo citara a través de su representante legal, por lo que será a su vez obligatorio para 
quien lleva el proceso coactivo tener agregado al mismo como documento habilitante el documento 
que proporcione la entidad de control de compañías y de registro, en caso de compañías se 
incorporara al proceso la certificación que otorgue la superintendencia de compañías. Cabe recalcar 
que pueden ser citados los que aparecen como representantes de una entidad, aun cuando hubiere 
dejado de serlo. El estatuto de régimen jurídico administrativo de la función ejecutiva también 









MINISTERIO DE RELACIONES LABORALES 
JUZGADO DE COACTIVA 
 
RAZON DE CITACION EN PERSONA 
 
JUICIO COACTIVO No 1293-JC-2012 
 
Coactivado (a). XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXCC. C.I. No.   
 
En el Cantón, el día de hoy,        de                del dos mil          , a las    H     , de acuerdo a lo que 
dispone el artículo 74 y 76 del Código de Procedimiento Civil, CITÉ con el AUTO DE PAGO que 
antecede al señor (a)    en el domicilio que lo tiene en CALLES VARGAS 
N14-06 Y CHECA 
 
Si el domicilio previamente indicado no corresponde al domicilio actual, señale el siguiente como el 
correcto: 
 
Calle:     No.:   Intersección: 
Ofc./Dpto.:    Ciudad:   Teléfono: 
 
Advertido de la obligación que tiene de señalar domicilio legal para posteriores notificaciones.- 
 
______________________________          _________________________ 
NOTIFICADO   NOTIFICADOR DESIGNADO 
NOMBRE:    NOMBRE: 
C.I.:     C.I.: 
 












3.7   Medidas Cautelares.  
 
Las medidas cautelares emanan de la potestad cautelar; allí tiene su origen y desde allí se 
proyectan, en forma práctica, hacia los justiciables; la potestad cautelar es una fuerza jurídica que 
actúa para poner en movimiento al aparato jurisdiccional con la finalidad de prevenir  el riesgo de 
ineficacia en el cumplimiento de las obligaciones, por uno de los justiciables, por el tiempo que 
demora el trámite del proceso. 
  
Por el afán de asegurar el cumplimiento de la obligación, quien ejerce la coactiva podrá en el 
mismo auto de pago, ordenar medidas precautelares que considere necesarias para asegurar el 
cumplimiento de la obligación por la que se coactiva  las que pueden consistir en: arraigo, 
prohibición de salir del país, secuestro, retención y la prohibición de enajenar bienes 
 
3.7.1  Retención.-  
 
En lo que corresponde el diccionario jurídico lo define como: “facultad que corresponde al 
tenedor de una cosa ajena para conservar la posesión de la misma hasta el pago de lo debido por 
razón de ella”. Al igual que el secuestro busca intervenir contra bienes fungibles o perecibles que 
se encuentran consignados  o depositados en instituciones privadas facultadas para ello, sean 
bancos, mutualistas 
 
3.7.2  Secuestro.-  
 
Consiste en poner en manos de un funcionario judicial los bienes muebles que el actor de la 
causa, prueben que son de propiedad del deudor, hasta que concluya  la misma con la decisión 
judicial final, en el caso coactivo varia, puesto que existe una preconcepción  de que la obligación 
es legítima y por tanto se estima que el secuestro de bienes muebles es una medida que garantiza 
relativamente al acreedor para que en el caso de no pago, estos bienes sean objeto de remate en 
pública subasta con cargo a la obligación impaga. 
 
3.7.3   Prohibición de enajenar.-  
 
Es la medida que se aplica para impedir que bienes inmuebles que el actor los tenga 
definidos o presuma que existe en determinada jurisdicción territorial sean enajenados a terceros 
por tanto busca asegurar que el valor impago por la que se planteó la causa coactiva, tenga respaldo 
en caso de que el deudor coactivado evada su responsabilidad. 
 64 
 
Pero en el afán de asegurar el cumplimiento de la obligación, quien ejerce la coactiva podrá 
en el mismo auto de pago, ordenar otro tipo de medidas que considere necesarias  para asegurar el 
cumplimiento de la obligación la que puede consistir en: 
 
Arraigo.- Se utiliza la expresión arraigo para referirse al aseguramiento de los resultados del 
mismo. El diccionario jurídico elemental de Cabanellas, manifiesta que el arraigo se da en los casos 
en que hay peligro de que por insolvencia, resulte ilusorio el derecho de una de la partes. 
 
Se puede decir que es la prohibición de ausentarse que tiene el deudor coactivado mientras 
no garantice la obligación. 
 
Prohibición de Salir del País.- No se puede violar la norma constitucional por lo tanto es 
necesario aclarar que en especial la medida que prohíbe la salida del país, se la aplica únicamente 
para extranjeros residentes o no en nuestro país, siempre y cuando no justifiquen tener un 
patrimonio que respalde o garantice el valor o cuantía de la causa coactiva. O se aplica para los 
nacionales o ciudadanos, que al momento de salir del país, mantengan obligaciones pendientes de 
pago por concepto de alimentos. 
 
Es necesario agregar que si bien es cierto no hay prisión por deudas si las hay por alimentos 
indebidos. O por defraudaciones punitivas tributarias. 
 
Regresando  al tema coactivo las medidas  podrán ser revocadas mediante el afianzamiento 
de las obligaciones  por el valor que cubra la deuda principal, más los interés causados hasta esa 
fecha  y más un 10% correspondiente a intereses por devengarse en el futuro y las costas del  
proceso. 
 
“Caducaran el secuestro, la retención, la prohibición de ausentarse y la de enajenar bienes 
raíces si dentro de quince días de ordenados, o desde que se hizo exigible la obligación, no 
se propone la demanda en lo principal; y el solicitante pagará, además de los daños y 
perjuicios que tales ordenes hubieren causado al deudor”. Caducarán, igualmente, si la 




Las principales medidas cautelares son: las que tienen por objeto asegurar la realización de 
un derecho o el cobro seguro de un crédito. Vale la pena mencionar que estas han sido objeto del 
uso y abuso de autoridades  que haciendo uso de su poder lo han utilizado violando la norma legal.  
                                                          




OFICIO Nº    MRL-2012 
Quito,      
 
Señores 




De mis consideraciones: 
 
Para su conocimiento y fines legales correspondientes, me permito hacerle conocer que dentro del Juicio 
coactivo 1293-JC-2012, seguido por el Juzgado de Coactivas del Ministerio de Relaciones Laborales, en 
contra del coactivado (a)TOCA CAMPOVERDE OLGA LIDIA (ALUMITEC)se ha dictado el 
siguiente Auto de Pago: 
 
JUZGADO DE COACTIVA DEL MINISTERIO DE RELACIONES LABORALES.- Quito, a los 
doce días del mes de diciembre de dos mil doce, a las 12H38- VISTOS: Ab. María Daniela Barragán 
Calderón, en virtud del Acuerdo Ministerial No. 194, de fecha dieciséis de noviembre de dos mil doce, 
habiendo sido designada Jueza de Coactivas de Quito del Ministerio de Relaciones Laborales, avoco 
conocimiento de la presente causa.- De conformidad con lo dispuesto en la RESOLUCIÓN No..- 
01048-DRTSPQ-TD-MRL-EGG-2012, de fecha6/4/2012y la Orden de Cobro, que se adjunta, consta 
que: xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx, 1712432614001, adeuda al Ministerio de Relaciones Laborales la 
suma de US $ 876.00 (OCHOCIENTOS SETENTA Y SEIS CON CERO¿NOMBRE? DOLARES 
DE LOS ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMERICA), por concepto de la multa impuesta por la 
señora Directora Regional del Trabajo y Servicio Público de Quito, siendo la Orden de Cobro suficiente 
TÍTULO DE CRÉDITO y la obligación líquida, clara, pura, determinada y de plazo vencido, de 
conformidad con lo dispuesto por los artículos 946, 948 y 951 de la sección 30ª “De la Jurisdicción 
Coactiva” del Código  de Procedimiento Civil, así como el artículo 630 del Código del Trabajo, y en 
virtud de las disposiciones del Reglamento para el Ejercicio de la Jurisdicción Coactiva por parte del 
Ministerio de Relaciones Laborales, DISPONGO: el inicio del presente juicio coactivo en contra de: 
xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx, 1712432614001 y, que el DEUDOR pague dentro del término de TRES 
DÍAS la cantidad  de US $ 876.00 (OCHOCIENTOS SETENTA Y SEIS CON CERO DOLARES 
DE LOS ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMERICA) más los intereses, costas procesales y los 
honorarios profesionales que demanda el presente juicio, o en el mismo término dimita bienes 
equivalentes a dicho monto, bajo apercibimiento que, de no hacerlo, se lo declarará en rebeldía y se 
embargará bienes equivalentes a la deuda, según el artículo 951  del Código de Procedimiento Civil. Este  
Juzgado de Coactivas, con el objeto de hacer efectivo el cobro de las obligaciones, de forma expresa y 
general se reserva su derecho contra los obligados solidarios, conforme lo señala el Código de 
Procedimiento Civil, Código del Trabajo y demás normativa relacionada vigente. La cuantía de este 
juicio es de  US $ 876.00 (OCHOCIENTOS SETENTA Y SEIS CON CERO DOLARES DE LOS 
ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMERICA), sin perjuicio de las costas procesales y los honorarios 
profesionales que demande dicho juicio.-El trámite que debe darse a la presente causa es especial.- 
 
El pago se lo realizara en efectivo o a través de cheque certificado a nombre del Ministerio de 
Relaciones Laborales en el Departamento Financiero de esta Cartera de  Estado, posterior a realizar la 
respectiva liquidación de intereses en este Juzgado de Coactivas.- Cancelado dicho valor se hará llegar a 
esta Unidad, el comprobante de pago original, con el fin de archivar la causa, caso contrario se 
continuará con el procedimiento de ejecución.- En atención a lo dispuesto por el artículo 31 del 
Reglamento para el Ejercicio de la Jurisdicción Coactiva por parte del Ministerio de Relaciones 
Laborales, se prohíbe extender plazos en el pago de multas.-  
 
En uso de la facultad conferida de los artículos 422, 424 y 942 del Código de Procedimiento Civil y al 
amparo de lo dispuesto por el Reglamento para el Ejercicio de la Jurisdicción Coactiva por parte del 
Ministerio de Relaciones Laborales, ORDENO las siguientes medidas cautelares: 
 
1.-La retención de los fondos y créditos disponibles y posteriores en cuenta del coactivado: 
xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx, 12931712432614001 que mantenga en cuentas corrientes, de 
ahorro, o a cualquier otro título, del sistema financiero ecuatoriano hasta por un monto de US$ 876.00 
(OCHOCIENTOS SETENTA Y SEIS CON CERO DOLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE 
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NORTEAMERICA) más intereses y costas procesales.- Para lo cual ofíciese a la Superintendencia de 
Bancos y Seguros, para que envíe atento oficio a las instituciones del sistema financiero a fin de que 
procedan con la inmediata retención de fondos y créditos señalados, bajo prevenciones de ley en 
atención a lo dispuesto por el Art. 428 del Código de Procedimiento Civil 
 
Al coactivado se le advierte que tiene la obligación de señalar domicilio legal dentro del perímetro de 
esta jurisdicción para posteriores notificaciones.- Conforme al artículo 965 del Código de Procedimiento 
Civil, son de cuenta del coactivado las costas de la ejecución.- 
 
Intervenga en el presente juicio coactivo como Secretario (a), el Ab. José Guzmán,  quien encontrándose 
presente acepta el cargo legalmente conferido y promete desempeñarlo fiel dentro de la causa.- Cítese 
con el presente Auto de Pago al coactivado: xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx, a través del 
citador designado para el efecto, sin perjuicio de que el Secretario pueda citarle en persona en el lugar en 
el que se encuentre.-  OFÍCIESE  Y CÍTESE.-  JUEZA DE COACTIVAS 
 
 















































OFICIO Nº   MRL-2012 
Quito,  
 
    
 
Señores 




De mis consideraciones: 
 
Para su conocimiento y fines legales correspondientes, me permito hacerle conocer que dentro del Juicio 
coactivo 1293-JC-2012, seguido por el Juzgado de Coactivas del Ministerio de Relaciones Laborales, en 
contra del coactivado (a)TOCA CAMPOVERDE OLGA LIDIA (ALUMITEC)se ha dictado el 
siguiente Auto de Pago: 
 
JUZGADO DE COACTIVA DEL MINISTERIO DE RELACIONES LABORALES.- Quito, a los 
doce días del mes de diciembre de dos mil doce, a las 12H38- VISTOS: Ab. María Daniela Barragán 
Calderón, en virtud del Acuerdo Ministerial No. 194, de fecha dieciséis de noviembre de dos mil doce, 
habiendo sido designada Jueza de Coactivas de Quito del Ministerio de Relaciones Laborales, avoco 
conocimiento de la presente causa.- De conformidad con lo dispuesto en la RESOLUCIÓN No..- 
01048-DRTSPQ-TD-MRL-EGG-2012, de fecha6/4/2012y la Orden de Cobro, que se adjunta, consta 
que: xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx, 12931712432614001, adeuda al Ministerio de Relaciones Laborales 
la suma de US $ 876.00 (OCHOCIENTOS SETENTA Y SEIS CON CERO DOLARES DE LOS 
ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMERICA), por concepto de la multa impuesta por la señora 
Directora Regional del Trabajo y Servicio Público de Quito, siendo la Orden de Cobro suficiente 
TÍTULO DE CRÉDITO y la obligación líquida, clara, pura, determinada y de plazo vencido, de 
conformidad con lo dispuesto por los artículos 946, 948 y 951 de la sección 30ª “De la Jurisdicción 
Coactiva” del Código  de Procedimiento Civil, así como el artículo 630 del Código del Trabajo, y en 
virtud de las disposiciones del Reglamento para el Ejercicio de la Jurisdicción Coactiva por parte del 
Ministerio de Relaciones Laborales, DISPONGO: el inicio del presente juicio coactivo en contra de: 
xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx, 1712432614001 y, que el DEUDOR pague dentro del término de TRES 
DÍAS la cantidad  de US $ 876.00 (OCHOCIENTOS SETENTA Y SEIS CON CERO DOLARES 
DE LOS ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMERICA) más los intereses, costas procesales y los 
honorarios profesionales que demanda el presente juicio, o en el mismo término dimita bienes 
equivalentes a dicho monto, bajo apercibimiento que, de no hacerlo, se lo declarará en rebeldía y se 
embargará bienes equivalentes a la deuda, según el artículo 951  del Código de Procedimiento Civil. Este  
Juzgado de Coactivas, con el objeto de hacer efectivo el cobro de las obligaciones, de forma expresa y 
general se reserva su derecho contra los obligados solidarios, conforme lo señala el Código de 
Procedimiento Civil, Código del Trabajo y demás normativa relacionada vigente. La cuantía de este 
juicio es de  US $ 876.00 (OCHOCIENTOS SETENTA Y SEIS CON CERO DOLARES DE LOS 
ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMERICA), sin perjuicio de las costas procesales y los honorarios 
profesionales que demande dicho juicio.-El trámite que debe darse a la presente causa es especial.- 
 
El pago se lo realizara en efectivo o a través de cheque certificado a nombre del Ministerio de 
Relaciones Laborales en el Departamento Financiero de esta Cartera de  Estado, posterior a realizar la 
respectiva liquidación de intereses en este Juzgado de Coactivas.- Cancelado dicho valor se hará llegar a 
esta Unidad, el comprobante de pago original, con el fin de archivar la causa, caso contrario se 
continuará con el procedimiento de ejecución.- En atención a lo dispuesto por el artículo 31 del 
Reglamento para el Ejercicio de la Jurisdicción Coactiva por parte del Ministerio de Relaciones 
Laborales, se prohíbe extender plazos en el pago de multas.-  
 
En uso de la facultad conferida de los artículos 422, 424 y 942 del Código de Procedimiento Civil y al 
amparo de lo dispuesto por el Reglamento para el Ejercicio de la Jurisdicción Coactiva por parte del 
Ministerio de Relaciones Laborales, ORDENO las siguientes medidas cautelares: 
 
1.- La prohibición de enajenar el/los vehículos registrados a nombre del coactivado 
xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx, 12931712432614001- Para el efecto, ofíciese al señor Director 
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Ejecutivo de la Agencia Nacional Regulación y Control del Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad 
Vial, para el registro de la correspondiente medida.- 
 
Al coactivado se le advierte que tiene la obligación de señalar domicilio legal dentro del perímetro de 
esta jurisdicción para posteriores notificaciones.- Conforme al artículo 965 del Código de Procedimiento 
Civil, son de cuenta del coactivado las costas de la ejecución.- 
 
Intervenga en el presente juicio coactivo como Secretario (a), el Ab. José Guzmán,  quien encontrándose 
presente acepta el cargo legalmente conferido y promete desempeñarlo fiel dentro de la causa.- Cítese 
con el presente Auto de Pago al coactivado: xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx, a través del citador 
designado para el efecto, sin perjuicio de que el Secretario pueda citarle en persona en el lugar en el que 
se encuentre.- OFÍCIESE  Y CÍTESE.-  JUEZA DE COACTIVAS. 
 
 











3.8.   Embargo.-    
 
Para algunos tratadistas el procedimiento  de apremio es un procedimiento de ejecución a 
través de una entidad pública, con fundamento en un título ejecutivo propio, procurando la 
realización efectiva de su crédito de derecho público, mediante la ejecución individualizada  sobre 
el patrimonio del deudor. Se considera al embargo como una ejecución expropiativa, porque para 
obtener la cantidad de dinero que ha de ser entregada al ejecutante, necesita ser expropiados los 
bienes del deudor  y a través de esos se liquiden y se conviertan en dinero que es necesario para el 
pago. 
 
El  embargo  lo  consideramos  como  la  declaración  de  voluntad  de  la Administración, 
mediante  la  cual  determinados  bienes  que  se consideran  pertenecientes  al  ejecutado  se  
afectan  o  adscriben  a  la  actividad de apremio que ha de realizarse en el proceso de ejecución.  El  
núcleo  fundamental  del  embargo,  es  la  declaración  de  voluntad  del órgano administrativo con 
lo que se afecta a varios bienes determinados en el patrimonio del deudor. 
  
Todo esto se materializa en la diligencia de embargo, que es un acto de ejecución concreto 
cuya finalidad es la de documentar en el expediente de apremio todos los actos de embargo que se 
llevan a cabo en la aplicación de la orden o providencia de embargo. 
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Al respecto Fernando Royo manifiesta “La ejecución propiamente dicha se realiza mediante 
el embargo de los bienes del deudor en cuantía suficiente para cubrir el importe de la deuda 
impuesta, los intereses que se hayan causado o se cause hasta la fecha del ingreso así como de las 
costas del procedimiento todo esto con respecto al principio de proporcionalidad.  Para que se 
ordene el embargo por el ejecutor pueden ocurrir dos situaciones. 
 
 Que el coactivado no pagó la deuda.  
 
 Habiendo dimitido bienes para el embargo en el término ordenado dentro del auto de pago, 
y si la dimisión fuere maliciosa, si los bienes estuvieren situados fuera de la república o no 
alcancen para cubrir el crédito. 
 
En estas situaciones es necesaria la intervención del alguacil y el depositario, en el secuestro 
y el embargo, previamente designados, además cada actuación se notifica a los interesados. 
  
El (Código de Procedimiento Civil, Art. 439)  establece: 
 
 “Si el deudor no señalare bienes para el embargo, si la dimisión fuese maliciosa,  si los bienes 
estuvieren situados fuera de la república o no alcanzaren para cubrir el crédito, a solicitud del 
acreedor se procederá al embargo de los bienes que este señale, prefiriendo dinero, los bienes 
dados en prenda o hipoteca, o los que fueren materia de la prohibición o retención. Si la 
dimisión hecha por el deudor o el señalamiento del acreedor versa sobre bienes raíces no será 





Con el embargo se inmoviliza, se prohíbe y se impide la realización de la actividad o 
facultad de disponer libremente  de los bienes. El embargo judicial o procesal, que se practica  
mediante la orden de un juez, trae como consecuencia que los bienes embargados  pasen a órdenes 
del juez, de manera que con ello se pretende que coercitivamente se obligue al deudor, a satisfacer, 
mediante el remate de bienes.  
 
El embargo es un  acto de expropiación de bienes, para con el producto del remate, pagar al 




                                                          
36
 Código de Procedimiento Civil, Art. 439 
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3.8.1.  Bienes no Embargables. 
 
No pueden ser embargados aquellos bienes que la legislación general considera 
inembargables como los bienes señalados en el Art. 1661 del código civil. 
 
No son embargables: 
 
1. Los sueldos de los funcionarios y empleados públicos, comprendiéndose también aquellos 
que prestan servicios en la Fuerza Pública. Tampoco lo serán las remuneraciones de los 
trabajadores. 
La misma regla se aplica a los montepíos, a las pensiones remuneratorias que deba el 
Estado, y a las pensiones alimenticias forzosas. 
Sin embargo, tanto los sueldos como las remuneraciones a que se refiere este ordinal, son 
embargables para el pago de alimentos debidos por ley. 
2. El lecho del deudor, el de su cónyuge, los de los hijos que viven con él y a sus expensas, y 
la ropa necesaria para el abrigo de todas estas personas. 
3. Los libros relativos a la profesión del deudor, hasta el valor de veinte mil sucres, y a 
elección del mismo deudor. 
4. Las máquinas e instrumentos de que se sirve el deudor para la enseñanza de alguna ciencia 
o arte, hasta dicho valor y sujetos a la misma elección. 
5. Los uniformes y equipos de los militares, según su arma y grado. 
6.  Los utensilios del deudor artesano o trabajador del campo, necesarios para su trabajo 
individual. 
7. Los artículos de alimento y combustible que existan en poder del deudor, en la cantidad 
necesaria para el consumo de la familia durante un mes. 
8. La propiedad de los objetos que el deudor posee fiduciariamente. 
9. Los derechos cuyo ejercicio es enteramente personal, como los de uso y habitación. 
10. Los bienes raíces donados o legados con la expresión de no embargables, siempre que se 
haya hecho constar su valor al tiempo de la entrega por tasación aprobada judicialmente. 
Pero podrán embargarse por el valor adicional que después adquirieren. 
11. El patrimonio familiar. 
12. Los demás bienes que leyes especiales declaren inembargables. 
 
Esta limitación de la facultad para solicitar el embargo, proviene que el artículo mencionado 
precautela los derechos del individuo, atendiendo a lo fundamental que es el derecho a la vida, 
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constituyendo no solo una garantía de carácter civil, sino también de carácter constitucional. Esos 
bienes que el Código y leyes especiales prohíben embargar no son susceptibles de cesión, donación 
o transferencia porque queda fuera del comercio humano. 
 
Al respecto de esta prohibición Patiño Ledesma Rodrigo: “Al constituir el embargo el 
presupuesto esencial de la ejecución, por principio todo patrimonio que pertenezca al deudor es 
embargable, con la excepción única de aquellos que por considerarse humanas de supervivencia, 
que están consagrados en el artículo 1661 del Código Civil, en una numeración de doce  clases de 
bienes que no pueden ser incluidos dentro del patrimonio embargable y que constituyen garantía 
común para todos los acreedores señalados anteriormente. 
 
El Art. 704, inciso 2 del Código Civil, quien  ha edificado a ciencia y paciencia del dueño del 
terreno, tiene derecho a que este le pague el valor del edificio. Al solicitarle el embargo de ese 
derecho personal, no es aplicable al caso lo dispuesto en el art. 455 del C.P.C. Actual porque ese 
precepto se refiere a derechos reales, que deben inscribirse  de conformidad  con la ley para que 
surta los requisitos y efectos jurídicos. 
 
3.8.2. Embargo de Bienes inmuebles.- 
 
Deben presentarse documentos con lo que el acreedor justifique que pertenecen al deudor, no 
así, para proceder es indispensable el certificado del registrador de la  propiedad ya sean los 
deudores únicos dueños del edificio y terreno, ya tengan allí solo los derechos y acciones porque es 
evidente que se pide el embargo de bienes inmuebles, porque inmuebles sería el dominio de la casa 
y terreno, ya tengan allí solo los derechos y acciones que se ejercieron sobre una cosa raíz, al decir 
del Art. 610 del Código Civil, precepto que pone como ejemplo de bien inmueble la acción 
personalísima del comprador para que se le entregue la finca. Por lo que es imprescindible, para 
proceder al embargo según el Art. 421 inciso segundo del Código de Procedimiento Civil.  El 
tercero que se creyere afectado con este embargo podrá presentarse en juicio y observar al juez la 
omisión de aquella formalidad  para que rectifique su procedimiento. En el caso aparece claro que 
en el incidente de revocación de la orden de embargo, no se discutía  el dominio materia  propia de 
la tercería excluyente, sino que se observa al juez que su orden era ilegal por omisión del requisito 
cuyo procedimiento debe preceder al embargo que el tercerista puede legalmente solicitar. 
 
Para proceder al embargo de bienes raíces, el juez se cerciorara por medio del certificado del 
registrador de la propiedad, de que los bienes pertenecen al ejecutado, y de que, no están 




El certificado del Registrador de la propiedad, comprenderá los linderos  del inmueble de cuyo 
embargo se trata, embargo que en ningún caso se extenderá más allá de dichos linderos bajo la 
responsabilidad personal y pecuniaria del empleado que practique la diligencia. En caso de 
contravenirse a esta orden, el juez dispondrá la rectificación debida después de cerciorarse  de la 
verdad del hecho.  
 
Si los bienes estuvieren en poder del arrendatario, tenedor, el embargo se realizara 
respetando los derechos de estos y rematado los bienes  se respetara  el arriendo o anticresis según 
el Código Civil. El embargo de los bienes raíces debe inscribirse en el Registro de la propiedad.  
 
3.8.3.  Embargo de dinero. 
 
Según el (Código de Procedimiento Civil, Art. 443) “Si se aprehendiese dinero de propiedad del 
deudor, se hará el pago con el dinero aprehendido
37”. Es evidente que como el objeto del proceso es la 
condena a una prestación, que mejor que el cumplimiento de la obligación, con el embargo del 
dinero, en este caso, se paga directamente al acreedor sin tramitar incidentes, como la tercería 
coadyuvante o de dominio. Esta disposición es tan clara, que no existe discusión alguna acerca de 
que aprehendido el dinero, se deba pagar inmediatamente al acreedor, ya que sería absurdo que se 
subaste el dinero.  
 
Se debe realizar la retención de dinero en las cuentas del contribuyente previa notificación  a 
las instituciones financieras, posteriormente y de acuerdo a la notificación enviada por dichas 
instituciones informando el monto retenido, se emite la providencia embargando el valor 
aprehendido y si el monto cubre la obligación pendiente de pago más los intereses y costas 
concluye el procedimiento coactivo con el archivo caso contrario continuara por la diferencia.  
 
La ley española a diferencia de la legislación ecuatoriana, al respecto establece el embargo 
de dinero en términos muy amplios para así prever maniobras para escapar del embargo. “Cuando 
la administración tenga conocimiento en qué oficina se halla la cuenta o valores depositados, podrá 
disponer el embargo sin necesidad de precisar los datos identificativos y la situación de cada 
cuenta, deposito u operación en la referida oficina.  
O sea que el organismo recaudador se dirigirá a la oficina o sucursal de que se trate 
notificándole, sin más, el embargo en la cuenta que proceda de los fondos o valores depositados a 
nombre de tal o cual cliente. 
 
                                                          
37
 Código de Procedimiento Civil, Art. 443 
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3.8.4.  Descerrajamiento. 
 
Dentro del procedimiento coactivo, la única parte en que la administración está obligada a 
solicitar el auxilio judicial se produce cuando entra en juego la inviolabilidad de domicilio, si en el 
curso de sus actuaciones el órgano actuante encuentra necesario entrar en el domicilio del deudor, 
de su representante o terceros donde se presume existen bienes embargables, el ejecutor bajo su 
responsabilidad ordena el descerrajamiento, en el caso que no abrieran las puertas.  
 
Pero deberá contar con su consentimiento o en su defecto con la autorización judicial que se 
materializa en la orden de allanamiento. 
 
3.8.5.  Auxilio de la Fuerza Pública. 
 
El Art. 967 del Código de Procedimiento Civil, expresa “todas las autoridades civiles, militares 
y policiales están obligados a prestar los auxilios que los empleados recaudadores les soliciten para la 
recaudación de las rentas de su cargo”38. 
 
La Fuerza Pública, debe proteger la seguridad de las personas y de los bienes; prevenir los 
delitos y combatir la delincuencia, Coordinar la actividad de la Fuerza Pública debe intervenir en 
las acciones que estime necesarias y regular y vigilar el funcionamiento de los sistemas de 
seguridad pública. 
 
3.9.  Remate. 
 
Hecho el embargo, se procederá inmediatamente al avaluó pericial, con la  concurrencia del 
depositario, el cuál suscribirá el avalúo, pudiendo hacer para su descargo las observaciones 
convenientes. 
 
El nombramiento de quien debe avaluar los bienes embargados debe recaer en persona de 
reconocida honradez y capacidad, esto es  que debería ser un profesional y excepcionalmente un 
empírico que conozca  de algunos tópicos relativos a bienes inmuebles  y muebles, para que el 
valor que se dé a la cosa a rematarse, sea debidamente apreciado, y corresponde a lo que vale en el 
mercado. 
 
                                                          
38 Código de Procedimiento Civil, Art. 967 
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El perito es designado por el juez, el mismo que debe emitir un informe en el término que el 
juez lo señale; y presentado el informe, las partes pueden guardar silencio o pedir que se lo amplié 
o se le aclare; en todo caso, el juez suele dictar una providencia aprobando el informe para que se 
proceda al señalamiento de día y hora para el remate. El mismo Art. 455 dispone que el depositario 
judicial debe suscribir el avaluó y le faculta hacer para su descargo las observaciones que creyere 
conveniente, la omisión de la suscripción del avaluó por parte del depositario, es una irregularidad, 
que acarrea la nulidad del avaluó: la facultad para que haga las observaciones es una prevención de 
que las cosas embargadas pueden durante depositario secuestro o embargo sufrir menoscabos, por 
diversas razones, de manera que esto ayuda, a que el depositario descargue su responsabilidad en la 
conservación de la cosa embargada. 
 
Esta fase comienza con la enajenación forzosa a la que se procede con posterioridad al 
embargo, constituyendo una de las formas de realización obligada prevista por la normativa del 
Código de Procedimiento Civil. Su finalidad es la de cambiar por dinero el bien previamente 
embargado, excluyendo de aquí los valores asimilables directamente en dinero como sueldos, 
frutos, rentas, créditos.  
 
El avaluó tiene gran importancia dentro del proceso coactivo, ya que sin él no se puede fijar 
el precio del bien a fin de realizar el remate, la suma determinada en avaluó es la base mediante la 
cual se realizaran las futuras consignaciones necesarias para garantizar la seriedad de la oferta. El 
perito se posesionara de su cargo bajo juramento y concurre a la inspección del bien para lo cual es 
necesario la presencia del depositario quien suscribe el avaluó haciendo constar sus observaciones, 
si el coactivado no está conforme con el avaluó practicado podrá designar otro perito dentro de los 
dos días de notificado 
 
El plazo máximo concedido para que el perito remita su informe es de cinco días contados 
desde su posesión, excepto casos especiales. Podrán ser peritos los profesionales o técnicos de 
reconocida probidad, o personas que tengan suficientes conocimientos sobre los bienes objeto del 
avaluó y que preferentemente, residan en el lugar en que se tramite la coactiva. 
 
Una vez presentado el avaluó, debe pedirse que se señale día y hora para el remate, y en el 
mismo señalamiento, el juez dará por aprobado el avaluó pericial. 
  
El Código de Procedimiento Civil en su Art. 456, Ordena que el señalamiento para el remate, 
se publicará por tres veces en un periódico de la provincia  en que se sigue el juicio, si lo hubiere, y 
en su falta en uno de los periódicos de la provincia cuya capital sea la más cercana. Nótese que no 
se habla de periódico del lugar en que se sigue el juicio esto es de un cantón o capital de la 
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provincia, en la actualidad casi todas las capitales de las provincias ecuatorianas cuentan con la 
publicación de algún periódico. 
 
Cuando en la provincia no halla periódicos, se acudirá a la capital más cercana al lugar del 
juicio, no precisamente a la capital de la provincia del lugar. El mismo Art 456. Dice que, se fijara 
tres carteles, en tres de los parajes más frecuentes de la cabecera de la parroquia, en que estén 
situados los bienes. En este caso debemos hacer hincapié en el hecho de que la parroquia puede ser 
urbana o rural de manera que en tal parroquia es donde deben fijarse los carteles, pero también en 
los juzgados. 
 
En los carteles o avisos no se debe hacer constar el nombre del deudor, sino los bienes, 
determinando las particularidades, el objeto de que se trata; y cuando sean bienes inmuebles la 
extensión aproximada, la ubicación y los linderos; en todo caso, se indicara el precio del avalúo  y 
más detalles que el juez estimare necesario. 
 
Término de la publicación de los avisos.-La publicación de los avisos se hará mediante el 
termino de ocho días, por lo menos, de uno a otro, del último de ellos al día señalado para el 
remate, aquí no se señala si los ocho días son en termino o en plazo lo que ha dado motivo para que 
en no menos de una ocasión  se interprete que el inciso se refiere a plazos y no a términos pero lo 
normal y jurídico es que los ocho días deben contar en termino y no en plazo porque el Código 
Orgánico de la Función Judicial  dice “ son hábiles para diligencias judiciales todos los días 
excepto los feriados. El aviso de remate, se lo hace encabezando el juzgado en que va a realizarse 
el evento así: 
 
 
AVISO DE REMATE 
 
JUZGADO DE COACTIVAS DEL MINISTERIO DE RELACIONES LABORALES. 
 
Se pone en conocimiento del público que el día viernes 26 de julio del 2012, en la secretaria de 
este juzgado , se llevara a cabo, desde las 14H00 hasta las 18H00 el remate de : 
 
Un bien inmueble ubicado en la av. Amazonas y roca, signado con el N: 405  de la 





Inmediatamente se pone los linderos si es bien inmueble; y si es bien mueble su 
identificación y calidad en primer término; en segundo término las características: si es inmueble 
las del terreno y las de construcción; y si es mueble de madera, el tipo, modelo, si es o no usado si 
está o no funcionando, si es vehículo,  artefacto domestico; en tercer lugar si es bien inmueble las 
obras exteriores, como cerramientos, construcciones etc., en cuarto lugar la llamada infraestructura 
del inmueble, como la dotación de servicios de agua, luz alcantarillado y teléfono. 
 
 PERITO DIRIMENTE  
 
En el caso que no exista conformidad entre los informes periciales, el ejecutor designara un 
tercer perito, y bajo su criterio y a su arbitrio podrá aceptar cualquiera de los tres informes, o 
señalar un valor promedio que este más de acuerdo a los avalúos oficiales o cotizaciones del 
mercado 
 
 REGLAS PARA EL AVALUÓ.  
 
De acuerdo a los bienes se establecerán las reglas para el avaluó. En el caso de bienes 
inmuebles este no podrá ser inferior al último avaluó que hubiere practicado la municipalidad del 
lugar en que se encuentren ubicados, plasmado en el respectivo certificado predial, con posibilidad 
de impugnar por una razón justificada.  
 
El avaluó de títulos de acciones de compañías y efectos fiduciarios, no podrá ser inferior a 
las cotizaciones respectivas en la bolsa de valores, al momento de practicarlo. Los peritos 
determinaran su valor, previos los estudios que correspondan 
 
3.10. Base para los Postores. 
 
El secretario debe indicar si se trata del primer señalamiento y entonces se aceptaran 
posturas que cubran por lo menos las dos terceras partes  del total del avaluó, a las posturas se les 
debe acompañar el diez por ciento del valor total de la oferta, que se consignara en dinero o en 
cheque certificado a nombre del juzgado, cuando no se haya presentado postores,  se fijara nuevo 
termino para el remate, sobre la base de la mitad del precio del avaluó; y cuando no hubiere 
postores, podrá el acreedor pedir que se embargue y remate otros bienes. 
 
Las posturas deben ser presentadas  por escrito en que se indicara el domicilio del postor, 
para las notificaciones que fuere necesarias hacerlas, pero no se indica que debe contener, a más de 
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este requisito las posturas debe contener con claridad y exactitud, todas las condiciones de la oferta, 
además la identificación del objeto que se trata de rematar, los plazos y el interés anual, que se 
ofrezca que no puede ser menor que el fijado por la ley. 
 
El secretario debe anotar al pie de cada postura el día y la hora en que hubieren presentado y 
firmara en todas ellas, las que fueren antes de las catorce horas y después de las dieciocho hora, no 
se admitirán y en el caso de admitirlas se mandara a devolver de acuerdo al art. 460 del CPC. 
 
Las posturas que no vayan acompañadas de por lo menos el 10% del valor de la oferta, en 
dinero efectivo, en cheque certificado o en cheque de gerencia de banco a la orden de la autoridad 
ejecutora; no serán aceptadas; así como las que en el primer señalamiento, ofrezcan menos de las 
dos terceras partes del  avaluó de los bienes a rematarse, o la mitad en el segundo, ni las que fijen 
plazos mayores de cinco años para el pago del precio. 
 
3.10.1. Prohibición de  intervenir en el Remate. 
 
No podrán intervenir en el remate las siguientes personas: 
 Los funcionarios de la administración así como sus cónyuges y pariente dentro del cuarto 
grado de consanguinidad y segundo de afinidad. 
 No pueden intervenir los abogados y procuradores, sus cónyuges, conviviente y parientes 
dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad. 




3.10.2. Nulidad de Remate. 
 
El Art. 472 del Código de Procedimiento Civil, establece los casos en que se puede producir 
la nulidad del remate o subasta  y el juez será responderá de los daños y perjuicios los mismos que 
detallo a continuación: 
 
1.- Si se verifica en día feriado o en otro que no fuese el señalado por el juez; 
2.- Si no se hubieren publicado los avisos que hagan saber  al público el señalamiento del día para 
el remate, la cosa que va hacer rematada y el precio del avalúo y. 
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3.- Si se hubieren admitido posturas presentadas ante de las catorce horas o después de las 
dieciocho horas del día señalado para el remate. La nulidad podrá ser alegada antes de que se dicte 
el auto de adjudicación de los bienes rematados 
 
3.10.3.  Requisitos de la Postura. 
 
Llegado el día  señalado  para  el  remate  las posturas serán presentadas por escrito en el que 
se indica el domicilio del postor para las notificaciones que  fuere necesario hacerle, las mismas 
que se presentaran ante el secretario del juzgado. El C.P.C señala que  podrán ser presentadas desde 
las catorce horas hasta las dieciocho horas del día señalado para el remate 
el  Secretario  de  la  coactiva, tiene la  obligación  de anotar al pie de cada postura el día y la hora  
en que hubiera sido presentada, autorizando con su firma. 
  
3.10.4.  Calificación de Posturas. 
 
Para la calificación de las posturas, el juez ante quien se realiza el remate debe observar las 
diferentes disposiciones  que tratan de ellas.  El término para calificar las posturas  es de tres días 
posteriores al del remate según el Art 462 del C.P.C esta calificación debe ceñirse a los siguientes 
requisitos: 
 
 La cantidad, prefiriendo que cubra de contado el crédito, interés, y costas del ejecutante, 
esto es que no se tome en cuenta el crédito de los terceristas coadyuvantes;  
 los plazos, porque mientras menor sea el plazo será más fácil satisfacer no solo el crédito 
del ejecutante sino también de los terceristas coadyuvantes, también el plazo no puede 
exceder de cinco años, contados desde el día del remate; cuando se ofrezca a plazos, es de 
rigor que se tenga en cuenta si el postor ofrece o no el pago de por lo menos el interés 
legal, por anualidades adelantadas. 
Estas son exigencias de carácter legal; pero si es conveniente  que el postor, pida que se le 
entregue  el bien rematado libre de todo gravamen y que sea de cuenta del remate el pago de los 
impuestos fiscales o municipales, las costas de la escritura y de cualquiera otra solemnidades de la 
venta, aunque la segunda exigencia puede influir en la calificación, porque si del producto del 
remate, se va a pagar los gravámenes de la venta, lógicamente rebaja el monto del producto para 




La calificación de posturas se decide mediante auto, en el que se determina con claridad lo 
que cada uno de los postores ha ofrecido; evitando que las posturas contengan condiciones 
suspensivas, para el pago del precio de la cosa rematada. 
 
Cuando hay dos o más posturas que se conceptuaren iguales, el juez de considerar que son 
las mejores, dispondrá que se notifique a los postores que las hubiere presentado, para que haya una 
subasta para adjudicar al mejor postor. En este caso no se admitirán otros postores sino los 
llamados para la correspondiente diligencia, y todo lo que ocurra se hará constar en acta que debe 
ser firmada por el juez, por los postores que quisieron hacerlo  y por el secretario de acuerdo el Art. 
465 del C.P.C. 
 
El auto de calificación de posturas como es obvio se notifica a todos los interesados, quienes 
pueden interponer  recurso de apelación, exceptuando el ejecutado, quien solo puede apelar, cuando 
la postura declara preferente fuere inferior a las dos terceras partes del avaluó  y en este caso tendrá 
recurso de hecho se diría que el ejecutado puede apelar cuando la postura fuere inferior al cincuenta 
por ciento del avalúo , esto es cuando no se hubiere presentado postores en el primer señalamiento, 
y se fije nuevo día y hora para el remate, sobre la base de la mitad del precio del avaluó. Dentro de 
tres días posteriores al del remate, el juez procederá a calificar las posturas, teniendo en cuenta la 
cantidad los plazos y demás condiciones. Preferirá, en todo caso, las que cubran de contado el 
crédito, interés y costas del ejecutante.  
 
3.10.5. Consignación previa a la Adjudicación. 
 
Una vez ejecutoriado el auto de calificación, o resuelto la apelación, el ejecutor ordena que 
se consigne el valor ofrecido de contado dentro de cinco días. 
 
Si el primer postor no efectúa esa consignación, se declarará la quiebra del remate y se notifi
cará al postor que le siga en preferencia, para que también en cinco días, consigne la cantidad por él




El auto de adjudicación de los bienes rematados, tiene que hacerse al mejor postor, una vez 
ejecutoriado el auto de adjudicación, y al hacerse la adjudicación debe describirse la cosa rematada, 
descripción que debe contener si se trata de mueble, el servicio para el que se lo destina, indicando 
en lo posible el año de fabricación, el modelo, el color y otros detalles, si es un automotor se 
indicara el modelo, el cilindraje, el motor, la capacidad, matrícula y otros detalles, si el bien 
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rematado es mueble, y queda un saldo, que es muy raro, porque en el remate de bienes muebles 
todo pago se hará de contado, el bien prendado se conservara en poder del acreedor prendario, esto 
es que solo cabe la prenda civil, o prenda ordinaria de comercio en la que se desplaza la tenencia de 
la cosa hacia el acreedor. 
Cuando se trate de remate de bienes raíces, la descripción de la cosa adjudicada es: la 
ubicación, parroquia, cantón y provincia, los linderos y la cabida aproximada de la cosa rematada, 
cuando hay edificaciones, la calidad, el número de plantas y el volumen parcial y total de todo. 
 
En el auto de adjudicación debe disponerse que  una copia certificada de esa providencia se 
protocolice e inscriba para que sirva de título de propiedad. 
 
En la adjudicación de los bienes rematados se hará a favor del mejor postor una vez 
ejecutoriado el Auto de Calificación, en caso de quiebra del remate se adjudicara dichos bienes 
siguiendo el orden de preferencia establecido en el Auto de calificación
39
, al hacer la adjudicación 
se describirá la cosa adjudicada y se dispondrá que una copia de esa providencia se protocolice e 
inscriba para que sirva  de título de propiedad. 
 
El auto de adjudicación contendrá la descripción de los bienes, los saldos del valor de las 
posturas, ofrecidas a plazo, devengaran el máximo de interés convencional permitido por la ley. 
Para seguridad del pago de esos saldos  y sus intereses, los bienes rematados quedarán gravados 
con hipoteca, prenda industrial o especial, según corresponda las que se inscribirán en los registros 
al mismo tiempo que el traspaso de la propiedad. 
 
3.10.7.  Entrega Material. 
 
En la legislación civil ecuatoriana, no hay disposición, que regule la entrega material de la 
cosa vendida, sobre todo cuando se trate de la venta de bienes raíces, que no se reputan perfectas  
ante la ley, mientras que no se ha otorgado escritura pública o conste en los casos de  subasta, del 
auto de adjudicación debidamente protocolizado e inscrito, esto es, que no se establece, una forma 
objetiva de tradición material, como lo prevé el Art. 487 del Código de Procedimiento Civil, por 
esta razón suelen producirse conflictos para la entrega de bienes raíces porque, no basta la tradición 
por la inscripción del título según el Art. 121 del Código Civil, ya que no hay la entrega material de 
la cosa comprada; y no en pocas ocasiones los vendedores de bienes inmuebles se resisten a la 
entrega. 
 
                                                          
39 Código de Procedimiento Civil, Art. 463. 
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La tradición material según el Art. 487, se aplica tanto a los bienes muebles como a los 
inmuebles, pero tratándose de remate de acciones y derechos incluidos en el bien raíz, no cabe la 
entrega material, de manera que para ello es necesario que se proceda a la partición de la cosa raíz 
rematada. 
Sobre esta situación, se ha pronunciado tanto la doctrina como la jurisprudencia ecuatoriana, 
en el sentido de que no es aplicable al caso de remate de derecho y acciones de inmuebles del Art. 
487, ni cuando un tercero hubiera adquirido el dominio de la cosa rematada, en virtud de otro título 
diferente al remate. 
 
3.10.8.  Terminación y archivo del Proceso Coactivo. 
 
En cuanto a la solución o pago, se debe señalar que éste puede producirse mediante el 
ingreso de la deuda ya sea por el deudor, responsable o tercero a nombre de estos, no solo en el 
plazo de tres días, indicado en el auto de pago, sino también en cualquier momento antes de 
cerrarse el remate o la subasta de los bienes.  
 
Solución o pago efectivo.- con lo que queda extinguida la obligación y por tanto termina lo que se 
ha denominado el procedimiento administrativo de ejecución. El pago, en este caso, deberá 
comprender la deuda, los intereses y las costas. 
 
Dimisión de bienes.- señalamiento que hace el deudor de bienes que necesariamente deben ser 
equivalentes a la deuda, interés, figura jurídica no muy utilizada en la práctica puesto que genera 
una grave pérdida patrimonial para el deudor al señalar bienes de su patrimonio, que al final son 
efectivizados con cargo a la deuda solo a través del remate de los mismos en pública subasta con 
valores inferiores a los de su avaluó,  por ello es que en ciertos casos la administración que ejerce la 
coactiva puede aplicar la figura  de DACION EN PAGO o pago con bienes al equivalente de la 
deuda que genero la coactiva bienes que pueden ser vendidos  en pública subasta al mejor postor  
sobre su base de avaluó. Solicitar al acreedor o juez coactivo facilidades de pago a través de 
convenios. 
 
 Además, como hemos visto a lo largo de esta investigación la ejecución puede culminar con el 
remate o subasta de los bienes, en cuyo caso el producto. servirá para pagar el crédito del 
ejecutante. 
 
 El juez de coactivas puede ordenar el embargo de los bienes que tenga debidamente 




Una vez extinguida la obligación y por medio de una providencia es ordenado por el juez de 
Coactivas, el archivo del Juicio Coactivo, y el levantamiento de las medidas cautelares en el caso 
de haberse dispuesto en el Auto de Pago. 
 
Juicio Coactivo No 0999-JC-2012 
 
Ministerio de Relaciones Laborales 
Juzgado de Coactivas 
Providencia de Archivo 
 
Juzgado de Coactivas del Ministerio De Relaciones Laborales.-Quito, a los diez días del mes de 
diciembre de dos mil doce, siendo las 09H30.- VISTOS: Ab. Daniela Barragán Calderón, en virtud del 
Acuerdo Ministerial No. 194, de fecha dieciséis de noviembre de dos mil doce, habiendo sido designada 
Jueza de Coactivas de Quito del Ministerio de Relaciones Laborales, avoco conocimiento de la presente 
causa.- En lo principal y dentro del juicio coactivo 0999-JC-2012, seguido por el Ministerio de 
Relaciones Laborales contra NUHOTELS S.A.así como de su representante legal, señor/aMACIAS 
DAVILA IVAN GONZALO, por haberse extinguido las obligaciones contenidas en el auto de pago 
0999-JC-2012del trece de agosto de dos mil doce.- DISPONGO: I.- Archivar el presente procedimiento 
de ejecución coactiva.- II.- Revocar la medida cautelar de retención de los fondos y créditos, presentes y 
futuros, del deudor NUHOTELS S.A.así como de su representante legal, señor/aMACIAS DAVILA 
IVAN GONZALOque mantenga en cuentas corrientes, de ahorro, inversiones, créditos por pagos de 
vouchers por consumos por tarjetas de crédito o a cualquier otros títulos, en todas las instituciones del 
sistema financiero, por un monto de $ 4964 (CUATRO MIL NOVECIENTOS SESENTA Y 
CUATRO 00/100 DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA) más intereses, dictada 
el trece de agosto de dos mil doce; para el efecto ofíciese esta orden al señor Superintendente de Bancos 
para que proceda inmediatamente.- III.- Revocar la medida cautelar de prohibición de enajenar el/los 
vehículo(s) registrado(s) a nombre del coactivado NUHOTELS S.A., así como de su representante 
legal, señor/aMACIAS DAVILA IVAN GONZALOdictada el trece de agosto de dos mil doce; para el 
efecto ofíciese esta orden a la Agencia Nacional de Regulación y Control del Transporte Terrestre, 
Tránsito y Seguridad para que proceda inmediatamente.- Actúe  como Secretario (a) el  Ab. Andrés 
Balladares.- CUMPLASE Y NOTÍFIQUESE.- 
 
________________________ 
JUEZA DE COACTIVAS 
 
Proveyó y firmó la Providencia que antecede, la………………..., JUEZA DE COACTIVAS 
DE QUITO DEL MINISTERIO DE RELACIONES LABORALES, a los a los diez días del 










4.1.  La Constitución de la República y su influencia en el Derecho Civil 
 
Cuando hablamos de la Constitución de la República del Ecuador, estamos frente a un 
principio general, como es el de seguridad jurídica pero que comprende aquello.  
 
La seguridad jurídica se justifica o fundamenta, en el respeto a la constitución y en la 
existencia de normas jurídicas previas, pero esta deben atenerse a la claridad de su contenido, tiene 
que ser públicas y aplicadas por las Autoridades, que además deben cumplir y hacer cumplir 
 
El Capítulo octavo, que habla sobre los Derechos de protección específicamente en el Art. 76 
de la Constitución de la República del Ecuador señala en su numeral 7 del mencionado artículo 
algunas garantías que las personas podrán hacer uso, respecto del derecho de defensa.  
 
El numeral 7 del Art. 76 literal b) dispone: “contar con el tiempo y los medios adecuados, para la 
preparación de su defensa”40 aquí nos hace referencia a las garantía que tiene las personas las mismas 
que podrán hacer uso del derecho a la defensa, cuando un trámite judicial se encuentren en 
procesamiento, las partes tienen la facultad  de preparar la defensa, con el tiempo y los medios 
necesarios para de esa manera garantizar sus derechos ya que ninguna persona puede quedar en 
indefensión en los procesos judiciales por lo que el JUICIO COACTIVO debe guardar la respectiva 
armonía que evite transgredir el precepto jurídico. El literal c) dispone “ser escuchado en el 
momento oportuno y en igualdad de condiciones” esto quiere decir que ningún proceso y ninguna 
autoridad sea administrativa o judicial podrán actuar sin antes haber escuchado al que ejerza su 
defensa en un campo de igualdad e imparcialidad. El literal h) dispone “presentar en forma verbal o 
escrita las razones  o argumentos de los que se crea asistida y replicar los argumentos de las otras 
partes; presentar pruebas y contradecir las que se presenten en su contra”. 
 
El capítulo sexto que habla de los derechos de libertad establece que toda persona tiene el 
derecho a dirigir quejas, cuando una autoridad o un funcionario público ha atentado contra los 
derechos ciudadanos, las quejas pueden ser  presentadas en forma individual, personal por las 
personas afectadas o pueden hacerlo en forma colectiva, no se podrán dirigir quejas a nombre del 
pueblo ya que existen mecanismos constitucionales para hacerlo a nombre del pueblo. 
                                                          
40 Constitución de La Republica, Art. 76, Literal B. 
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Las respuestas a las quejas  deben ser motivadas, esto es, razonadas, que contengan los 
fundamentos constitucionales, legales o administrativos que se requieran para el caso los mismos 
que deberán contener los fundamentos de hecho y de derecho para la aceptación de la queja o para 
su negativa. 
 
Los procesos están obligados a obedecer la constitución,  caso contario se produciría la 
violación inminente de la misma. Las normas generales, sobre las obligaciones que es lo 
fundamental que trata el estudio jurídico y temática propuesta, sobre la inobservancia  del debido 
proceso en la Jurisdicción Coactiva, cuando no se  permite excepcionar al recurrente, sin haberse 
cubierto una obligación o pese haber presentado un recurso este juicio no se suspense al contrario 
sigue. 
 
4.2. Enjuiciamiento Civil. 
 
Para iniciar el estudio del enjuiciamiento civil  comenzaremos  señalando que las personas 
que intervienen en un juicio son: 
 
 Actor. Es la persona que presenta una demanda contra otra persona, en reclamación de un 
derecho.  
 Demandado. Aquel contra quien se la intenta. 
 
En todo juicio van a concurrir las partes personalmente o por medio de su representante legal 
o procurador judicial el mismo que debe legitimar su personería desde que comparece al juicio a 
menos que por graves motivos no pueda presentar, el juez concederá un término de quince días 
pero si se hallare en el exterior será de sesenta. 
 
El Art. 57 del Código Procedimiento Civil  señala: JUICIO “Contienda legal sometida  a la 
resolución  de los jueces”41, según la cuantía fijada por el actor se sustanciara la causa. La cuantía se 
fijara tomando en cuenta los intereses líquidos del capital, los mismos que estarán pactados en el 
documento con que se proponga la demanda, y los frutos que se hubieren liquidado antes de 
proponerla.   
 
El Código de Procedimiento Civil en su Art. 64, señala cuales son los actos preparatorios: 
“todo juicio principia por la demanda pero podrán preceder a ésta los siguientes actos preparatorios. 
 
                                                          
41 Código de Procedimiento Civil, Art. 57 
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1. Confesión Judicial. 
2. Exhibición de la cosa que haya de ser objeto de la acción. 
3. Exhibición y reconocimiento de documentos. 
4. Información sumaria o de nudo hecho, en los juicios de posesión efectiva, apertura de testamento y 
en los demás expresamente determinados por la ley. 
5. Inspección Judicial”.42 
 
Todo juicio principia con la demanda a los que podrán proceder estos cinco actos 
preparatorios. Las diligencias previas, son por su naturaleza no devolutivas, porque deben ser 
resueltas  por el mismo órgano de la jurisdicción, es decir por el juez de lo civil. Es importante 
realizar un análisis de cada uno de los actos preparatorios: 
 
 Confesión Judicial. Según el Art. 122  del C.P.C expresa “es la declaración o reconocimiento 
que hace una persona, contra sí misma, de la verdad de un hecho o de la existencia de un 
derecho”. 
 La exhibición de la cosa que haya de ser objeto de la acción, solo puede ser deducida por 
quien pretende reivindicar o pedir el remate de una cosa o mueble contra quien la tiene, en lo 
que tiene que ver con el objeto se refiere a la exhibición de una cosa mueble quedando fuera 
las inmobiliarias. 
 La exhibición y reconocimiento de documentos, es una diligencia judicial y debe pedirse 
dentro del término establecido. 
 La información sumario o de nudo hecho se utiliza en los juicios de posesión efectiva, apertura 
de testamento, no es necesaria la citación previa. 
 La inspección judicial.- percepción y apreciación directa de los hechos por el juez. 
 
Demanda.- es el acto en el que el demandante deduce su acción o formula la solicitud o 
reclamación que ha de ser materia principal del fallo, la demanda debe ser clara y contendrá los 
requisitos: 
 
 La designación del juez ante quien se la propone este se refiere al competente según el asunto 
que se trate, por ejemplo en el juicio ejecutivo se propone ante el juez de lo civil. 
 Los nombres completos, estado civil, edad y profesión del actor y los nombres completos del 
demandado. Esto viene a ser la identificación de cuál es la persona demandada y las 
generalidades de ley del actor. 
                                                          
42 Código de Procedimiento Civil., Art. 64 
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 Los fundamentos de hecho y de derecho, expuestos con claridad y precisión. Corresponde  a la 
fundamentación de la reclamación, es decir al señalamiento de los hechos o antecedentes de lo 
que se deriva el derecho en el que fundamenta el actor su demanda. Donde más se aplica es en 
el juicio ejecutivo ya que para iniciar esta acción es necesario acompañar a la demanda el 
título que reúna las condiciones  de ejecutivo. 
 La cosa cantidad o hecho que se exige se trata de señalar claramente lo que se pide es decir se 
delimita el verdadero objeto del proceso. 
 La determinación de la cuantía: es el valor del objeto que se reclama ahí se debe tomar en 
cuenta  los intereses del capital. 
 La especificación del trámite que debe darse a la causa, debe señalarse el trámite 
correspondiente a la demanda. 
 La designación del lugar en que debe citarse al demandado, y la del lugar donde debe 
notificarse al actor. Este último numeral se refiere a los demás requisitos que la ley exija para 
cada caso. 
 
Potestad Jurisdiccional, es el poder atribuido con exclusividad a determinados órganos del 
estado, para que en actividad eminentemente aplicativa del derecho objetivo, juzguen y hagan 
ejecutar lo juzgado o resuelvan el litigio con sujeción a las normas positivas. Jurisdicción es 
sinónimo de potestad jurisdiccional o de imperium, investidura que corresponde a sus únicos 
titulares que no son otros  que los órganos del Estado a quienes la constitución denomina órganos 
de la Función judicial. 
 
El (Código de Procedimiento Civil, Art. 941), dispone: “El procedimiento coactivo tiene por 
objeto hacer efectivo el pago de lo que por cualquier concepto se le deba al estado y a sus 
instituciones que por ley tiene este procedimiento; al Banco Central del Ecuador  y a los Bancos del 
sistema de crédito al instituto ecuatoriano de seguridad social y las demás que contemple la ley”. El 
Estado  a través de sus entidades públicas encargadas por la ley ejerza el procedimiento coactivo, 
los documentos que deben acompañarse deben ser considerados títulos ejecutivos con lo cual se 
exige  el pago de la obligación con rigurosidad y rapidez. En el campo jurídico, podemos decir que 
título valor es un documento suficiente para demostrar la existencia de un derecho que no requiere 
prueba adicional. Son títulos ejecutivos los que la ley expresamente así lo califica. 
 
Para que se ejerza la coactiva es necesario que la deuda sea liquida, determinada y de plazo 
vencido cuando lo hubiere
43
. Las instituciones públicas pueden tramitar el procedimiento coactivo 
cuando la deuda sea LIQUIDA, cuya cuantía se haya determinado o pueda determinarse, cuando no 
                                                          
43 Código de Procedimiento Civil, Art. 941.  
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es líquido se citara al deudor para que dentro de veinte y cuatro horas, nombre un perito contador 
que practique la liquidación junto con el que designe la servidora o servidor recaudador, si el 
deudor no designa perito contador, verificara la liquidación sólo el que designe la servidora o 
servidor en caso de desacuerdo  entre los dos peritos, decidirá un tercero nombrado por el mismo 
funcionario en virtud del Art. 949 del Código Procedimiento Civil  DETERMINADA, cantidad 
precisa  de lo que se debe, PLAZO VENCIDO; la deuda ha pasado el tiempo que debió pagarse. 
 
En el Auto de Pago se debe fundamentar en la orden de cobro que la deuda sea  liquida, 
determinada y de plazo vencido, el recaudador ordenará que el deudor o fiador pague la deuda o 
dimita bienes  dentro de tres días contados desde que se le hizo saber esta resolución apercibiéndole 
que de no hacerlo, se embargaran bienes equivalentes  a la deuda, interés y costas conforme  el Art. 
951 del C.P.C. 
 
Es interesante acotar que la facultad del ejercicio de la jurisdicción coactiva se encuentra 
debidamente reglamentada dentro del Código de Procedimiento Civil, en que se establece que el 
recaudador ejerce la función de Juez y que tiene los derechos del ejecutante. Tanto en materia 
tributaria cuanto en materia civil e incluso administrativa  los derechos del contribuyente o 
coactivado están salvaguardados abriéndose la posibilidad de recurrir ante el órgano jurisdiccional 
sea con excepciones, luego con incidentes o con apelaciones dependiendo de la instancia  
 
4.3.   Excepciones en la Jurisdicción Coactiva 
 
El deudor tiene la extraordinaria facultad para oponerse al funcionario ejecutor ante el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo a través del juicio de excepciones para el cual dispondrá 
del termino de treinta días  contados desde el día hábil siguiente al de la citación con el auto de 
pago, lo que debería generar la suspensión del procedimiento de ejecución mientras se ventile la 
causa en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo.  
 
Esta institución de las excepciones, es la cristalización  del derecho que tiene el coactivado a 
hacer uso de su acción contradictoria que hasta antes de esta fase podría estimarse de limitada 
fuerza en los efectos que pretende obtener y que se encuentra debidamente puntualizados en el Art. 
968 del Código de Procedimiento Civil con la única y exclusiva limitación que se contempla en el 
primer inciso del articulo posterior, el Art 969 señala “las excepciones se propondrán solo antes de 
verificado el remate de los bienes embargados en el procedimiento coactivo”, no se ha conocido 
casos de embargos, avalúos y remates de bienes sino como consecuencia  de un juicio no así como 




Las causa de excepciones a la coactiva jamás podrán ser consideradas como incidentes, y 
peor aún que se tramite incidentes dentro de la coactiva, a excepción del caso de las tercerías que 
puntualiza debidamente la sección trigésima del Código de Procedimiento Civil, por ello que el 
postulado general de la coactiva, establece que no se admitirán excepciones en este tipo de causas y 
si así lo hiciere serán desechadas de plano” y que para efectos de planteamiento de tercerías  
excluyentes  de dominio, estas deberán tramitarse   por cuerda separada a la causa coactiva; e 
inclusive si permite esta institución la interposición del recurso de segunda instancia que es la 
interposición de un recurso ante la autoridad superior ante un fallo o resolución no favorable del 
juez común u ordinario en el caso concreto de las excepciones. 
 
La excepción permite a la parte coactivada que proponga o interponga apelaciones y recursos 
comunes a todas las causas, pudiéndose llegar inclusive a la casación, no se ha conocido una causa 
coactiva en que se concluya dictando sentencia  sino única y exclusivamente concluyendo con la 
fase de ejecución o el correspondiente mandamiento para por cuerda separada ejercer ante la 
justicia común el derecho a plantear la causa de insolvencia  
 
Cuando los coactivados no acepten las pretensiones de la administración pueden comparecer 
al Tribunal de Lo Contencioso Administrativo a presentar la demanda en contra de las autoridades 
de la entidad que emitió el acto administrativo las mismas que se encuentran establecidas en el 
reglamento para el ejercicio de la jurisdicción coactiva en su Art.- 28 que dice “dictado y citado el 
respectivo auto de pago, el juez de Coactiva conocerá de las excepciones plantadas por el deudor 
coactivado, únicamente cuando este hubiere consignado la cantidad a que asciende la deuda, su 
intereses y costas judiciales, ante el órgano judicial competente. 
 
Para la resolución de las excepciones que se planteen en contra de los procesos coactivos, el 
juez deberá observar el  Art. 629 del Código de Trabajo y 968 del Código de Procedimiento Civil 
que indica: “Serán admisibles las excepciones que se deduzcan en juicio coactivo. La consignación 
no significa pago. 
 
Para que el trámite de las excepciones suspenda la ejecución coactiva, será necesaria la 
consignación de la cantidad a que asciende la deuda, sus intereses y costas, aún en el caso de que 
dichas excepciones propuestas versaren sobre falsificación de documentos o sobre prescripción de 
la acción. 
 
Las excepciones contra el procedimiento coactivo, se aceptaran después de consignada la 
cantidad a que asciende la deuda, sus intereses y costas. No se admitirán la consignación cuando las 
excepciones versaren sobre falsificación de documentos con que se apareja la coactiva o sobre 
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prescripción de la acción, las excepciones  se propondrán solo antes de verificado el remate de los 
bienes embargados en el procedimiento coactivo. Las excepciones deducidas sin previa 
consignación, serán desechadas de plano por el empleado recaudador. Lo cual atenta directamente 
al derecho constitucional de DEFENSA, si en la coactiva  se aplica esta disposición  que se 
transcribe, se está de hecho, transgrediendo, el principio constitucional, en consecuencia esa 
disposición es inaplicable a la Constitución de la República, en su Art. 76 numeral 7 
 
 “manda que el derecho de defensa de las personas incluya las siguientes garantías: 
 
a). Nadie podrá ser privado del derecho de defensa en ninguna etapa o grado del 
procedimiento: 
b) Contar con el tiempo y los medios adecuados para la preparación de su defensa. 
c) Ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones. 
d) Presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos de lo que se crea asistida y a 
replicar los argumentos de las otras partes; presentar pruebas y contradecir las que presenten 
en su contra”.44 
 
El Código De Procedimiento Civil del Ecuador establece que las excepcione pueden ser 
dilatorias o perentorias. Son dilatorias las que tienden a suspender o retardar la resolución de fondo; 
y perentorias las que extinguen en todo o en parte la pretensión a que se refiere la demanda de 
acuerdo al Art. 99. 
 
“Excepciones dilatorias más comunes son, o relativas al juez, como la de incompetencia; o al 
actor, como la  falta de personería; por incapacidad legal o falta de poder; o al demandado, 
como la de excusión u orden; o al modo de pedir, como la de contradicción o 
incompatibilidad de acciones; o al asunto mismo de la demanda , como la que se opone 
contra una petición hecha antes  del plazo legal o convencional; o a la causa  o al modo de 
sustanciarlo, como cuando se pide  que se acumulen los autos para no dividir la continencia 
de la causa, o que a ésta otra sustanciación”.45  (Código Procedimiento Civil, Art. 100) 
 
  “las excepciones se deducirán en la contestación a la demanda, las perentorias más 
comunes son: la que tiene por objeto sostener  que se ha extinguido la obligación 
por uno de los modos expresados en el Código Civil, y la de cosa juzgada” (Código 
de Procedimiento Civil, Art. 101). 
 
 
                                                          
44 Constitución de la República del Ecuador, 2008 




4.4   Requisitos para presentar las excepciones 
 
Nuestra ley habla de recurso, sin hacer diferencia entre el recurso administrativo 
jurisdiccional y el recurso jerárquicamente administrativo. Entre los tratadistas, el argentino Rafael 
Bielsa acepta como recurso contra actos administrativos: el jerárquico, el de revocación, el de 
anulación y el de plena jurisdicción en tanto que el francés Georges Vedel distingue el recurso 
administrativo del recurso contencioso con mayor propiedad. Los recursos administrativos se 
plantean ante una autoridad administrativa y concluye en una decisión ejecutoria que es el acto 
administrativo, cuya ejecución no puede suspenderse y es de cumplimiento obligatorio esto son el 
recurso de gracia y el recurso jerárquico; expresando a  continuación que los recursos contenciosos 
son los que se plantean ante un juez alegando motivos jurídicos, invocando los argumentos de 
derecho o de hecho susceptibles de tener un alcance jurídico y culminan con una sentencia. 
 
Una vez presentada las excepciones, en cuyo caso el procedimiento pasa a competencia de la 
Función Judicial, bajo el trámite que le sigue. No se admitirán las excepciones del deudor, sus 
herederos o fiadores contra el procedimiento coactivo, sino después de consignada la cantidad a 
que asciende la deuda, sus intereses y costas.  
 
La consignación no significa pago. Las consignaciones no serán exigibles cuando las 
excepciones propuestas versaren únicamente sobre falsificación de documentos con que se apareja 
la coactiva, o sobre prescripción de la acción salvo lo dispuesto en leyes especiales. Las 
excepciones se propondrá solo antes de verificado el remate de los bienes embargados en el juicio 
coactivo (Art. 969 ibídem). 
 
Las excepciones deducidas sin previa consignación, serán desechadas de plano por el 
empleado recaudador, como lo serán también las deducidas después de término se continuara la 
ejecución coactiva prescindiendo de ellas. 
 
Si el recaudador no fuere citado con el escrito de excepciones, en los seis días  siguientes en 
que tuvo lugar el depósito, caducara el derecho de continuar el juicio en que se las propuso y el 
mismo funcionario declarara concluida la coactiva, como si la consignación hubiera sido en pago 
en efectico (Art.- 970 ibídem). En el inciso tercer del Art. 968 del Código de Procedimiento Civil 
para presentar la excepción ante el juez competente, el deudor acompañara prueba de la 




Cabanellas de Torres Guillermo nos manifiesta que se entiende por consignación  “depósito 
judicial de una cantidad reclamada o debida, para evitar el embargo o salvaguardar una responsabilidad 
aun con reserva de negar la deuda o su exigibilidad”. 
 
El juez cerciorándose de la consignación y deposito, si a ello hubiere lugar, según el Art.968 
del Código de Procedimiento Civil, ordenara que en el libro correspondiente se copie el escrito de 
excepciones, y proveerá el escrito dando traslado de las excepciones al empleado, contratista o 
subrogado, según el caso, por el término de dos días (Art. 972 ibídem). A petición del recaudador, 
o de oficio,  se citarán las excepciones a la autoridad superior de la que emanó la orden de 
coactivas, la que podrá intervenir en la causa y responderá de los perjuicios y costas en su caso. 
 
Si las excepciones fueren deducidas respecto de un procedimiento coactivo iniciado a 
petición de un contratista, a este se le hará  la citación, y con el continuara el juicio debiendo 
responder, en su caso, de las costas, daños y perjuicios de acuerdo al Art. 973 del código de 
Procedimiento Civil. 
 
Oído el empleado recaudador, o en rebeldía, el juez recibirá la causa a prueba por el termino 
de diez días, si hay hechos que justificar (Art. 974 ibídem).Vencido ese término, o si las 
excepciones fueren de puro derecho, se concederán dos días  para que aleguen las partes. Con los 
alegatos o en rebeldía, se pronunciara sentencia previa notificación (Art. 975ibidem). En la 
sentencia se condenara al pago de daños y perjuicios y costas al empleado recaudador  que hubiere 
procedido contra las prescripciones anteriores (Art. 976 ibidem). 
 
La sentencia contendrá la orden de que el depositario entregue  el dinero depositado a la 
parte a quien haya favorecido el fallo. 
 
La sentencia será susceptible de recurso de segunda instancia, para ante la Corte superior de 
justicia, si dicha suma excede de quinientos dólares de los Estados Unidos de América. (Art. 
977ibidem). 
 
En segunda instancia se podrá conceder el término de seis días para la prueba, vencido el 
cuál se fallara  sin otra sustanciación. 
 
Si el juicio en que se discuten las excepciones, se suspendiere por treinta días hábiles, antes 
de la sentencia de primera instancia, el juicio quedara terminado a favor de la institución acreedora  




Hasta la expedición de la resolución obligatoria de la Corte Suprema de Justicia de 14 de 
julio de 2004, publicado en el R.O.418 de 10 de septiembre del 2004, había confusión respecto del 
juez competente para conocer el juicio de excepciones a la coactiva por crédito no tributarios. Se 
sostenía que las excepciones a la coactiva por constituir impugnación a un acto administrativo, 
debe sustanciarse  ante los tribunales de lo contencioso administrativo, y por ser demandas  contra 
el Estado  debe contarse  con el Procurador General del Estados 
 
La ley de lo contencioso administrativo en su Art. 30 y 31, establece que la demanda debe 
ser clara y contener: 
 
a) El nombre del actor e indicación de su domicilio y lugar donde deben efectuarse las 
notificaciones en la ciudad de Quito, sede del Tribunal, y dentro del perímetro legal. 
b)  La designación del demandado y el lugar donde debe ser citado. 
c)  La designación de la autoridad, funcionario o empleado de quien emane la resolución o acto 
impugnado. 
d)  Los fundamentos de hecho y de derecho expuestos con claridad y precisión. 
e)  La indicación de haber precedido la reclamación administrativa del derecho, en los casos 
expresamente señalados por la ley, ante los funcionarios competentes, y su denegación por 
parte de éstos. 
f)  La pretensión del demandante. 
g) La enunciación de las pruebas que el actor se propone rendir. 
 
Mientras que el Art. 31establece que  al escrito de demanda deben acompañarse necesariamente: 
 
a) Los documentos justificativos de la personería cuando no se actúe en nombre propio, a menos 
que se haya reconocido dicha personería en la instancia administrativa. 
b) La copia autorizada de la resolución o disposición impugnada, con la razón de la fecha de su 
notificación al interesado, o, en su defecto, la relación circunstanciada del acto administrativo que 
fuere impugnado. 
c) Los documentos que justifiquen haber agotado la vía administrativa y que el reclamo ha sido 
negado en ésta. 
 
Se entenderá haber negativa si transcurrieren treinta días sin que la autoridad administrativa 
que pudo dejar sin efecto el acto lesivo, haya dado resolución alguna, salvo el caso que la ley 
señale un plazo especial. El Art. 30 de la ley de Modernización del Estado  establece  que los 
Tribunales Distritales de lo contencioso Administrativo  y de lo fiscal, dentro de la esfera de su 
competencia, conocerán y resolverán de todas las demandas y recursos derivados de actos, 
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contratos, hechos administrativos y reglamentos expedidos suscritos o producidos  por las 
entidades del sector público. El administrado afectado presentara su demanda  o recurso ante el 
tribunal que ejerce jurisdicción en el lugar de su domicilio. No se exigirá como requisito previo 
para iniciar cualquier acción judicial contra las entidades  del sector público la proposición del 
reclamo y agotamiento en la vía administrativa. Empero de iniciarse cualquier acción judicial 
contra alguna institución del sector público, quedara insubsistente todo el reclamo que sobre el 
mismo asunto se haya propuesto por la vía administrativa. 
 
La Ley de lo Contencioso Administrativo señala que al procedimiento de ejecución de 
créditos fiscales, locales o seccionales o de las instituciones públicas que proceden de resoluciones 
firmes de la Contraloría General, no podrán proponerse otras excepciones que las siguientes: 
 
1) Incompetencia del funcionario ejecutor; 
2) Ilegitimidad de personería del coactivado; 
3) Inexistencia de la obligación; 
4) Extinción total o parcial de la obligación por alguno de los modos previstos en la Ley; 
5) Encontrarse en trámite o pendiente de resolución en la Contraloría General de la Nación un 
reclamo administrativo, petición de reapertura de cuentas u observaciones formuladas respecto al 
título o al derecho para su emisión; 
6) Duplicación de títulos respecto de una misma obligación y de una misma persona;  
7) Nulidad del auto de pago o del procedimiento de ejecución por falsificación del título de crédito; 
por quebrantamiento de normas que rigen su emisión o por falta de requisitos legales que afecten la 
validez del título o del procedimiento. 
 
No podrán oponerse las excepciones 2o. y 3o. de este artículo, cuando los hechos en que se 
fundamenten hubieren sido discutidos y resueltos en la etapa administrativa o en la contenciosa en 
su caso.  Las excepciones se presentarán ante el ejecutor, dentro de treinta días contados desde el 
día siguiente al de la notificación del auto de pago y su presentación suspenderá el procedimiento 
de ejecución, mientras el Magistrado de Sustanciación de la Sala a la que corresponda el sorteo, no 
disponga lo contrario por el mérito de las excepciones deducidas, por la circunstancia de hallarse 
vigente la caución rendida para el desempeño de su cargo, si el coactivado fuese o hubiere sido 
empleado público, o por haberse rendido fianza por el máximo que la Ley exige para cargos 
semejantes de no haber sido empleado caucionado. La providencia del Magistrado que ordene la 
suspensión se notificará al funcionario ejecutor, por oficio, sin perjuicio de la notificación por 
boleta en el domicilio que hubiere señalado. El funcionario ejecutor desechará de plano las 




Si el ejecutor se negare a recibir el escrito de excepciones, podrá ser presentado a éste por 
intermedio de cualquier autoridad administrativa o judicial, la que dispondrá que, dentro de veinte 
y cuatro horas, se notifique y entregue al funcionario ejecutor el mencionado escrito con la fe de 
presentación respectiva. 
 
En el mismo supuesto podrá presentarse directamente el escrito de excepciones en el 
Tribunal Contencioso Administrativo; y, en tal caso, el Presidente de este Organismo dispondrá 
que el Secretario General notifique la presentación de excepciones, mediante oficio, al funcionario 
ejecutor, ordenándole proceder. 
 
Señala que: “presentadas las excepciones en el término legal, o notificada su recepción en los 
casos previstos en el artículo anterior, el funcionario ejecutor remitirá al Tribunal Contencioso 
Administrativo, en el término de cinco días, copia del proceso coactivo, de los documentos anexos 
y de las excepciones deducidas, con las observaciones que estimare del caso. En la misma 
providencia que ordene la remisión al Tribunal Contencioso Administrativo, o por oficio, el 
funcionario ejecutor señalará domicilio en Quito para sus notificaciones”. (Estatuto de Régimen 
Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva Art. 58-D) 
 
Al escrito de excepciones son aplicables, en lo que fuere pertinente, las disposiciones de los 
Art. 30 y 32 de la Ley; y, si ninguna de las excepciones propuestas corresponde a las permitidas en 
el artículo primero de este Capítulo que por este decreto se manda añadir, o si el excepcionante no 
las aclara o completa en el tiempo que se le hubiere concedido para el efecto, la respectiva Sala del 
Tribunal las rechazará de plano, sin más sustanciación y dispondrá la continuación de la causa. 
 
Una vez recibidas las copias y más documentos del proceso coactivo, y verificado el sorteo 
entre las dos Salas, el Magistrado de Sustanciación de la que corresponda, mandará notificar el 
particular al excepcionante y al ejecutor si hubiere señalado domicilio en la sede del Tribunal. 
Mandará también notificar las excepciones y la razón de sorteo al Contralor General de la Nación y 
a la autoridad administrativa interesada de la Institución acreedora del crédito que se ejecuta, con 
quienes se contará en la causa. Los notificados de las excepciones tendrán el término de cinco días 
para que las contesten; y vencido este plazo, con la contestación o sin ella, se concederá término 
probatorio de haber hechos que justificar. En caso contrario, se notificará a las partes para 
sentencia. Vencido el término probatorio y actuado las diligencias pedidas por las partes a las que 
el Tribunal hubiere dispuesto de oficio, se pronunciará sentencia en el término de doce días. 
 
Si los vicios referentes al título de crédito o al procedimiento de ejecución fueren 
subsanables, como los que signifiquen errores de hecho o de cálculo que no conlleven la nulidad, se 
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ordenará en la sentencia que la Autoridad correspondiente verifique la enmienda, y efectuada, que 
continúe la ejecución. Cuando de la proposición de las excepciones o de la tramitación de éstas 
apareciere manifiesta la intención de solo provocar un incidente que retrase la ejecución, en la 
sentencia que las deseche se concederá en costas al excepcionante y podrá imponérsele, además, 
una multa. 
 
En todo lo que no estuviere expresamente previsto en este Capítulo se aplicarán las demás de 
este Código, y en su falta, las normas que regulan el Contencioso  Tributario y subsidiariamente las 
del Código de Procedimiento Civil. 
 
“los actos administrativos de cualquier autoridad del estado podrán ser impugnados tanto en 
la vía administrativa como en los órganos de la Función Jurisdiccional” (Constitución de la 
República del Ecuador, Art. 173) establece que. La palabra jurisdicción unida a la expresión 
contenciosa administrativa, señala la existencia de una función relativa a la decisión de los 
conflictos suscitados entre la administración pública y los administrados, con motivo de actos o 
hechos regidos por el derecho administrativo. La función jurisdiccional con respecto a la materia 
coactiva existe, la que tiene una función recaudatoria para entes del estado, aun cuando los entes se 
encuentren indistintamente puntualizados, sin embargo la jurisdicción es evidente pese a todo esto, 
porque el órgano al que se atribuye esa función es administrativamente parte del estado y está 
dotado de este beneficio especial por la función recaudatoria que se ejerce y el contenido de normas 
auxiliares y supletorias tanto el Código de Procedimiento Civil como del Código Tributario, según 
el caso. 
 
La jurisdicción coactiva, no dispone de tribunales especiales que se puedan llamar tribunales 
coactivos, ni existe el contencioso coactivo cuando hay una controversia entre un particular  
afectado en sus derechos y la administración, con motivo de un acto recaudatorio de esta última, 
pues para estos efectos  al contrario de las reclamaciones administrativas, dispone de un recurso 
ante el Tribunal Contencioso Administrativo competente para conocer el recurso de excepciones. 
Los tribunales contenciosos solo ventilan conflictos con motivo de la actividad administrativa 
regida por el derecho administrativo y que son llevados ante el órgano jurisdiccional por los 
administrados a quienes esa actividad lesiona sus derechos o intereses legítimos. 
 
Quizá es poco acertada la denominación de jueces de coactiva, dada la facultad que tienen a 
quienes se les confiere  jurisdicción, actuando la administración a través de sus representantes 
como actores quienes suscriben  como responsables en auto de pago con el que nace la coactiva. 
Es necesario señalar que las excepciones  a la jurisdicción especial coactiva se las plantea 
única y estrictamente ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, pues de acudir a un juez 
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de lo civil este sería incompetente, por disposición expresa de la ley. Verificando que no prescriba 
el derecho a proponerlo, a fin de que el presidente de este organismo disponga a través del 
secretario general se le notifique al ejecutor a través del oficio correspondiente, en el que se 
ordenara adicionalmente se remite en el término de cinco días, copias certificadas de todo el 
proceso coactivo, de los documentos anexos y de las excepciones deducidas, lo cual deberá el 
ejecutor remitirlo a través de una providencia, en la que adicionalmente o a través de un oficio 
independiente puede el funcionario ejecutor señalar domicilio para recibir notificaciones. 
 
4.5.   Legislación Comparada 
 
Existen legislaciones mixtas, como en la legislación ecuatoriana, que se desarrolla una parte  
del trámite de cobranzas, en el ámbito administrativo del poder ejecutivo y otra parte  de 
impugnaciones o tercerías  en la función judicial. En Colombia, el estado mantiene un sistema que 
se desarrolla  en el ámbito administrativo  de la función ejecutiva, por una excepción establecida en 
la constitución que saca este trámite  del ámbito de la función judicial, salvo el caso de apelaciones, 
excepciones y consultas, por lo que el caso colombiano también se lo puede calificar como mixto 
como el ecuatoriano. 
 
En Colombia las instituciones competentes  para realizar cobros coactivos aplican las normas 
sobre “ejecución para el cobro de deudas fiscales” del Código de Procedimiento Civil, utilizando 
como supletorias las del Procedimiento Ejecutivo General establecido en esa República para el 
cobro de deudas fundamentadas en documento ejecutivo. Tampoco se establece procedimientos 
diferentes para el cobro de créditos por cualquier concepto y por impuestos, todos se tramitan  de la 
misma forma. Allá los procesos ejecutivos  por jurisdicción coactiva se rigen por el código de 
procedimiento civil, a excepción de las competencias  para conocer de apelaciones, excepciones  y 
consultas  que son las establecidas  por el Código Contencioso administrativo. Debido a la 
comprensión sobre el principio de división de poderes, la Constitución Política Colombiana de 
1991,  estableció que excepcionalmente la ley podrá atribuir funciones jurisdiccionales, en materias 
precisas, a determinadas autoridades administrativas, como así sucede en los procedimientos 
coactivos que en Colombia tiene carácter jurisdiccional excepcional 
 
En Venezuela la tramitación de cobranzas ejecutivas del Estado, sean tributarias o no, se 
desarrollan íntegramente  ante la función judicial, sea esta la justicia ordinaria o el tribunal 
contencioso tributario. En la república de Venezuela al contrario del Ecuador se observa el 
principio de división de poderes sin excepciones porque la cobranza de créditos fiscales, ya sea 
tributos o de otro tipo siempre es judicial. Cuando se trata de créditos de cualquier clase son 
competentes los jueces ordinarios y deben seguir el trámite de ejecución de créditos  fiscales 
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contemplados en el Código Civil de esa República, y cuando se debe cobrar tributos, es competente 
el Tribunal Contencioso Tributario y el trámite se realizara observando el Código Orgánico 
Tributario. 
 
En Perú es diametralmente opuesto al venezolano, porque el trámite de ejecución no sale 
nunca del ámbito administrativo de la Función Ejecutiva. 
 
Jurisdicción coactiva 
Ecuador                     Colombia  
 
El procedimiento coactivo tiene por objeto 
hacer efectivo el pago de lo que por 
cualquier concepto se le Deba al Estado y a 
sus instituciones que por ley tiene este 
procedimiento, al Banco Central del 




Las ejecuciones por Jurisdicción Coactiva, 
el cobro de créditos  fiscales a favor de las 
instituciones públicas se seguirán ante los 
funcionarios que determine la ley por los 
tramites del proceso ejecutivo de mayor o 
menor y de mínima cuantía, según fuera el 
caso, en cuanto no se opongan a lo 
dispuesto en el presente capitulo. 
En este proceso no podrán debatirse 
cuestiones que debieron ser objeto de 
recursos por la vía gubernativa. 
Excepciones: 
Art. 968.- No se admitirán las excepciones 
del deudor, sus herederos o fiadores, contra 
el procedimiento coactivo, sino después de 
consignada la cantidad a que asciende la 
deuda, sus intereses y costas. 
 
 
Art. 567 excepciones, apelaciones y 
recursos de queja, artículo que fue derogado 












3.1   DISEÑOS DE LA INVESTIGACIÓN 
 
El proceso investigativo, será objeto de un minucioso y profundo estudio partiendo de sus 
definiciones básicas, para lo cual se realizara un trabajo arduo procurando la validez de sus 
resultados, utilizando ciertos tipos de investigación como: 
 
 Descriptivos: Podremos describir los hechos como son observados. 
 
 Explicativos: Con este tipo de estudio se buscara el porqué de los hechos, estableciendo 
relaciones de causa- efecto. 
 
 Histórica.- Es todo un proceso organizado y que se basa en la realidad de lo estudiado, para 
elaborar resultados sobre hechos históricos. Este método debe lograr que hechos del pasado 
sean representados fielmente; es volver a traer el pasado pero como copia fiel al original, 
en palabras sencillas. 
 
3.2   POBLACIÓN Y MUESTRA 
 
Nos permitirá determinar los elementos de la investigación. Es decir  la totalidad de 
individuos  que intervinieron en el desarrollo del tema, así como diferentes criterios emitidos por 
los entrevistados respecto al tema planteado, sobre lo cual se desea realizar la investigación. La 
parte de la población que se ha procedido a seleccionar en esta investigación nos permitirá obtener 
realmente la información para el desarrollo en su totalidad los mismos que pertenecen al Ministerio 
de Relaciones Laborales, que están día a día en contacto con lo que ocurre dentro de la Institución 
Pública, debido a que cada una de las personas  representan al todo y refleja las características de la 













N. POBLACION NUMERO 
1 JUECES DE LAS INSTITUCIONES PUBLICA 1 
2 FUNCIONARIOS ADMINISTRATIVOS 1 
3 SECRETARIOS DEL JUZGADO DE 
COACTIVAS 
1 
4 LOS ABOGADOS QUE LEGITIMAN SU 
PERSONERIA EN LOS JUICIOS COACTIVOS 
20 
5 TOTAL 24 
6 AUTORA Paola V. Fajardo LL. 
 
3.3  DETERMINACIÓN DE LOS MÉTODOS A UTILIZAR 
 
 Método Inductivo.-Es el razonamiento que partiendo de casos particulares, se eleva a 
conocimientos generales, es decir se toma casos particulares para arribar a conclusiones 
generales, a través de este método podremos analizar y llegar a establecer por que la 
inobservancia del debido proceso en el juzgado de coactivas. 
 
 Método Deductivo.-Este procedimiento parte de los aspectos o principios generales conocidos, 
aceptados como válidos por la ciencia el mismo que nos permite describir el fenómeno 
existente dentro de la administración del Ministerio de Relaciones Laborales. 
 
 Método Analítico.-Este método se utiliza para analizar todos los datos, documentos, fuentes 
bibliográficas sobre el tema planteado se haya recolectado, para desarrollar el informe final. 
 
 Método Descriptivo.- El objetivo de la investigación descriptiva, consiste en llegar a conocer 
las situaciones, fenómenos y actitudes predominantes a través de la descripción exacta de las 
actividades realizadas por los funcionarios de la institución. Su meta no se limita a la 
recolección de datos, sino a la predicción e identificación de las relaciones que existen entre 
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dos o más variables, a fin de extraer generalizaciones significativas que contribuyan al 
conocimiento. 
 
 Método Sintético.-con este método sintetizaremos toda la información obtenida respecto a 





 Cuestionario. Es un instrumento para recolección de información, que es llenado por el 
encuestado. 
 
 Entrevista. La entrevista es una de las técnicas más usuales en ciencias sociales. Puede 
definirse como la relación que se establece entre el investigador y los sujetos de estudio. 
 
 
 Encuesta. La encuesta es una pesquisa o averiguación en la que se emplean cuestionarios para 
conocer la opinión pública. 
 
 Guía de entrevista: Este instrumento se constituirá en un conversatorio entre el 
entrevistado y el entrevistador, es a través de este dialogo y un pliego de preguntas 
previamente elaboradas que se conocerá criterios emitidos por los funcionarios de la 
institución. 
 
 Cuestionario.- Es elaborada de acuerdo a los indicadores que se obtienen de las 
variables seleccionadas. Se lo utiliza para obtener la información deseada 
fundamentalmente a escala masiva conformada por preguntas previamente elaboradas. 
 
 Diario De Campo.- El diario de campo, es un instrumento utilizado por los investigadores para 
registrar aquellos hechos que son susceptibles de ser interpretados. En este sentido, el diario de 







3.5   Aplicación de los Instrumentos y Recolección de la Información 
 
Cuando hablamos de recolección se establece que se necesita recopilar y elaborar un 
conjunto de datos e información bibliográfica  y de campo las mismas que deben responder a los 
requerimientos de nuestra investigación. 
 
En la presente investigación, para la recolección de la información se utilizó la técnica 
bibliografía de diferentes autores,  la misma que sirvió para acumular datos y conformar una teoría 
en la cual se tuvo que poner mucho cuidado y atención en el proceso de recolección bibliográfica 
utilizando las técnicas adecuadas. 
 
La recolección bibliográfica se la recopilo de manera discreta y critica, tomando la que 
efectivamente sirve a los propósitos  de nuestra investigación. 
 
Otra técnica  de investigación de campo utilizada en la mi investigación,  para recopilar la 
información necesaria la que nos permitirá la demostración empírica  de la hipótesis formulada en 
la investigación debido a que el cuestionario es una técnica  de investigación  dedicaba a obtener  
información  a través de un sistema  de preguntas estructurados  en formularios en el que las 
personas responden desde su punto de vista las preguntas planteadas. 
 
3.6   Procesamiento de la Información 
 
Se refiere a la recolección  de la información recopilada la misma que debe demostrar y 
justificar el tema planteado así como la propuesta ““VIOLACION DEL DEBIDO PROCESO DE 
LA JURISDICCION COACTIVA EJECUTADO EN EL MINISTERIO DE RELACIONES 
LABORALES DE LA CIUDAD DE QUITO” 
 
Se ha procedido con la técnica bibliográfica para la investigación con la cual se pudo obtener 
información a través de libros, folletos, diccionarios con la  información obtenida se pudo 
incorporar en el trabajo lo más importante y lo que tiene relación con lo planteado, mientras que 
con el cuestionario se pudo obtener  información con la cual se pudo demostrar  la hipótesis 
formulada en base a todo lo investigado con lo obtenido se procedió  a describir e interpretar la 
información de los diferentes autores así como las respuestas de los entrevistados como son los 










ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
 
4.1   Elaboración de gráficos y cuadros estadísticos 
 
El análisis de los resultados se los realizara, describiendo los contenidos en tablas o gráficos 




1. ¿El procedimiento de la Jurisdicción Coactiva, guarda relación con la potestad de 
administrar justicia? 
 
De las 10 encuestas  realizada ocho  personas  las mismas que equivalen al  80%  señala que SI 
guarda relación con la potestad de administrar justicia tal como lo determina la ley  mientras que el 
20% correspondiente a 2 personas indica que NO, porque solo los jueces de la función judicial 
tienen esa potestad mientras que la jurisdicción coactiva, es un tema naturalmente administrativo 
donde nunca llega haber una sentencia la misma que es dictada por un juez imparcial  
 
Cuadro No. 1 
 
RESPUESTA  PORCENTAJE 
SI 8 80% 
NO 2 20% 
TOTAL 10 100% 
 
    Fuente: Jueces de Coactivas 









Gráfico No. 1 
 
 
2. ¿Considera usted que se transgrede el derecho de defensa en, los juicios coactivos? 
 
De las 10 encuesta realizada cinco personas las mismas que equivalen al  50%  señala que SI 
se transgrede el derecho a la defensa, debido a que en la práctica no se procede conforme establece 
la normativa legal, mientras que el otro 50% correspondiente a 5 personas indica que NO se 
transgrede ya que el Reglamento para el Ejercicio de La Jurisdicción Coactiva, es muy claro y 
ampara los derechos de los coactivados al ser correctamente citados para que se defiendan ya que 
en ninguna parte del procedimiento coactivo se impide el derecho a la defensa para eso hay tiempos 
y procedimientos que cumplir. 
 
Cuadro No. 2 
 
RESPUESTA  PORCENTAJE 
SI 5 80% 
NO 5 20% 
TOTAL 10 100% 
    Fuente: Jueces de Coactivas 








¿El procedimiento de la Jurisdicción Coactiva, guarda 






 Gráfico No. 2  
 
 
3. ¿Considera que en el juicio coactivo, se garantiza los derechos de las personas? 
 
De las 10 encuesta realizada tres personas las mismas que equivalen al  30%  señala que SI 
ya que en el juicio coactivo se permito que los sujetos de derecho se defiendan, mientras que el 
70% correspondiente a 7 personas indica que NO porque con el juicio coactivo se garantiza el 
cumplimiento de las obligaciones pero el beneficio es para el Estado mas no para la persona con lo 
que se observa que no importa si hay o no derechos. 
 
Cuadro No. 3 
RESPUESTA  PORCENTAJE 
SI 3 30% 
NO 7 70% 
TOTAL 10 100% 
    Fuente: Jueces de Coactivas 
    Elaborado por: Fajardo Paola 
 
Gráfico No. 3 
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4. ¿Considera  usted que en el procedimiento coactivo, se respeta el debido proceso 
establecido en la Constitución? 
 
De las 10 encuesta realizada dos personas las mismas que equivalen al  20%  señala que SI 
se respeta ya que existen varios procedimientos en la institución  para resguardar el debido proceso, 
mientras que el 80% equivalente a 8 personas dicen que NO porque lo único que le interesa al 
Estado es recaudar dinero para las arcas de cada institución. 
 
 
Cuadro No. 4 
 
RESPUESTA  PORCENTAJE 
SI 2 20% 
NO 8 80% 
TOTAL 10 100% 
    Fuente: Jueces de Coactivas 
    Elaborado por: Fajardo Paola 
 
Gráfico No. 4 
 
 
5. ¿Qué recomendaría usted para que no se Violente El Debido Proceso, dentro de los 
Juicios Coactivos? 
 
Una vez concluida la encuesta se puedo observar las diferentes recomendaciones emitidas 
por cada uno de las personas encuestadas las mismas que consideran que de esta manera se 
respetaría de mejor manera el Debido Proceso, dentro de las Instituciones Públicas, entre las cuales 
20% 
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mencionan que debería haber una mayor difusión sobre lo que implica un juicio coactivo y así los 
defensores públicos tengan pleno conocimiento. 
 
Hacer correcciones en la ley para que no exista vacíos legales existente en la norma y de esta 
manera no incumplir con el mandato de la  ley, a cada funcionario público o juez de coactivas 
instaurarle principios de imparcialidad, igualdad y finalmente cumplir obligatoriamente con los 








 El debido proceso es una institución que proviene de Inglaterra y es muy importante debido a 
que contiene  garantías básicas para que el coactivado haga respetar sus derechos, es decir, se  
pretende asegurar un procesos justo donde no exista quebrantamiento, siendo el deber del 
Estado el reconocimiento de derechos.  
 
 En la mayoría de Instituciones Públicas, en especial en el Ministerio  de Relaciones Laborales, 
se ejerce la Jurisdicción coactiva la misma que tiene como finalidad hacer efectivo el pago de 
lo que por cualquier concepto se le deba al estado, ejerciendo la coacción,  la misma que se 
refiere a la fuerza que el funcionario ejecuta para realizar el cobro y así  incrementar las arcas 
de las instituciones, siendo el procedimiento coactivo un medio de cobro que tienen las 
instituciones públicas para ejecutar  el cobro a favor del Estado. 
 
 
 En   el procedimiento coactivo es necesario cumplir con un procedimiento adecuado entre los 
cuales uno de ellos es tener un título de crédito, el mismo que se le conoce como orden de 
cobro y que  lleva implícita la facultad de ejercer la coactiva. 
 
 La Constitución de la República del Ecuador garantiza y protege la seguridad jurídica que tiene 
que ver con el respeto que se le debe dar a la Constitución, por lo que cabe señalar que todo 
proceso está obligado a obedecer a la Carta Magna. La falta de aplicación del debido proceso 
atenta a la seguridad jurídica del Estado, la misma que trata de dar una estabilidad a la norma 
permitiendo que esa persona  pueda presentar las impugnaciones a los actos administrativos. 
 
 Dentro de este procedimiento y siempre que no se pueda resolver dentro de la administración 
pública, se puede recurrir a las excepciones las mismas que se presentan en el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, y cuyo acto puede ocasionar que se suspenda el juicio coactivo;  
siempre y cuando sea ordenado por la autoridad en el documento emitido, caso contrario el 









 El  juez de coactivas debe ser una persona imparcial, para deslindar la calidad de un empleado 
recaudador, evitando se vuelva juez y parte, y que actué unas veces directa y otras 
indirectamente  al mismo  tiempo. 
 
 Capacitar a cada funcionario de la administración sobre los principios establecidos en la ley, 
como la imparcialidad, justicia e igualdad. 
 
 El juez debe ser un profesional de derecho, aun cuando se trate de actividades recaudadoras. 
 
 Que exista un pronunciamiento concreto que indique si la citación al juez de coactivas, 
paraliza definitivamente  o suspende el avance de la causa coactiva cuando se presentan 
excepciones. 
 
 Fomentar a través de capacitaciones a las personas naturales o jurídicas que deben cumplir con 
todos los requisitos establecidos en el Código de Trabajo,  para evitar las sanciones o multas 
impuestas por el incumplimiento de las mismas. 
 
 Que se realicen debates en la Asamblea Constituyente, respecto al procedimiento coactivo 
tanto en sede administrativa como en lo judicial, para que se garantice el debido proceso, 
realizando las respectivas reformas a la ley y garantizar el derecho de defensa en el 
procedimiento coactivo. 
 
 Se debería notificar al coactivado con el auto de pago, orden de cobro y resolución la misma 
que dio origen a la multa. 
 
 Corregir los vacíos legales mediante reformas en las diferentes normas para de esta manera no 














5.1   JUSTIFICACIÓN 
 
Como podemos hablar de justicia si para presentar la demanda ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, es necesario que esa persona tenga el capital de la multa establecida 
más el interés, que debe ser consignada caso contrario no se le da el trámite correspondiente 
mandándole al archivo, quedando totalmente desprotegido, se puede observar que en el 
procedimiento coactivo se encuentran involucradas personas que forman parte de la sociedad, lo 
que ocasiona la violación del derecho a la defensa establecido en la Constitución. Los ciudadanos 
no pueden acceder a los órganos jurisdiccionales para defender sus derechos e intereses, frente a la 
aplicación de una disposición legal como lo que señala el Art. 968 de C.P.C, que no le permite 
acceder a las excepciones, para garantizar un proceso justo, sino cuando ya ha sufrido perjuicio con 
el mandamiento de ejecución de un acto contrapuesto a las garantías básicas del debido proceso, así 
como de ciertos principios como el derecho a la defensa. El trabajo se sustenta en el Código de 
Procedimiento Civil, para tratar un tema que se contrapone a la Constitución. Es de vital 
importancia a nivel nacional e internacional, ya que se espera que a través de ésta investigación no 
se sacrifique la justicia en nombre de supuestos intereses de eficacia jurídica, factores que inciden 
en la indebida aplicación de las garantías básicas del debido proceso, y la vulneración a los 
derechos humanos en los procesos judiciales, que se vienen generalizando en nuestro mundo cada 




5.2.1 Objetivo general 
 
Evitar la violación del Debido Proceso en los juicios coactivos que ejecuta el Ministerio de 
Relaciones Laborales de la ciudad de Quito, realizando un análisis jurídico en el cual se observe la 





5.2.2. Objetivos específicos 
 
 Determinar las consecuencias de la inobservancia del debido proceso dentro de  los 
trámites que realiza la administración pública. 
 
 Establecer que elementos de la jurisdicción ordinaria son utilizados en la jurisdicción 
coactiva. 
 
 Recopilar las posiciones doctrinarias de diferentes autores respecto a este tema de 
investigación. 
 
 Determinar qué elementos se deben aplicar en el proceso coactivo para garantizar el debido 
proceso en el juicio coactivo y derogar lo contrapuesto 
 
5.3.  UBICACIÓN SECTORIAL Y FÍSICA 
 
El presente trabajo de investigación se desarrolló en el Juzgado de Coactivas del Ministerio 
de Relaciones Laborales de la ciudad de Quito. 
 





5.5 CARACTERISTICAS DE LA PARROQUIA 
 
Provincia Pichincha, Cantón Quito, Parroquia San Blas, Ministerio De Relaciones Laborales, 
Pichincha / Quito / Clemente Ponce 255 Y Piedrahita. 
 
5.5.1  BENEFICIARIOS 
 
Los beneficiarios de la presente investigación, son los funcionarios del juzgado de coactivas, 
juez, secretario, amanuense, pasantes e incluso usuarios. 
 
5.5.1.1 BENEFICIARIOS DIRECTOS 
 
Funcionarios de las instituciones públicos: juez, secretario, asistente  que a través del 
proyecto se podrá difundir la correcta aplicación del procedimiento coactivo  
 
5.5.1.2 BENEFICIARIOS INDIRECTOS 
 
Son los coactivados, que se creen afectados por las multas impuestas, ya que a través de ello 
podrán conocer  sus derechos y obligaciones. 
 
5.6     FACTIBILIDAD 
 
Se refiere a la disponibilidad de los recursos necesarios para llevar a cabo los objetivos o 
metas señaladas. Generalmente la factibilidad se determina sobre un proyecto. 
 
5.6.1 FACTIBILIDAD INTERNA 
 
El Ministerio de Relaciones Laborales, debe garantizar el debido proceso de los coactivados 
a través del juzgado de coactivas, para ello  los funcionarios de la institución deben ser abogados, 
los que deben dar una correcta información y ejecutar conforme a lo que la ley establece. 
 
5.6.2 FACTIBILIDAD EXTERNA 
 
Hacerle conocer al coactivo los derechos y obligaciones establecidas en la Constitución, 
Estatuto de Régimen Jurídico Administrativo y Código de Trabajo, para que de esta manera pueda 




5.7   ANALISIS Y RAZONAMIENTO DEL PROYECTO DE LEY 
 
“El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, soberano, 
independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en forma de república y se gobierna 
de manera descentralizada”. (Constitución de la Republica de Ecuador,  Art. 1) 46 
 
Son deberes primordiales del Estado garantizar sin discriminación alguna el goce efectivo de 
los derechos individuales y colectivos establecidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales. (Constitución de la Republica de Ecuador, Art. 3). 
 
El ejercicio de los derechos se podrán promover y exigir de forma individual o colectiva ante 
las autoridades competentes; estas autoridades garantizarán su cumplimiento; los derechos y  
garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales serán de directa e 
inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de 
oficio o a petición de parte. (Constitución de la Republica de Ecuador, Art. 11) 
 
En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones  de cualquier orden, se 
asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: (Constitución 
de la Republica de Ecuador, Art. 76) 
 
Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si en 
la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la 
pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o 
fallos que no se encuentren debidamente motivados se consideraran nulos. Las servidoras o 
servidores responsables serán sancionados. 
 
“la Asamblea Nacional y todo órgano con potestad normativa tendrá la obligación de adecuar, 
formal y materialmente, las leyes y demás normas jurídicas a los derechos previstos en la Constitución y los 
Tratados Internacionales, y los que sean necesarios para garantizar la dignidad del ser humano o de las 
comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades”. (Constitución de la Republica de Ecuador, Art. 84) 
 
El orden jerárquico de aplicación de las normas será el siguiente: “La Constitución; los 
Tratados y Convenios Internacionales; las Leyes Orgánicas; las Leyes Ordinarias; las Normas 
Regionales y las Ordenanzas Distritales; los Decretos y Reglamentos; las Ordenanzas; los 
Acuerdos y las Resoluciones; y los demás actos y decisiones de los poderes públicos”. 
(Constitución de la Republica de Ecuador, Art. 425) 
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En caso de conflicto entre normas de distinta jerarquía, la Corte Constitucional, las juezas y 
jueces, autoridades administrativas y servidoras y servidores públicos, lo resolverán mediante la 
aplicación de la norma jerárquica superior. 
 
La jerarquía normativa considerará, en lo que corresponda, el principio de competencia, en 
especial la titularidad de las competencias exclusivas de los gobiernos autónomos descentralizados. 
 
Consecuentemente el objeto de este proyecto de investigación, es el de explicar la 
problemática que existe en los Juicios Coactivos, con lo que los coactivados se sienten afectados ya 
que consideran que a través de esto el  Estado les impone una multa que en la mayoría de ocasiones 
es injusta,  y que de acuerdo a lo que la  norma Constitucional señala existe el respeto al debido 
proceso. Para llevar esto a cabo nos enfocaremos en el análisis del debido proceso en relación a la 
jurisdicción coactiva establecida en el Ministerio de Relaciones Laborales, a través del estudio de 
la carta magna,  nos permitiremos reconocer la falta de atención por parte de los servidores 
públicos  a la hora de hacer valer los derechos de los coactivados  en los juicios coactivos. Por lo 




5.8.  ELABORACIÓN DE LA PROPUESTA DE REFORMA 
 
El Procedimiento Coactivo en el Ecuador, se convierte en un asunto conflictivo y atentatorio 
del patrimonio de las personas  sometidas a este trámite, pues la coerción que se ejerce sobre la 
consignación de la presunta deuda, resulta atentatorio al debido proceso garantizado en la 
Constitución, ya que las excepciones que se proponen de acuerdo al Art. 968 del Código de 
Procedimiento Civil, debe ser con la verificación de que se ha consignado un valor que aún no se 
ha detallado como “pago o ejecución de la obligación mediante sentencia”. Lo que resulta 
atentatorio a la Constitución de la República, pues el derecho a la defensa  guarda como directrices 
el ser escuchado con el debido tiempo. 
 
Todo este análisis se debe en primer lugar a que al momento de proponer las excepciones 
establecidas en el Art. 968 del C.P.C, donde señala que tiene que consignar el capital más el 10% 
caso contrario no se aceptara a trámite el escrito de excepciones interpuesto ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, por lo que se puede observar que se está atentando el derecho a la 
defensa al cual toda persona tiene derecho,  tal como lo señala la Constitución de la República del 
Ecuador, aquí se puede ver que el administrado no puede presentar la correspondiente impugnación 
 114 
 
dejándolo en indefensión, es por ello que se debe realizar una reforma al Código de Procedimiento 
Civil así como al Reglamento para el ejercicio de la Jurisdicción coactiva al mismo tiempo al 
Código de Trabajo. 
 
Se debería reformar el Art. 28 del capítulo V de las excepciones, donde se elimine: 
“únicamente cuando este hubiere consignado la cantidad a que asciende la deuda, sus intereses y 
costas judiciales, ante el órgano judicial competente. De igual manera el Art 629 del Código de 
Trabajo, y el Art. 968 del Código de Procedimiento Civil “No se admitirán las excepciones del 
deudor, sus herederos o fiadores contra el procedimiento coactivo, sino después de consignada la 
cantidad a que asciende la deuda, sus intereses y costas. La consignación se hará con arreglo al Art. 
196 de la ley orgánica  de administración Financiera y Control, a órdenes del recaudador. La 
consignación no significa pago. 
 
Luego de lo detallado podemos verificar que tanto el Código de Procedimiento Civil, como 
el Reglamento para el Ejercicio de la Jurisdicción Coactiva,  así como el Código de Trabajo violan 
el Debido Proceso, establecido en el Art. 76 de la Constitución de la República  del Ecuador en 
vista de que las personas afectadas con los actos de la administración quedan en indefensión, 
claramente señalan que no se podrá presentar recurso alguno, sino se consigna el capital más el 
10%, peor aun cuando el código de trabajo señala que las multas impuestas por la Directora 
Regional, no serán susceptible de recurso alguno, cuando la Constitución en el Art. 76 N. 7 literal a 
menciona que nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del 
procedimiento  
Es importante señalar que la Constitución de la República del Ecuador, garantiza la seguridad 
jurídica la misma que tiene que ver con la estabilidad de las normas,  con el debate público abierto 
y eficaz, el derecho a impugnar judicialmente todos los actos de la administración pública, son 
otras manifestaciones del principio de seguridad jurídica, porque solo sometiendo la revisión de la 
idoneidad de los actos y resoluciones administrativas a los tribunales, se puede asegurar, aunque 
fuese relativamente, que el Estado, o la contraparte de un contrato, obren con sujeción al Derecho y 
no en forma arbitraria, ya que el estado es constitucional de derecho  y justicia social pero el Art. 
968 del Código de Procedimiento Civil, que atenta contra las garantías básicas del debido proceso 
como es el derecho a la defensa el que se manifiesta como violatorio a la constitución  al exigir que 
las excepciones se propondrán luego de la consignación. 
 
En lo que tiene que ver con el Código de Procedimiento Civil se lo puede reformar en base al 
Art. 120  numeral 6 de la constitución el mismo que señala:” la Asamblea Nacional tendrá las 
siguientes atribuciones y deberes además de las que determine la ley:   expedir, codificar, derogar y 
reformar las leyes e interpretarlas con carácter general obligatorio” : 
 115 
 
De esta manera se expediría la reforma al Código de Procedimiento Civil: 
 
Reforma al Código de Procedimiento Civil 
 
Art. 1: sustituya el art: 968 por el siguiente texto: 
 
“Se admitirán los escritos de las  excepciones del deudor, sus herederos o fiadores contra el 
procedimiento coactivo, sin que medie requisito alguno” 
Art.- 2  suprímase el Art. 971 del Código de Procedimiento Civil. 
Art.- 3  Sustitúyase el art.- 972 del Código  de Procedimiento Civil por el siguiente texto: 
 
“una vez presentado el escrito de excepciones, se procederá a copiar el escrito y proveerá el 
escrito dando traslado de las excepciones al empleado, contratista o subrogado, según el caso, 
por el término de dos días”. 
 
Art. Final.- la presente ley entrara en vigencia  desde su publicación en el registro Oficial. 
 
Dado y firmado en la ciudad de Quito del Distrito Metropolitano, en el plenario de la asamblea a 
los….del mes de….del…. 
 
Presidenta de la asamblea Nacional                                         Secretario de la asamblea Nacional 
 
Reforma al Código de Trabajo 
 
Art 1.-  “Sustituya el Art.- 629 del código de trabajo por el siguiente texto” 
 
“Las multas impuestas por la autoridad del Ministerio de Relaciones Laborales, serán 
susceptibles para  interponer los recursos contemplados en la ley”. 
Art. Final.- la presente ley entrara en vigencia  desde su publicación en el registro Oficial. 
 
Dado y firmado en la ciudad de Quito del Distrito Metropolitano, en el plenario de la asamblea a 
los….del mes de….del…. 
 




De acuerdo al Art. 154 numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador “A las 
Ministras o Ministros de Estado, además de las atribuciones, establecidas en la ley les corresponde: 
1.- Ejercer la rectoría  de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos  y 
resoluciones administrativas  que requieran su gestión. Mientras que el Art 17 del ERJAFE reza lo 
siguiente: “Los Ministros de Estado son competentes para el despacho  de todos los asuntos 
inherentes  a sus ministerios  sin necesidad  de autorización alguna  del Presidente de la República, 
salvo los casos expresamente establecidos en leyes especiales” por lo que en base a estos artículos 
el Ministro puede expedir un nuevo acuerdo en donde se encuentre la respectiva reforma con lo que 









Art. Emitido y citado el respectivo Auto de Pago, el juez de coactivas conocerá de las 
excepciones planteadas por el deudor coactivado, será nula cualquier consignación que se hiciere 
dentro del escrito de excepciones” 
 
Art. “Se dará facilidades de pago hasta el plazo de 12 meses dentro del juicio coactivo, para 
lo cual se firmara un convenio, el coactivado deberá solicitarlo por escrito, firmado el convenio se 
suspenderá el Juicio coactivo”. 
 
Disposición final: deróguense el Acuerdo N:… del…..mes de….de…., publicado en el 
registro Oficial N…de…, y todas las disposiciones  de igual o inferior jerarquía que se opongan al 
presente acuerdo, el que entrara en vigencia a partir de su publicación en el Registro Oficial. 
 
COMUNIQUESE Y PUBLIQUESE.-  
 









5.9  CRONOGRAMA DE ACTIVIDADES 
 
  
MESES    Enero Febrero Marzo abril mayo 
SEMANAS 1   2   3   4 1   2   3    4 1   2   3   4 1  2   3   4 1  2   3   4 
Elaboración del protocolo del plan  X X                   
Aprobación  del plan   X X                 
Recopilación bibliográfica     X                
Encuestas, entrevistas, observación      X               
Levantamiento de la información       X X             
Análisis de la información          X            
Propuesta          X X          
Elaboración del primer borrador            X         
Revisión de borrador             X X X      
Elaboración final                X X    
Empastado, anillado                  X   
Revisión y defensa                   X X 
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5.10.  PRESUPUESTO 
 
PRESUPUESTO 
CONCEPTO UNIDAD VALOR UNITARIO VALOR TOTAL 







EQUIPOS Impresora,  
Computadora 
100 100 














Con este proyecto de investigación se pretende  que el Juzgados de Coactivas del Ministerio 
de  Relaciones Laborales, ponga en Práctica la Legislación vigente, con ello exista una correcta 




Con este proyecto lo que se pretende difundir; es el derecho a un proceso justo, donde no 
haya negación o quebrantamiento, a lo que toda persona tiene como derecho constitucional 
consagrado.  Se espera que a través de ésta investigación no se sacrifique los intereses de eficacia 
jurídica, factores que inciden en la indebida aplicación de las garantías básicas del debido proceso 
dentro de la Jurisdicción Coactiva y la vulneración a los derechos humanos al dar inicio un juicio 
coactivo. Este  aporte será de valorable connotación en la actualidad, la misma que será soporte de 
consulta, sin embargo requiere de un constante estudio y análisis profundo que lleve a la obtención 
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de resultados que plasmen el interés social de las personas, con la factibilidad de recursos 
económicos, tecnológicos y bibliográfico, necesarios e indispensables para la aplicación de una 
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ANEXO No. 1 REGLAMENTO 
 
REGLAMENTO PARA EL EJERCICIO DE LA JURISDICCION COACTIVA 
 
Nº 00071 
Dr. Francisco Vacas 
VICEMINISTRO DEL TRABAJO DEL 
MINISTERIO DE RELACIONES LABORALES 
Considerando: 
Que mediante Decreto Ejecutivo Nº 10-2009 de 13 de agosto del 2009 se fusionaron la Secretaría 
Nacional Técnica de Desarrollo de Recursos Humanos y Remuneraciones del Sector Público-
SENRES y el Ministerio de Trabajo y Empleo creándose el Ministerio de Relaciones Laborales; 
Que el Decreto Ejecutivo Nº 10-2009, determina que serán competencias del Viceministerio de 
Servicio Público las establecidas en la ex SENRES; y, del Viceministerio del Trabajo las 
establecidas para el Ministerio del Trabajo; 
Que mediante Decreto Ejecutivo Nº 11-2009 de 13 de agosto del 2009, el señor Presidente 
Constitucional de la República nombró al señor Richard Espinosa Guzmán, B.A., como Ministro 
de Relaciones Laborales; 
Que mediante Acuerdo Ministerial Nº MRL-2009-000002 de 13 de agosto del 2009 el Ministro de 
Relaciones Laborales, Richard Espinosa Guzmán, B.A., nombró al doctor Francisco Vacas Dávila 
como Viceministro del Trabajo; 
Que mediante Acuerdo Ministerial Nº 007 del 3 de septiembre del 2009, se delegó por parte del 
Ministro de Relaciones Laborales al Viceministro de Trabajo, la suscripción de todos los contratos, 
escritos, demandas, actos y acuerdos relacionados con el ámbito del Viceministerio; 
Que el artículo 630 del Código del Trabajo, concede la facultad al Ministerio del Trabajo hoy 
Ministerio de Relaciones Laborales, el ejercicio de la jurisdicción coactiva para la recaudación de 
multas que impongan los directores regionales e inspectores del trabajo del país; 
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Que mediante Acuerdo ministerial Nº 0020 de 23 de enero del 2009, se publicó el Reglamento para 
el Ejercicio de la Jurisdicción Coactiva del Ministerio del Trabajo y Empleo, en razón de la 
creación del Ministerio de Relaciones Laborales, es necesario dictar un nuevo reglamento que 
responda a la realidad institucional; y, 
En uso de las atribuciones que le confieren los artículos: 154, numeral 1 de la Constitución de la 
República; 539, inciso primero del Código del Trabajo y 17 del Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Ejecutiva, 
Acuerda: 
Expedir el siguiente “Reglamento para el Ejercicio de la Jurisdicción Coactiva por parte del 
Ministerio de Relaciones Laborales”. 
TITULO I 
DE LA JURISDICCION COACTIVA 
CAPITULO I 
AMBITO, CONFORMACION, 
JURISDICCION Y PROCEDIMIENTO 
Art. 1.- Ámbito de aplicación y delegación.- De conformidad con lo previsto en el artículo 630 
del Código del Trabajo, el Ministro de Relaciones Laborales ejerce la jurisdicción coactiva a nivel 
nacional, quien delega esta facultad al correspondiente Juez de Coactivas, el mismo que será 
seleccionado por la mencionada autoridad, previo informe favorable de la unidad de recursos 
humanos, procedimiento que será aplicado en las distintas direcciones regionales del trabajo del 
país, con el objeto de recaudar los valores que se adeudan a la institución por imposición de multas 
y sanciones. 
El personal necesario para el correcto funcionamiento del Juzgado de Coactivas será contratado, 
siguiendo el procedimiento establecido en la Ley Orgánica de Servicio Civil y Carrera 
Administrativa y demás normas aplicables. 
Art. 2.- Conformación de los juzgados de coactiva.- Los juzgados de coactivas estarán 
conformados por el Juez, Secretario, Amanuense, Perito, Citador y Depositario. 
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En cuanto al Juez, Secretario y Amanuense serán contratados por el Ministerio de Relaciones 
Laborales a través de la Unidad Técnica de Recursos Humanos, siguiendo el procedimiento 
establecido en la Ley Orgánica de Servicio Civil y Carrera Administrativa y demás normas 
aplicables. 
En cuanto a los peritos y depositarios se estará a lo dispuesto por los capítulos V y VI, del Título I 
y Capítulo II del Título II del presente reglamento. 
Art. 3.- Jurisdicción.- La jurisdicción coactiva del Ministerio se ejercitará y ejecutará de 
conformidad con lo establecido en el Código del Trabajo y lo dispuesto por el Mandato 
Constituyente Nº 8. 
En cuanto a la competencia de los juzgados coactivos, se estará a lo dispuesto por el artículo 631 
del Código del Trabajo, es decir, que su jurisdicción será la misma que cada una de las direcciones 
regionales del trabajo. 
Se conformará un juzgado coactivo, por cada una de las direcciones regionales. 
CAPITULO II 
DEL PROCEDIMIENTO 
Art. 4.-Sin perjuicio de lo establecido en la Sección 30a “De la Jurisdicción Coactiva” del Código 
de Procedimiento Civil”, previo al inicio del juicio coactivo el sancionado o multado, será 
notificado mediante la correspondiente acta de juzgamiento o resolución emitida por el Director 
Regional del Trabajo, quien previo a remitir la respectiva orden de cobro al Juzgado de Coactivas, 
sentará razón de notificación, incumplimiento y de que se encuentra ejecutoriada, el acta de 
juzgamiento o resolución. Se anexará a la orden de cobro, la respectiva resolución o acta de 
juzgamiento, dichos documentos constituyen los habilitantes necesarios descritos en el artículo 945 
del Código de Procedimiento Civil. 
Las ordenes de cobro, tendrán la calidad de título de crédito y llevará implícita la orden de proceder 
al ejercicio de la jurisdicción coactiva. 
Art. 5.-La Dirección Regional del Trabajo, bajo la responsabilidad de los funcionarios o empleados 
de la dependencia a su cargo, observando estrictamente el cumplimiento de los requisitos de fondo 
y forma de los documentos que constituyen las obligaciones de cobro, remitirán en 48 horas 
contadas desde la fecha en que se notificó con el acta de juzgamiento o resolución a quien hubiere 
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sido multado al respectivo Juzgado Coactivo los títulos de crédito y toda la documentación 
respectiva para el inicio de la acción coactiva. 
Art. 6.- Las direcciones regionales del trabajo, en los casos en los cuales la determinación 
impositiva careciere de la característica de ser líquida, pura y de plazo vencido, en forma previa a 
la remisión de los documentos habilitantes se practicarán las correspondientes liquidaciones que se 
acompañaran a los títulos de crédito o cuando así lo solicitare el Juez de Coactiva, en que constarán 
con precisión y detalle el valor del crédito u obligación y el saldo impago de lo que se adeude 
cortada a la fecha en que se liquide. 
La Dirección Regional del Trabajo coordinará con la Dirección Financiera realice la práctica de la 
liquidación, lo cual será puesto en conocimiento del Juez de Coactivas en el término de 24 horas 
desde la fecha de la solicitud realizada. 
Recibida la orden de cobro, el Juez de Coactiva verificará que la documentación reúna los 
requisitos de fondo y forma. 
Art. 7.-Al faltar alguno de los requisitos determinados, el Juez de Coactiva devolverá dichos títulos 
de crédito y garantías a la respectiva Dirección Regional del Trabajo, con la indicación en cada 
caso de cuáles son las omisiones incurridas y recomendando la acción correctiva e informaciones 
que sean pertinentes. 
El Juez de Coactiva podrá requerir de las áreas del Ministerio de Relaciones Laborales la 
información que estime necesaria. 
Art. 8.- Verificado el cumplimiento de los requisitos de ley los señalados en artículos anteriores, el 
Secretario de Coactiva dentro del término de 24 horas desde que le fuere entregado el título de 
crédito anotará su ingreso en el registro que llevará en orden numérico de recepción. 
En el registro constarán el número de juicio correspondiente, el nombre de la compañía y de su 
representante legal, el número de la respectiva orden de cobro, el del acta en que el que funda la 
multa, la fecha de emisión del auto de pago, el valor adeudado por el coactiva, la fecha de pago, el 
número de comprobante de pago y fecha y las observaciones del caso. 
CAPITULO III 
DE LA EMISION DE LOS AUTOS DE PAGO 
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Art. 9.- Una vez legalizada la documentación y el trámite previo que antecede el Juez de Coactiva 
dictará el respectivo auto de pago dentro de los cinco días hábiles siguientes a la última diligencia 
administrativa. 
Art. 10.- En el auto de pago, o en cualquier tiempo antes del remate, se podrá dictar alguna de las 
medidas precautelatorias de los artículos 421 y 422 del Código de Procedimiento Civil, sin 
acompañar prueba alguna, determinándolo así en la providencia. 
CAPITULO IV 
DEL SECRETARIO 
Art. 11.-Para la ejecución coactiva, actuará como Secretario, el profesional del derecho que haya 
sido contratado por el Ministro de Relaciones Laborales, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 1 del presente reglamento. 
El Secretario cumplirá con las funciones de impulsar el proceso coactivo. 
Art. 12.-Para el ejercicio de la función de Secretario del Juzgado de Coactivas se requiere tener el 
título de abogado o doctor en jurisprudencia y estar habilitado para el libre ejercicio de la 
profesión. Quien para el ejercicio de sus funciones deberá observar lo establecido por el Código de 
Procedimiento Civil y el presente reglamento. 
CAPITULO V 
DEL EMBARGO Y DEPOSITARIOS 
Art. 13.-Al tenor de lo dispuesto por el artículo 955 del Código de Procedimiento Civil, el 
procedimiento para el embargo, avalúo y remate de bienes será el establecido en el de la vía de 
apremio del juicio ejecutivo. 
Art. 14.-Para el caso de embargos anteriores al del juicio coactivo, se observarán las reglas del 
artículo 956 del Código de Procedimiento Civil codificado, que faculta solicitar la cancelación del 
embargo anterior recaído sobre un inmueble y la cancelación de embargo de muebles, con sujeción 
a la norma procesal. 
Art. 15.-En aplicación a lo prescrito en el artículo 963 del Código de Procedimiento Civil, 
corresponde al Juez de Coactiva designar libremente para cada juicio, el Depositario Judicial que 
deba actuar en las medidas precautelatorias y otras que legalmente se dispongan en los juicios en 
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los que se halle conociendo, lo que cumplirá en un término no mayor a 5 días laborables. El Juez de 
Coactivas podrá designar personal de planta o de los acreditados por la función judicial. 
Presentará su promesa ante el mismo Juez de Coactiva, lo que constará en el acta que se sentará en 
autos. 
Art. 16.-En el secuestro de títulos valores, alhajas u objetos preciosos, el Depositario entregará a la 
custodia de la institución, para que los mantenga en depósito judicial. 
Cuando se retenga dinero se depositará en una cuenta de la institución; este depósito no genera 
intereses. 
Art. 17.-La aprehensión de los bienes cuyo embargo se haya decretado por el Juez de Coactiva, la 
realizará el Secretario, quien previo inventario en el que se hará constar el estado en que se 
encuentran los bienes, en conjunto con el Depositario los entregará a la Unidad de Control de 
Bienes y Bodega del Ministerio de Relaciones Laborales, adjuntando el inventario, para los fines de 
registro, administración, control y custodia que le compete a la Dirección de Administración. 
Será responsabilidad de la Dirección Administrativa, a través de la Unidad de Control de Bienes 
del Ministerio de Relaciones Laborales, el mantenimiento, salvaguardad, proteger y en general el 
cuidado e inventario de los bienes embargados por el Juzgado de Coactiva del Ministerio de 
Relaciones Laborales en el caso de la matriz y en las respectivas direcciones regionales a quien 
haga sus veces o al funcionario que expresamente se le hubiere delgado. 
Art. 18.- Las actas de embargos o secuestros se elaborarán por triplicado, las que debidamente 
suscritas por el Secretario y Depositario, se incorporará el original al proceso, otra para archivo en 
el Juzgado Coactivo y la última a la Dirección Administrativa en la Unidad de Control de Bienes y 
Bodega del Ministerio de Relaciones Laborales, en el caso de la matriz y en las respectivas 
direcciones regionales a quien haga sus veces o al funcionario que expresamente se le hubiere 
delegado.  
Art. 19.-En los casos que los bienes embargados sean negocios en marcha, la Dirección 
Administrativa, vigilará que se mantengan rentables y con flujos permanentes hasta el remate o 
subasta, tendiendo la administración amplias facultades para dicho efecto. 
Art. 20.-Los gastos y costas incurridos en la administración y control de los bienes embargados en 
el juicio coactivo, serán cargados a la cuenta del coactivado, lo que se informará al Juez de 
Coactiva para que se incorpore al expediente coactivo. 
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Art. 21.-Cuando por falta de personal para que haga las veces de Depositario, o no hubiere el 
espacio físico necesario para la custodia de los bienes, el Ministerio de Relaciones Laborales para 
el acatamiento de lo dispuesto en el presente capítulo podrá suscribir contratos o convenios. 
Art. 22.-En los casos que el Depositario fuere de la Función Judicial, este deberá tomar todas las 
medidas dispuestas en el Código de Procedimiento Civil para la custodia y mantenimiento de 
bienes. El procedimiento será el establecido en el Código de Procedimiento Civil y la 
responsabilidad de cuidado, mantenimiento y en general el cuidado de los bienes correrán por 
cargo del Depositario, quien por esta labor tendrá derecho a bodegaje. 
Los honorarios del Depositario serán fijados por el Juez, considerando el instructivo que para el 
efecto hubiere emitido el Ministerio de Relaciones Laborales a la fecha de la realización del 
procedimiento respectivo, valor el cual se cargará a costas judiciales. 
Art. 23.-El Juez de Coactiva podrá remover inmediatamente al Depositario Judicial por 
negligencias en el ejercicio de sus funciones sin perjuicio de las acciones legales a las que hubiere 
lugar. 
CAPITULO VI 
AVALUOS Y DEL PERITO 
Art. 24.-En aplicación a lo dispuesto en el LIBRO II “DEL ENJUICIAMIENTO CIVIL”, Título I 
“DE LOS JUICIOS EN GENERAL”, Sección 7a., parágrafo 6o.; Título II “DE LA 
SUSTANCIACION DE LOS JUICIOS”, secciones 2a. y 30a. del Código de Procedimiento Civil, 
el Juez de Coactiva designará libremente para cada juicio al Perito que deba actuar, actividad para 
la cual se le concederá un plazo no mayor a 5 días laborables. El Juez de Coactivas podrá designar 
personal del Ministerio de Relaciones Laborales, de los acreditados por la Función Judicial o de 
aquellos autorizados por las entidades de control correspondientes. 
Presentará su promesa ante el mismo Juez de Coactiva, lo que constará en acta el que se sentará en 
autos. 
Art. 25.- Designado el Perito el Juez notificará al deudor, para que este dentro de las 24 horas 
subsiguientes, nombre perito para que emita su respectivo informe. Si el deudor no designare 
Perito, dentro del plazo correspondiente, se tendrá en cuenta únicamente el informe presentado por 
quien al Juez hubiere designado. 
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En caso de desacuerdo de los dos peritos designados por las partes, decidirá un tercero nombrado 
por el Juez. 
CAPITULO VII 
DE LAS COSTAS PROCESALES 
Art. 26.-Sin perjuicio de lo estatuido en el artículo 965 del Código de Procedimiento Civil, en los 
casos en los que se tramiten excepciones mediante la intervención de la justicia ordinaria y cuando 
el coactivado(s) litigante fuere condenado en costas, este pagará tales costas al igual que las 
generadas en el juicio coactivo. En todos los casos se calcularán para el pago de las respectivas 
sanciones los intereses que se hubieren producido desde la fecha de emisión del título de crédito 
hasta la satisfacción de los valores correspondientes al Ministerio de Relaciones Laborales. 
CAPITULO VIII 
DEL LIQUIDADOR DE 
GASTOS O COSTAS JUDICIALES 
Art. 27.-Actuará como Liquidador de Gastos y Costas Judiciales el Director Financiero en la 
matriz y en las direcciones regionales, quien se encuentre a cargo del manejo financiero, o el 
funcionario o empleado a quienes se delegaren estas atribuciones, sin que puedan recibir honorarios 
o estipendios por su labor. 
Art. 28.-Los gastos que genere el trámite del juicio coactivo, sean estos honorarios de peritos, 
depositarios, bodegajes y otros, judiciales o extrajudiciales serán cargados a la cuenta del 
respectivo deudor, al amparo de lo que dispone el artículo 1587 de la Codificación del Código 
Civil, debiendo en cada caso adjuntarse los justificativos correspondientes. 
En caso de ser necesario y una vez sentada la razón por parte del Secretario, el Juez dictará la orden 
de descerrajamiento en aquellos casos que sea imposible realizar el embargo sin dicha orden. 
TITULO II 
DISPOSICIONES COMUNES A LOS 




DE LAS EXCEPCIONES 
Art. 29.-Dictado y citado el respectivo auto de pago, el Juez conocerá de las excepciones 
planteadas por el coactivado, únicamente cuando el coactivado hubiere consignado la cantidad a 
que asciende la deuda, sus intereses y costas. 
Para la resolución de las excepciones que se planteen en contra de los procedimientos coactivos, el 




Art. 30.-Los valores que fueren cancelados por conceptos de multas o sanciones dentro de los 
procedimientos coactivos, serán cancelados en efectivo o por medio de cheque certificado a 
nombre del Ministerio de Relaciones Laborales en la correspondiente unidad financiera de la 
Dirección del Trabajo que corresponda o quien haga sus veces. 
Direcciones financieras de la matriz, en la Subsecretaría del Litoral y Galápagos y de la Dirección 
Regional del Trabajo de Cuenca. 
Son únicamente comprobantes de pago, las certificaciones emitidas por el responsable del 
Departamento Financiero. Documento el cual una vez entregado por el interesado al Juzgado de 
Coactivas, se ordenará el archivo de la causa en amparo de lo dispuesto por el Código de 
Procedimiento Civil. 
Por ningún título o concepto los funcionarios del Juzgado de Coactivas recibirán dinero efectivo o 
cheques a título de pago. 
Art. 31.-Se prohíbe extender plazos en el pago de multas. Todas las disposiciones del Juez 
constarán única y exclusivamente en las respectivas providencias. 
Art. 32.-El Juez de Coactivas podrá solicitar la declaración de insolvencia del coactivado que 
carezca de bienes, o si los tuviere en litigio, o embargados por créditos de mejor derecho. 
Demandas de insolvencia que se realizará en conjunto con la Dirección Nacional Técnica de 
Asesoría Jurídica, debiendo contar para dicho efecto con la respectiva procuración judicial o 
conjuntamente con el Ministro de Relaciones Laborales. 
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Art. 33.- Corresponde el patrocinio de los juicios sujetos a la judicatura ordinaria que se sigan en 
contra de la institución o de sus funcionarios derivadas del procedimiento coactivo al Director 
Nacional de Asesoría Jurídica del Ministerio de Relaciones Laborales. 
Art. 34.- Los peritos y depositarios en los casos de que fueren externos, por las labores a ellos 
encomendadas, que serán las mismas establecidas en el Código de Procedimiento Civil, percibirán 
un honorario por cada proceso en el que participen. 
El Ministerio de Relaciones Laborales, con el objeto de lo dispuesto en el inciso anterior emitirá el 
correspondiente instructivo tanto para el procedimiento de pago de ser-vicios profesionales, así 
como también con el fin de establecimiento de las tablas de honorarios correspondientes. 
Art. 35.-Los servidores de planta que prestaren al Juzgado de Coactivas para el ejercicio de cargo 
Depositario y de Perito, no recibirán remuneración adicional alguna por esta labor. 
Art. 36.-Para el cumplimiento de las diligencias precautelatorias y de embargo, el Juez de Coactiva 
contará con el auxilio de la fuerza pública de conformidad con lo dispuesto en el artículo 963 del 
Código de Procedimiento Civil. 
DISPOSICION TRANSITORIA 
Mientras se conforman las distintas direcciones regionales, de conformidad con el Acuerdo 
Ministerial 075, que trata el “ESTATUTO ORGANICO DE GESTION ORGANIZACIONAL 
POR PROCESOS”, publicado en la Edición Especial Nº 33 del 25 de marzo del 2010. Al Juzgado 
Coactivo de la Dirección Provincial de Pichincha sustanciará los juicios coactivos correspondientes 
a la REGION 1 IBARRA, REGION 2 QUITO (MATRIZ) y REGION 3 AMBATO; el de la 
Subsecretaría del Litoral a más de los de la jurisdicción, le corresponderán a los determinados en la 
REGION 4 MANTA y al de Cuenca los correspondientes a LA REGION 6 CUENCA y 7 LOJA. 
A medida de que se vayan conformando los distintos juzgados coactivos en las respectivas 
direcciones regionales del trabajo, su competencia, se irá radicando de conformidad con la 
Dirección Regional a la que pertenezca. 
Los juzgados que actualmente se encuentren ejecutando la jurisdicción coactiva al amparo de lo 
dispuesto por el Acuerdo 0020 del 23 de enero del 2009 terminarán su funciones a la fecha de 
emisión del presente acuerdo ministerial, debiendo entregar el despacho coactivo, en perfecto orden 
administrativo, bajo prevenciones de ley a la autoridad nominadora de la correspondiente Dirección 
Regional o Subsecretaría a la que pertenezcan. 
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En todo caso, mientras se conformen los respectivos juzgados en las distintas direcciones 
provinciales, seguirá sustanciando los procesos que se encuentren en ejecución, aquel que hubiere 
prevenido en el conocimiento de la causa. 
DISPOSICIONES FINALES 
DEROGATORIA.- Se deja sin efecto el Acuerdo Ministerial Nº 00020 del 23 de enero del 2009. 
VIGENCIA.- El presente acuerdo entrará en vigencia a partir de esta fecha, sin perjuicio de su 
publicación en el Registro Oficial 
Dado en Quito, a 13 de abril del 2010. 
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4. ¿Considera  usted que en el procedimiento coactivo se respeta el debido proceso 
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